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JUZGADO  DE  DISTRITO 

DE 

GUAÜALAJARA 


Los  ce.  Antonio  Alvarez  ,lel  Castillo  y  socios,  han 
entablado  ante  este  jazgado  juicio  de  amparo  y  pro- 
tección de  garantías  por  los  motivos  que  vd.  verá  en 
la  copia  que  del  escrito  le  adjunto,  y  al  cual  ha  re- 
caido  el  iíuto  que  sigue: 

«Guí-.dalajara,  Enero  10  de  1874. — Por  presenta- 
do hoy  á  las  doce  y  media  del  din,  pídase  informe  al 
ciudadano  administrador  de  la  aduana  de  esta  capital, 
sobre  el  contenido  del  anterior  escrito,  cuyo  informe 
lo  evacuará  dentro  de  veinticuatro  horas,  según  lo  dis- 
pone el  art.  5°  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869.» 

El  juez  de  Distrito  lo  decretó  y  firmó. —  T/rjo. — = 
G.  J.  Gallegos. 

Lo  inserto  á  vd.  para  los  fines  indicados. 

Independencia  y  libertad.  Guadalajara,  Enero  10 
de  1874.— Z).  1.  Trejo — Ciudadano  administrador  de 
la  aduana. — Presente. 


Juzgado  de  Distrito  de  Guadalajara. — Sencr  juez 
de  Distrito: — l^os  que  suscribimos,  comerciantes  ve- 
cinos de  esta  ciudad,  decimos:  que  por  la  exportación 
de  moneda  que  tenemos  que  hacer  en  la  conducta  pa- 
ra el  Manzanillo,  el  dia  12  del  corriente  mes,  nos  co- 
bra el  Gobierno  del  Estado  el  H  Po  >  con  arreglo  á  la 
fracción  XIII,  art.  1°  del  decreto  núm.  297  de  la  Le- 
gislatura del  Estado,  publicado  por  el  Ejecutivo  en 
31  de  Marzo  de  1872,  y  á  la  ley  concordante  dfr  17 
de  Junio  del  mismo  ano.  \J 

La  anticonstitucionalidad  de  los  decretos  anterior- 
mente citados,  es  manifiesta,  y  tiempo  ha  que  su  apli- 
cación es  objeto  de  las  quejas  del  comercio,  no  solo 
en  este  Estado,  sino  en  otros  en  que  rigen  disposicio- 
nes semejantes,  contrariamente  á  lo  declarado  por  la 
fracción  I  del  art.  112  de  la  Constitución  general  de 
la  República. 

Las  sólidas  razones  en  que  estriba  la  calificación  de 
anticonstitucionales  que  de  esos  decretos  hacemos,  se 
encuentran  expucí^tas  en  la  luminosa  alegación  presen^ 
tada  ante  el  primer  tribunal  de  la  República,  por  el 
Sr.  Lie.  D.  José  María  Iglesias;  y  la  lectura  de  ese 
trabajo,  que  corre  impresa,  convencerá  al  juzgado  que, 
al  acudir  al  amparo  en  el  presente  caso,  somos  única- 
mente movidos  por  el  convencimiento  de  la  inviolabi- 
lidad de  nuestros  derechos. 

En  el  escrito  que  citamos,  al  impugnar  una  ley  dic- 
tada en  Zacateca?,  sobre  la  exportación  de  moneda 
en  conducta,  dice  el  Sr.  Lie.  D.  José  IMaría  Iglesias: 
«Varios  Estados  de  los  mas  impiortantes  de  la  confe- 


deracion  mexicana,  como  son  Jalisco,  Zacatecas,  San 
Luis  Potosí,  Miclioacan,  Guanajuato  y  Querétaro,  han 
expedido  ya  leyes  de  hacienda  en  que  dicho  impues- 
to figura  como  uno  de  los  ingresos  destinados  á  cubrir 
su  presupuesto  de  gastos.  Al  paso  que  vamos,  ni  un 
solo  Estado  dejará  de  proceder  de  igual  manera,  imi- 
tando los  que  se  han  abstenido  hasta  ahora  de  llevar- 
lo á  cabo,  la  conducta  de  los  que  han  tomado  la  ini- 
ciativa en  el  asunto. 

«La  facilidad  con  que  en  diversas  localidades  se  ha 
procedido  á  la  elección  de  ese  arbitrio,  haria  creer  fun- 
dadamente á  cualquiera  que  no  conociese  nuestra  le- 
gislación, que  se  trataba  de  un  punto  llano,  permiti- 
do, indiscutible.  Nada  es  menos  cierto  que  eso.  Sin 
embargo,  lejos  de  que  sea  cosa  sencilla  la  de  que  se 
trata,  importa  nada  menos  que  el  desconocimiento  vo- 
luntario, u  por  mejor  decir,  la  infracción  patente  de 
uño  de  los  artículos  mas  terminantes  de  nuestro  Cd- 
digo  fundamental.» 

En  efecto,  señor  juez,  la  Constitución  general  al 
consignar  en  la  fracción  I  del  art.  112,  que  los  Esta- 
dos no  pueden  imponer,  sin  consentimiento  del  Con- 
greso de  la  Union,  contribuciones  ó  derechos  sobre  im- 
portaciones ó  exportaciones,  ha  impedido  que  los  Es- 
tados, bajo  pretexto  de  aumentar  su  presupuesto  de 
ingresos,  pudieran  gravar  productos  cuando  salen  de 
su  territorio  para  ser  exportados  de  la  Repta blica. 

Aunque  al  discutirse  y  sancionarse  el  Arancel  ac- 
tual, se  derogaron  sus  artículos  19  y  83,  que  prohi- 
bían que  los  Estados  gravaran  la  internación  de  efeq? 


tos  extranjero?,  esta  derogación  que  tal  vez  se  equi- 
pa ro  á  un  permiso  dado  por  el  Congreso  de  la  Union 
en  cumplimiento  del  art.  112-  do  la  Constitución  fede- 
ral, solo  alcanzó  la  importación  do  mercancías,  no  pu- 
diendo  decirse  ([uc  la  Federación  hubiera  dado  su  con- 
sentimiento para  que  los  Estados  impusieran  contri- 
hucioncs  sobre  la  exportación.  No  habiendo  dado  á 
los  Estados  el  Congreso  de  la  Union  el  consentimien- 
to indispensable  para  aumentar  los  derechos  de  expor- 
tación, «cuanto  hayan  hecho  y  cuanto  hicieren  en  ese 
sentido,  es  notoriamente  anticonstitucional.»  Estas  úl- 
timas palabras  son  las  de  que  usa  el  Sr.  Iglesias  en  el 
notable  trabajo  al  que  aludimos,  y  termina  diciendo: 
«El  cobro  que  se  hizo  á  mis  representados  del  derecho 
de  extracción,  después  de  haber  pagado  el  de  expor- 
tación por  los  caudales  que  se  pusieron  en  la  conduc- 
ta salida  de  Zacatecas  en  8  de  Abril,  fué  indebido  y 
contrario  á  la  Constitución  del  pai's,  por  invadirse  con 
este  acto  y  con  la  ley  de  que  procedió,  la  esfera  de  la 
autoridad  federal,  caso  expresamente  comprendido  en 
la  fracción  III  del  art.  1"  de  la  ley  orgánica  de  los 
juicios  de  amparo,  expedida  en  20  de  Enero  de  1869.» 
A  las  razones  aducidas  debemos  agregar  el  hecho 
de  haber  decidido  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  en 
un  caso  semejante,  hi  auticonstilucionalidad  de  la  dis- 
posición legislativa  del  Estado  de  Veracruz,  que  gra- 
va la  extracción  de  maderas.  Puede  verse  en  el  núm. 
X6,  de  Diciembre  del  año  pasado,  do  El  Fom,  la  sen- 
tencia dictada  cu  8  de  Noviomln'o  del  mismo  año,  en 
b  f[ue  en  el  juicio  do  amparo  promovido  por  D,  Ma- 


nuel  Olivier,  en  representación  de  D.  León  Duplan  y 
Ricardo  Leeth,  se  declara  que  el  derecho  de  122  es. 
por  tonelada,  que  en  el  Estado  grava  la  extracción  de 
madera,  se  «convierte  en  impuesto  sobre  exportación 
de  un  producto  nacional,  prohibido  por  la  Constitución 
de  la  República  y  por  el  Arancel  de  aduanas  de  1872,» 
y  que  por  consiguiente,  «la  justicia  de  la  Union  am- 
para y  pro  teje  á  los  í^res.  León  Duplan  y  Ricardo  H. 
Leeth.» 

Esta  sentencia,  ijronunciada  por  unanimidad  de  vo- 
tos de  los  magistrados  de  la  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia, es  un  argumento  incontestable  en  nuestro  favor; 
y  si  como  dice  la  ley,  los  tribunales  federales  son  lla- 
mados por  su  institución  lí  fijar  el  derecho  público  de 
México,  la  anticonstitucionalidad  de  las  leyes  de  los 
Estados  que  gravan  la  exportación  de  efectos  nacio- 
nales, es  un  punto  definitivamente  resuelto.  -■-■ 

Que  las  leyes  de  31  de  Mayo  y  de  17  de  Junio  de 
1872  á  que  nos  referimos,  tienden  á  gravar  la  expor- 
tación de  la  moneda,  es  un  hecho,  sobre  todo  en  el 
presente  caso,  en  el  que  la  conducta  del  dia  12  se  di- 
rige al  Manzanillo  para  ser  embarcada  en  el  puerto, 
lo  cual  hace  que  el  derecho  de  li  p§  cobrado,  recai- 
ga sobre  la  exportación  de  un  efecto  nacional. 

Reasumiendo  lo  expuesto   anteriormente,  diremos: 

1^  Que  las  leyes  de  31  de  Mayo  de  1872  y  de 
17  de  Junio  del  mismo  año,  al  recaer  sobre  exporta- 
ción de  moneda,  son  anticonstitucionales  por  in^-adir 
líi  esfera  de  la  Federación,  conforme  á  la  frficcion  I 
M  art,  U2  4e  l^  Constitución, 
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29  Que  el  acto  de  la  oficina  de  hacienda  del  Esta- 
do, que  exige  el  pago  de  I.2  p§  de  extracción, :.fi§ 
igualmente  anticonstitucional.  t  :""r 

"i-B^^^'Que  esas  leyes  y  ese  acto  violan  no  solo  la  ga- 
rantía de  la  propiedad,  sino  que  invaden  la  esfera  de 
la  autoridad  federal,  dando,  por  consiguiente,  lugar  al 
amparo  con  arreglo  á  la  fracción  III  del  art.  1°  de  la 
ley  de  2  de  Enero  de  1869. 

Ademas,  estando  la  conducta  para  salir,  la  oficina 
de  rentas  respectiva  trata  de  hacer  el  cobro,  por  lo 
cual  es  indispensable  suspenda  la  ejecución  de  la  ley, 
en  el  acto,  con  arreglo  á  la  fracción  II  del  art.  5°  dé 
la  lev  citada: 

Por  lo  mismo,  con  fundamento  de  la  fracción  III, 
art.  1*?  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869,  pedimos 
amparo  contra  las  leyes  del  Estado  que  acabamos  de 
citar,  que  conculcan  los  derechos  de  la  Federación,  es- 
tablecidos por  la  fracción  I  del  art.  112  de  la  Consti- 
tución; suplicando  que  con  arreglo  á  los  arts.  5^  y  6*? 
de  la  ley  de  amparo,  se  decrete  la  suspensión  inme- 
diata de  la  ejecución  de  la  ley,  dando  la  C)rden  corres- 
pondiente ala  aduana  de  esta  capital,  que  es  inme- 
diata ejecutora.  "*" 

Es  justicia. 

Guadala jara,  Enero  10  de  1874. — (Firmados)  — 
Antonio  Aloartz  fiel  Castü/u. — Agustín  Biume. — Án- 
gel B,  y  Puga. — Fernandez  Somtllera  Ros. —  Teodo- 
ro  Kiinliardt ,  —  Oetling  Rienscli  y  C.^  — Por  poder. 
Q,  JL  BathkV;  en  lic^niá^Giox^. --Gerniari  ffelLj^M, 


Mirdvefe. — -Basave  y  Arce.- — Francisco  Martínez 
Negrete  y  C.^  ■  ¡ 

Es  copia.     Guadalajara,  Enero  10  de  1874.  —  ^, 
J,  GalUgos. 


Con  el  oficio  de  vd.  fecha  de  ayer,  he  tenido  el  Ho- 
nor de  recibir  el  acuerdo  que  recayó  sobre  el  escrito 
de  petición  de  amparo  y  protección  de  garantías,  que 
han  dirigido  al  juzgado  del  digno  cargo  de  vd.  varios 
comerciantes  de  esta  ciudad,  contra  las  leyes  del  Es- 
tado de  31  de  Mayo  y  de  17  de  Junio  de  1872,  que 
impusieron  y  reglamentaron  un  derecho  sobre  el  oro, 
la  plata  y  las  alhajas  que  del  Estado  se  extraigan. 

Cumpliendo  por  mi  parte  como  empleado  recauda- 
dor del  derecho  impuesto,  tengo  la  honra  de  informar 
á  vd.,  como  me  lo  previene,  en  los  términos  siguien- 
tes: 

Los  ciudadanos  quejosos,  considerándose  agravia- 
dos por  las  leyes  del  Estado,  y  fundados  en  que  con 
ellas  se  invade  la  esfera  de  la  autoridad  federal  en  los 
derechos  que  por  la  Constitución  le  están  declarados 
en  su  art.  112,  piden  que  se  decrete  la  suspensión  in- 
mediata de  la  ejecución  de  las  ya  mencionadas. 

INIe  permito  hacer  notar  á  ese  juzgado,  que  los  ciu- 
dadanos peticionarios  representan  contra  una  ley  que 
no  está  vigente,  pues  siendo  la  de  31  de  Mayo  ed 
1872,  á  que  se  refieren,  el  presupuesto  de  ingresos 
decretado  para  el  año  fiscal  que  terminó  en  31  de  Ma. 
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yo  de  1S73,  ésta  fué  derogatla  por  la  núni.  o57  qué 
actualmente  rige,  modificando  el  impuesto  sobre  cau- 
dales, respecto  del  que  aiiteriormeüte  tenia.  Mas  tra- 
táuiose  del  mismo  gravamen  reclamado  y  siendo  la 
suspensión  del  acto  lo  que  las  partes  agraviadas  soli- 
citan, bajo  este  concepto  continúo  el  presente  infor- 
me, concretándolo  en  los  puntos  siguientes: 

1°  La  disposición  legislativa  tiene  de  existencia 
mas  de  medio  año  }'  ha  surtido  sus  efectos  sin  contra- 
dicción hasta  ahora. 

2?  El  agravio  que  causara  su  ejecución,  una  vez 
declarada  anticonstitucional,  no  es  irreparable,  porque 
la  restitución  de  la  cosa  esta  vez,  consistirá  en  la  de- 
volución de  las  cantidades  ciue  se  paguen. 

3^  La  casa  comercial  en  esta  ciudad  que  ha  con- 
vocado á  la  salida  de  caudales  para  el  dia  12  del  pre- 
sente mes,  de  la  cual  es  principal  el  C.  Antonio  Alva- 
rez  del  Castillo,  quien  firma  en  primer  término  el  es- 
crito de  amparo,  lo  mismo  que  los  demás  socios  recla- 
mantes, sabian  que  de])ia  presentarse  el  caso  de  pagar 
el  derecho  establecido,  y  pudieron  ú  tiempo  promover 
el  juicio  ([we  ahora  entablan. 

4*?  Tuesto  que  deli])cradamente  dejaron  los  Inte- 
resados pasar  la  oportunidad  ([wo  los  favorecia,  razón 
no  p\ieden  alegar  ahora  para  quejarse  del  aplazamien- 
to que  para  la  resolución  de  este  negocio,  demasiado 
grave  á  mi  entender,  se  necesita  para  ([ue  tenga  todas 
sus  instancias  y  se  observen  todos  los  trámites  lega- 
les que  le  corresponden. 

Por  lo  expuesto,  y  en  defensa  de  los  intereses  pú- 


blicos  de  que  soy  encargado,  suplico  lí  vd.  se  sirva  re- 
solver, que  no  hay  urgencia  notoria  para  decretar  la 
suspensión  inmediata  del  acto  reclamado  por  los  CC. 
Antonio  Alvarez  del  Castillo  y  socios;  reserv/mdome 
informar  á  vd.  con  justificación,  sobre  lo  principal  á 
que  se  refiere  el  ocurso  mencionado,  del  cual  vd.  se 
sirvió  adjuntar  copia  á  su  oficio  citado  al  principio  de 
este  informe. 

Independencia  y  libertad.  Guadalajara,  Enero  11 
de  1874. — JSlarbért)  ^^rój,— Ciudadano  juez  de  Dis- 
trito.— Presente, 


Juzgado  de  Distrito  de  Guadalajara. — En  el  juicio 
de  amparo  promovido  en  este  Juzgado  por  el  C.  An- 
tonio Alvarez  del  Castillo  y  socios,  ha  recaído  el  au- 
to siguiente:  /^ 

«Guadalajara,  Enero  12  do  1874. — Estando  apo- 
yado el  recurso  de  amparo  promovido  por  el  C.  An- 
tonio xMvarez  del  Castillo  y  socios,  en  el  art.  1*?  de  la 
ley  de  2'J  de  Enero  de  18&9,  con  fundamento  del  art. 
6°  de  la  misma  ley,  so  provee  lo  siguiente: 

Se  suspende  el  acto  reclamado;  en  consecuencia,  li- 
bíese  oficio  al  ciudadano  administrador  de  la  aduana 
de  esta  capital,  con  inserción  de  este  auto,  para  los 
fines  que  son  consiguientes  á  la  suspensión  decretada, 
y  para  que  dentro  de  tres  dias  que  señala  el  art.  9^ 
de  la  repetida  ley,  informe  con  justificación  lo  que  se 
le  ofrezca,  sobre  el  contenido  del  escrito  presentado 
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por  el  C.  Alvarez  del  Castillo  j  socios,  de  que  ya  se 
le  remitió  copia. 

El  juez  de  Distrito  lo  decreto  y  firmó. — Trejo.-r- 
Ouadaliipe  J.  Oale  gos.)) 

Tengo  el  honor  de  insertarlo  á  vd.  para  su  debido 
cumplimiento. 

Independencia  y  libertad.  Guadalajara,  Enero  12 
de  1874. —  D.  I.  Trejo. —  G.  J.  Gallego ~;  secretario. 
— Ciudadano  administrador  de  ia  aduana  de  esta  ca- 
pital.— Presente. 


Señor  Juez: 

En  cumplimiento  de  su  auto  de  ]  2  del  corriente, 
paso  a  rendir  el  informe  que  vd.  me  pide  sobre  el  am- 
paro solicitado  por  ios  comerciantes  de  esta  capital, 
por  la  conducta  que  ha  salido  para  Colima 

La  cuestión  que  este  amparo  suscita,  es  de  las  mas 
graves  é  importantes  que  puedan  llevarse  á  los  tri- 
bunales; ella  no  solo  afecta  la  hacienda,  la  vida,  la  so- 
beranía de  los  Estados,  sino  que  trasciende  á  las  ins- 
tituciones mismas  de  la  República;  y  de  la  interpre- 
tación que  los  tribunales  den  al  texto  constitucional, 
se  seguirá  necesariamente  ó  la  muerte  de  los  Estados 
soberanos,  la  ruina  de  la  República  federal,  ó  la  con- 
solidación del  pacto  que  la  Constitución  creó  entre  to- 
das las  partes  que  forman  la  confederación  mexicana. 
Con  el  conocimiento  de  la  gravedad  de  la  cuestion- 
voy,  no  ú  sostener  los  derechos  fiscales  de  Jalisco,  si, 
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no  á  defender  los  principios  constitucionales  que  ga- 
rantizan la  soberanía  de  los  Estados  en  materia  de 
hacienda,  en  asuntos  de  contribuciones  que  éstos  para 
sus  gastos  pueden  imponer,  sin  traspasar  el  limite  que 
la  Constitución  céñalo. 

La  legal,  la  genuina  interpretación  de  la  fracción  I 
del  art.  112  de  esc  Código,  es  aquí  el  verdadero  pun- 
to de  la  dificultad,   es  todo  el  objeto  de  la  cuestión: 
para  afrontarla  desde  luego,  copiaré  el  texto  de  cuya 
interpretación  se  trata;  dice  así:     «No  pueden  los  Es- 
tados, sin  el  consentimiento  del  Congreso  de  la  Union: 
I.     Establecer  derechos  de  tonelaje  ni  otro  alguno  de 
puerto,   ni  imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre 
)|^=^lmportacioncs  ó  exportaciones. »^=^gr     La  res- 
petabilísima autoridad  del  Sr.  Iglesias,  que  los  quejo- 
sos invocan  para  fundar  su  petición,  y  la  multitud  de 
citas  tanto   nacionales  como   extranjeras  que  este  se- 
ñor menciona,  prueban  con  evidencia  cuál  es  la  men- 
te, el  espíritu  y  el  alcance  de  ese  precepto:  uniformar 
el  comercio  exterior  de  la  República  en  todos  los 
puertos,  é  impedir  que  los  Estados  desnivelen  la  im- 
portación ó  la  exportación  con  perjuicio,  con  la  ruina, 
con  la  imposibilidad  del  comercio,  como  lo  dice  el  Sr. 
Castillo  Velasco,  citado  por  el  Sr.  Iglesias;  lo  que  de 
evidencia  sucedería  si  cada  Estado  pudiera  alzar  ó  ba- 
jar los  aranceles  mirítimo.^  imponiendo   derechos  á 
las  importaciones  6  exportaciones. 

La  Constitución  federal,  por  muy  buenas  y  solidas 
razones,  coartó  sobre  este  particular  los  derechos  so- 
heranos  de  los  Estados,  y  nadie  puede  dudar  que  es- 
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té  prohibido  á  éstos  imponer  derechos  de  puerto  ni 
alterar  los  aranceles,  estableciendo  contribuciones  so- 
bre la  importación  ó  la  exportación.  Los  Estados  de 
seguro  no  tienen  facultad  para  legislar  sobre  el  co- 
mercio maritimo  6  exterior  de  la  República:  tanto  el 
texto  que  estamos  analizando,  como  la  fiaociou  IX 
del  art.  72  del  mismo  Código,  así  lo  resuelven  clari- 
simamentc. 

Pero  si  en  cuanto  al  comercio  €x'ra7?jero,  ninguna 
facultad  dejó  la  Constitución  ú  los  Estados,  ¿puede  lo 
mismo  decirse  respecto  del  comercio  interior,  respecto 
del  tráfico  que  se  hace,  no  en  los  puertos  ni  con  el 
extranjero,  sino  en  el  centro  del  país  y  entre  los  mis- 
mos Estados?  De  ninguna  manera,  y  los  textos  cons- 
titucionales sobre  este  punto  son  tan  explícitos  como 
sobre  el  anterior. 

Esa  fracción  IX  que  acabo  de  citar,  dice  así  tex- 
tualmente: «Tiene  facultades  el  Congreso  de  la  Union: 
IX.  Para  expedir  aranceles  sobre  el  coiU'^rci.o  ex- 
traiijero  y  para  impedir  por  medio  de  bases  genera- 
les que  en  el  comercio  de  Estado  á  Estado,  se  esta- 
blezcan restricciones  onerosas.»  Y  como  el  art.  117 
determina  que:  «Las  facultades  que  no  están  expre- 
samente concedidas  por  la  Constitución  á  los  funcio- 
narios federales,  se  entienden  reservadas  á  los  Esta- 
dos,» muy  lógicamente  se  deduce  que  fuera  de  aque- 
llas facultades  que  al  Congreso  de  la  Union  dan  las 
fracciones  IX  y  X  del  art.  72,  todas  las  otras  que 
con  el  comercio  interior  se  relacionan,  e<tán  reserva- 
das á  los  Estados;  es  decir,   el  Congreso  federal  no 
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puede,  en  materia  de  comercio  interior,  mas  que  impe- 
dir por  medio  de  bases  generales  que  en  el  comercio  de 
Estado  á  Estado  se  establezcan  restricciones  onerosas, 
y  establecer  las  bases  generales  de  la  legislación  mer- 
cantil: todo  lo  que  eso  no  sea,  está  reservado  á  los  Es- 
ta-io"',  y  por  consiguiente,  el  imponer  contribuciones 
Eobre  el  comercio  interior,  alterarlas  6  modificarlas, 
63  atribución  propia  y  exclusiva  de  los  Estados:  es 
asunto  de  su  régimen  interior,  y  nadie,  ningún  poder 
federal  esa  atribución  puede  disputarles,  sin  lastimar 
la  soberanía  que  á  estos  compete.  La  legitimidad  de 
esta  conclusión  está  bien  apoyada  por  la  concordan- 
cia de  los  arts.  40,  72,  en  sus  fracciones  IX  y  ^,  y 
117  de  la  Constitución. 

Pero  si  todo  esto,  á  mi  entender,  es  indisputable, 
hay  quienes  crean  y  sostengan  que  deba  ser  tan  lata 
la  inteligencia  del  art,  112  y  fracción  I,  que  ningún 
Estado,  aunque  ni  costas  ni  puertos  tenga,  puede  im- 
poner derechos  ni  sobre  los  efectos  que  se  importen 
(todos  los  extranjeros)  ni  sobre  los  que  se  exporten 
(todos  los  nacionales) .  Con  todo  el  respeto  que  me 
merecen  nombres  tan  ilustres  como  los  de  los  Sres. 
Iglesias,  Romero,  etc.,  mi  deber  y  mi  conciencia  me 
obligan  á  demostrar  que  tal  inteligencia  no  puede  sos- 
tenerse ni  etimológica,  ni  legal,  ni  económicamente. 
Voy  á  intentar  estas  demostraciones. 

El  Diccionario  de  la  lengua  nos  dice  que  importa- 
ción es  «el  acto  de  importar,»  y  exportación  «el  acto 
de  exportar;»  que  importar  es  «introducir  géneros  ex- 
tranjeros á  un  pais,»  y  exportar  es  «extraer  géneros 
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6  efectos  y  producciones  de  un  país  á  otro.»  La  sig- 
nificación gramatical  de  esas  palabras  engendra  la  idea 
necesaria  é  irrecusable  de  la  necesidad  de  que  haya 
dos  países  rxtt'jiiyrn--^  uno  de  donde  salgan  y  otro  á 
donde  entren  los  efectos  o  géneros.  Y  tan  natural, 
tan  coniuD,  tan  universal  es  esa  significación,  que 
quien  dijera:  Jalisco  importa  de  Guanajuato  trigo,  ó 
Jalisco  exporta  para  Zacatecas  maiz,  se  expondría  á 
sufrir  el  reproche  de  (juien  adultera  el  idioma,  de  quien 
([uita  á  las  palabras  su  significación  etimológica,  de 
quien  dá  á  las  cosas  nombres  que  la  filosofía  del  len- 
guaje repugna.    ; 

Si  un  comerciante  de  Jalisco  comprara  en  la  capi- 
tal de  la  República  efectos  extranjeros,  ¿podrá  61  lla- 
marse importador  de  tales  efectos  á  Guadalajara? 
Si  un  fabricante  de  jabón  vende  en  Guadalajara  á  un 
negociante  de  Colima  ese  artículo,  ¿podrán  aquel  ó  es- 
te llamarse  aquí  exportadores?  Choca  con  el  sentido 
común,  con  la  significación  misma  de  las  palabras, 
pretender  que  haya  importaciones  o  exportaciones  en 
donde  no  hay  puertos,  en  donde  no  hay  salida  ó  en- 
trada de  efectos  entre  dos  países  extranjeros.  En- 
tender estas  palabras  en  el  sentido  que  yo  combato, 
es  confundir  el  comercio  extranjero  con  el  comercio 
interior,  y  esto  no  lo  consiente  la  naturaleza  misma 
de  las  cosas. 

No  es  tampoco  legal  la  interpretación  latísima  que 
se  trata  de  dar  al  texto  constitucional  (fracción  I, 
art.  112  citado).  La  mas  segura  íuente  de  interpre- 
tación es,  sin  du4aj  la  que  el  mismo  Iegisla<íor  dáj  el 
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sentido  mas  genuino  de  la  ley  es  el  que  surge  de  su 
espíritu,  de  su  razón,  de  las  palabras  del  legislador 
que  explican  su  voluntad.  Veamos,  pues,  cómo  ha 
entendido  el  legislador  ese  precepto. 

Cuando  en  el   Congreso  constituyente  ese  articulo 
se  discutía   (sesión  de  5   de  Noviembre   de  1856),  el 
diputado  Prieto  encontró  oscura  su  fracción  I  y  pidió 
que  se   «aclarara  si  la   prohibición  del  impuesto  se  1'- 
mita  solo  á  los  puertos  T|^=^ú  se  extiende  á  la  pro- 
cedencia de  los  efectos  en  el  tráfico  interior. «^^^^ 
El  diputado  Mata,  miembro  de  la  comisión,  dio  algu- 
nas explicaciones  sobre  la  inteligencia  de  la  fracción 
á  discusión;  pero  nada  dijo  que  aclarara  si  la  impor- 
tación ó  exportación  se  referia  solo  á  los  puertos  ó  se 
extendia  también  á  los  efectos  que  circulan  en  el  trá- 
fico interior.     El  diputado  Prieto  lo  hizo  notar  así,  y 
después  el  diputado  Moreno,   precisando  la  cuestión 
en  términos  lo  mas  práctico  posibles,  y  «temiendo  por 
las  rentas  de  los  Estados,  pregunta  l|S=^-si  en  Gua- 
najuato   pueden   decretarse   impuestos  sobre   efectos 
que  se   dirijan  á  Jalisco, »'=^^  á  lo  que  el  miembro 
de  la  comisión  contestó:  que  «SE  TRATA  DE  LA 
IMPORTACIÓN  Y  DE  LA  EXPORTACIÓN  Y 
NO  DEL  COMERCIO  INTERIOR.»     Con  tan  cla- 
ra explicación  el  Congreso  quedó  satisfecho,  y  en  ese- 
sentido,  y  no  en  otro,  votó  y   aprobó  la   mencionada 
fracción  I  del  art.  !12.))   (Historia  del  Congreso  cons- 
tituyente). 

Tenemos,  pues,  fijada  de  un  modo  clarísimo  la  inte- 
ligencia de  ese  texto:  se  trata  en  él  del  comercio  ex- 
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tranjero,  del  que  se  hace  solo  en  los  puertos  y  fron- 
teras, y  uo  del  comercio  interior  que  se  hace  entre 
plazas  de  un  mismo  país :  se  trata  aquí  de  los  dere- 
chos de  importación  y  exportación  que  se  causan  en 
los  puertos,  no  de  las  contribuciones  que  se  impongan 
y  cobren  en  las  plazas  de  la  República  al  comercio 
interior.  Está,  pues,  resuelta  la  cuestión,  porque  en 
Guanajuato,  usando  de  las  palabras  del  diputado  Mo- 
reno, se  pueden  imponer  derechos  sobre  efectos  (na- 
cionales u  extranjeros,  exportables  o  importables) 
<|ue  vengan  á  Jalisco;  porque  estos  derechos  que  los 
Estados  cobran,  no  son  de  importación  ni  de  exporta- 
clon,  sino  que  recaen  sobre  el  comercio  mterior,  se- 
gún la  explicación  que  dio  el  Sr.  Mata,  y  que  el  Con- 
greso acogiu,  sancionando  con  su  aprobación  esta  in- 
teligencia genuina  de  la  ley. 

Y  no  podria  ser  de  otro  modo:  si  el  artículo  cons- 
titucional se  interpretase  como  á  los  intereses  de  los 
quejor.os  conviene,  ni  la  República  federal  ni  los  Es- 
tados soberanos  serian  posibles,  y  absurdos  económi- 
cas tales  vendrian,  que  pronto  el  orden  constitucional 
llegaría  al  caos  en  materia  de  hacienda.  Si  por  la  pa- 
labra «importación»  que  la  Constitución  usa,  se  debie- 
ra entender  «lo  que  se  ha  importado»  para  el  efcct  > 
de  sostener  que  los  Estados  no  pueden  imponer  dere- 
cho alguno  sobre  las  mcrcanc'as  extranjeras,  aun(pic 
estas  anden  ya  en  el  tráfico  interior  de  la  República 
(y  obsérvese  que  esto  es  lo  que  han  pretendido  los 
sostenedores  de  la  opinión  que  combato) ,  resultaría 
que  nada  que  sea  extranjero  debe  contribuir  para  los 
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gastos  de  los  Estados:  iiua  vez  pagados  los  derechos  fe- 
derale?,  las  mercancías  de  esa  clase,  los  grandes  valo- 
res que  representan,  estarían  exentos  de  todo  impues- 
to. Esto  se  ha  dicho  y  sostenido  ya  como  teoría  cons- 
titucional. 

Pero  lo  que  aun  no  se  ha  dicho,  por  mas  que  en 
iguales  condiciones  esté,  es  que  tampoco  pueden  los 
Estados  imponer  derecho  alguno  sobre  los  efectos  na- 
cionales: hasta  hoy  se  ha  hablado  solo  de  los  pesos 
que  salen  en  conducta;  pero  igual  razón  habrá  para 
pretenderlo  no  solo  respecto  de  los  pocos  productos 
nacionales  que  hasta  hoy  se  exportan,  como  las  pie- 
les, el  café,  tabaco,  maderas,  etc.,  etc.,  sino  respecto 
de  todos  los  efectos  del  país  que  pueden  exportarse. 
Si  por  exportación  se  ha  de  entender  «lo  que  se  ha 
exportado,))  para  así  sostener  que  ningún  Estado  pue- 
de cobrar  contribuciones  a  las  mercancías  extranjeras, 
por  exportación  debe  entenderse  «lo  que  puede  ex- 
portarse,» y  así  no  solo  los  pesos  quedarán  hbres  de 
todo  derecho  que  no  sea  federal,  sino  todos  los  efec- 
tos nacionales  que  pueden  ir  ú  venderse  al  extranje- 
ro. La  razón  en  ambos  casos  es  isrual;  la  lécrica  con 
su  rigor  inflexible  nos  obhga  á  confesar  que  si  lo  ex- 
tranjero no  paga  derechos  porque  se  importa,  lo  na- 
cional tampoco  los  pagaría  porque  se  exporta. 

Ahora  bien:  supóngase  que  tal  fuera  la  inteligen- 
cia del  texto  constitucional:  ¿de  qué  vivirían  los  Es- 
tados sin  poder  pedir  un  solo  centavo  ni  á  las  mer- 
cancías extranjeras  ni  a  los  efectos  nacionales?  ¿Qué 
confederación  de  soberanos  hambrientos  sería  esta  Re- 
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publica  federal? ¿Sería  posible  que  esto  lo  qui- 
sieran los  constituyentes?  ¿Absurdos  de  este  tama- 
ño podrían  vivir  dentro  del  í5rden  constitucional,  sin 

convertir  á  este  en  el  caos? Y  no  se  diga  que 

por  virtud  de  un  sistema  económico  mas  perfecto  que 
el  que  en  el  país  existe,  se  podria  conseguir  que  los 
Estados  viviesen  sin  el  concurso  de  las  rentas  que  las 
mercancías  extranjeras  y  nacionales  les  produjeran. 
Aparte  de  que  no  es  este  lugar  de  hablar  si  ese  siste- 
ma se  puede  improvisar  tan  pronto  que  antes  de  plan- 
tearlo no  se  hubieran  muerto  de  hambre  todos  los  Es- 
tados de  la  Repúblicr,  los  constituyentes  mismos  to- 
maron como  base  de  sus  discusiones  sobre  el  texto 
constitucional  que  me  ocupa,  el  estado  rentístico  del 
pnís,  con  todos  los  defectos  que  entonces  tenia  y  que 
en  lo  general  se  conserva  hasta  ahora:  los  temores 
manifestados  en  la  discusión  por  ios  diputados  Prieto 
y  Moreno  sobre  la  suerte  de  los  Estados  en  el  caso  de 
que  la  Federación  les  quitara  los  derechos  que  enton- 
ces y  ahora  cobraban  y  cobran  sobre  las  mercancías 
extranjeras,  abonan  los  conceptos  que  acabo  de  ex- 
presar. 

Y  ni  el  establecimiento  de  la  contribución  directa 
salvaría  á  los  Estados  de  su  muerte,  porque  interpre- 
tando tan  latamente  como  yo  impugno  el  artículo 
constitucional,  se  sostendría  que  esa  contribución  no 
podria  recaer,  ni  sobre  los  valores  que  consistiesen  en 
mercancías  extranjeras  «porque  fueron  importados,» 
ni  en  los  que  fueren  representados  por  efectos  nacio- 
nales «porque  pueden  exportarse.» 


19 

Abstracción  hecha  de  esos  absurdo.'=^,  vendría  otro 
de  gran  tamaño  á  chocar  de  lleno  con  todas  las  leyes 
económicas.  La  exención  de  todo  derecho  á  lo  ex- 
tranjero, la  exención  de  todo  derecho  para  conductas, 
para  todos  los  efectos  nacionales,  constituiria  no  solo 
un  privilegio  tanto  mas  odioso,  cuanto  que  él  ne  otor- 
ga al  comercio  por  mayor,  á  la  clase  mas  rica  de  los 
contribuyentes,  sino  que  romperia  todas  las  reglas 
que  la  justicia  exige  para  la  repartición  del  impuesto. 
¿Cómo  se  salvaría  el  precepto  constitucional  (art.  31, 
frac.  II,  y  art.  33)  que  quiere  que  la  contribución  se 
reparta  de  una  manera  proporcional  y  equitativa,  si 
el  millonario  comerciante  nada  ha  de  pagar  á  los  Es- 
tados, si  estos  han  de  cubrir  todo  su  presupuesto  con 
las  contribuciones  que  se  cobren  á  las  clases  menos 
acomodadas? 

Se  ve,  por  lo  que  llevo  dicho,  que  la  inteligencia 
que  se  quiere  dar  al  art.  112  de  la  Constitución,  va 
en  último  extremo  á  este  absurdo:  «los  Estados  no 
podrán  imponer  contribución  alguna,  ni  directa  ni  in- 
directa, sobre  el  comercio  no  extranjero  (porque  ya 
he  demostrado  que  insensatez  seria  decir  que  el  que 
se  tiene  en  Jalisco,  Aguascalientes,  Zacatecas,  Gua- 
najuato,  Michoacan,  etc.,  etc.,  sea  extranjero),  sino 
interior  del  país.  ¿Habrá  quien  sostenga  que  esto  fue- 
ra justo?  ¿Habrá  quien  crea,  que  económicamente  es 
conveniente  que  todo  el  peso  de  los  presupuestos  de 
los  Estados  gravite  solo  sobre  la  agricultura,  la  in- 
dustria, la  propiedad  territorial? 

Si  el  argumento  ab-absurdr,  es  siempre  de  irresis- 
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tibie  fuerza,  cuando  tantos  absurdos  brotan  de  la  in- 
terpretación que  refuto,  indudable  me  parece  que  tal 
interpretación  no  puede  acojerse  por  los  tribunales  de 
la  República.  Económicamente  esa  interpretación  es 
absurda. 

Antes  he  indicado  que  ya  se  ha  dicho  y  sostenido 
como  teoría  constitucional,  que  las  mercancías  extran- 
jeras no  deben  pagar  derecho  alguno  á  los  Estados. 
Es  de  importancia  para  el  exolarecimiento  de  la  cues- 
tión que  este  amparo  suscita,  referir  lo  que  sobre  esto 
ha  pasado. 

En  el  arancel  de  aduanas  marítimas  y  fronterizas, 
expedido  en  1*?  de  Enero  de  187-J  por  el  Gobierno  fe- 
deral en  virtud  de  facultades  que  le  dio  la  ley  de  1? 
de  Diciembre  de  1871,  se  consignó  este  precepto: 
«Art.  19.  Los  derechos  establecidos  en  la  tarifii  pre- 
cedente, serán  los  únicos  que  pagarán  las  mercancías 
extranjeras  de  la  República,  }'  en  consecuencia,  nin- 
guna autoridad  de  los  Estados  ó  municipios  podrá 
recargar  ó  imponer  otros  derechos  á  las  mercancías 
extranjeras,  sea  cual  fuere  el  objeto  á  que  se  desti- 
nen, á  no  ser  que  para  esto  obtengan  previamente  el 
consentimiento  del  Congreso  de  la  Union,  de  confor- 
midad con  la  fracción  I  del  art.  112  de  la  Constitu- 
ción federal.»  Y  como  correlativo  de  61,  este  otro: 
«Art.  3o.  Los  efectos  extranjeros  que  hayan  paga- 
do los  derechos  de  importación,  conforme  á  este  aran- 
cel, podrán  ser  internados  á  la  República,  sin  que  en 
los  lugares  del  tránsito  y  consumo  causen  derecho  al- 
guno.))    Coino  se  ve,  el  Sr,  Romero  encargado,  en  esa 
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época  de  la  cartera  de  hacienda,  creía  que  la  prohibi- 
ción que  esos  artículos  contienen,  no  era  mas  que  la 
aplicación  cabal  y  exacta  de  la  fracción  I,  art.  112  de 
la  Constitución. 

¿Qué  sucedió,  sin  embargo?  Antes  que  ese  aran- 
cel comenzara  á  regir  (1°  de  Juho  de  1872,  según  el 
art,  3°  transitorio),  el  Congreso  de  la  Union  se  avocó 
el  conocimiento  de  este  importantísimo  negocio,  y  en 
su  decreto  de  31  de  Mayo  de  1872,  en  su  fracción  I, 
derogó,  nótese  bien  la  palabra,  derogó  aquellos  artí- 
culos del  arancel:  dice  así  terminantemente  la  ley:  «I. 
Se  derogan  los  arts.  19  y  83  del  arancel  de  1*?  de 
Enero  de  1872,  continuándose  en  el  Distrito  federal 
y  territorio  de  la  Baja  California,  el  cobro  del  derecho 
de  consumo,  que  sera  de  6  p^  sobre  el  de  impor- 
tación, divisible  entre  la  Federación  y  el  municipio 
respectivo,  en  la  proporción  del  que  actualmente  per- 
cibe.)) 

Por  mas  que  el  muy  respetable  Sr.  Romero  sostu- 
viera en  la  Cámara,  preocupado  por  el  arreglo  de  las 
rentas  federales,  su  opinión  sobre  este  punto,  la  mas 
autorizada  opinión  Jel  Congreso  le  fué  desfavorable, 
y  aquellos  artículos  quedaron  derogados.  Y  entre  las 
opiniones  de  particulares  aunque  sean  tan  caracteri- 
zadas como  las  de  los  Sres.  Romero  é  Iglesias,  y  la 
resolución  de  un  Congreso  después  de  un  debate  am- 
plio y  luminoso,  los  tribunales  no  pueden  vacilar  so- 
bre el  extremo  que  debe  seguirse.  El  Congreso  de  la 
Union,  interpretando  la  fracción  I  del  art.  112,  ha 
cjeclarado  que  no  es  derecho  de  importación  el  (|ue  ^ 


las  mercancías  extranjeras  so  cobra  por  los  Estados 
en  el  interior  de  la  República:  mejor  dicho,  siguiendo 
la  inteligencia  que  los  constituyentes  dieron  á  aquel 
texto,  ha  resuelto  que  á  los  Estados  no  se  les  puede 
aplicar  ese  texto  para  prohibirles  imponer  contribucio- 
nes ú  los  valores  que  circulan  en  el  comercio  interior 
de  la  República 

El  Sr.  Iglesias,  que  siutiú  toda  la  irresistible  fuer- 
za de  este  argumento,  quiso  eludirlo  con  esta  respues- 
ta: dijo  que  haciendo  esa  derogación  de  los  artículos 
del  arancel,  «el  Congreso  atacó  de  nuevo  la  regla  es- 
tablecida en  el  art.  112,  fracción  I,  por  equivaler  di- 
cha derogación  al  consentimiento  debido  dar  por  el 
Congreso  para  que  los  Estados  puedan  recargar  los 
derechos  de  importación  impuestos  á  las  mercancías 
extranjeras.» 

Me  voy  á  permitir  refutar  esta  aserción:  lo  hago 
por  necesidad,  con  sentimiento  y  siempre  protestando 
á  las  luces  del  Sr.  Iglesias  todos  mis  respetos.  No 
se  atacó  de  nuevo  aquella  regla  porque,  creo  haberlo 
ya  probado,  el  Congreso  constituyente  jamás  pensó 
en  que  los  derechos  de  exportación  se  pudieran  cobrar 
en  Guiinajuato  por  efectos  que  venían  á  Jalisco:  cre- 
yó que  la  importación  y  la  exportación  son  derechos 
marítimos,  peculiares  de  los  puertos,  aplicableá  solo  al 
comercio  extranjero,  sujetos  exclusivamente  á  las  dis- 
posiciones arancelarias  que  deben  ser  uniformes  para 
todo  el  litoral  de  la  República:  creyó,  en  fin,  que  los 
otros  derechos  que  los  Estados  cobran  con  el  nombre 
de  consumo  v  Qxtraccipn,  son  propios  del  comercio 
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interior,  al  que  no  se  puede  aplicar  ni  se  refiere  esa 
fracción  I.  Lejos,  pues,  de  atacar  aquella  regla,  el 
Congreso  de  la  Union,  al  derogfir  las  prohibiciones 
del  arancel,  siguió  la  buena  senda  constitucional  tra- 
zada por  el  mismo  Congreso  constituyente. 

Y  tampoco  se  puede  decir,  como  los  quejosos  lo 
hacen,  que  esa  derogación  «equivale  al  consentimien- 
to que  puede  dar  el  Congreso  de  la  Union  á  los  Esta- 
dos para  imponer  derechos   sobre  las  importaciones 
ó  exportaciones.»     Para  negarlo  bastaria  decir   que 
derogar  una  ley,  no  es  dar  el  permiso  que  ella  misma 
quiere   que  se  dé.     En  este   concepto  de  los  quejosos 
hay  una  contradicción  en  sus  propias  palabras,  que 
produce  por  necesidad  una  confusión  de  ideas.     ¿Có- 
mo puede  equivaler  la  derogación  al  permiso,  cuando 
aquella  significa  nada  menas  que  no  es   necesario  tal 
permiso?     ¿Cómo  puede  sostenerse  que  los  Estado] 
están  cobrando  hoy  derechos  de  consumo  á  las  mer- 
cancías extranjeras  en  virtud  de  un  permiso  que  le^ 
dio  el  Congreso,  cuando  este  dijo  claramente  que  no 
es  necesario  el  permiso,  puesto  que  derogó  el  art.  19 
del  arancel  que  lo  exijía? 

Aunque  esa  ley  federal  de  31  de  Mayo  de  1872, 
habló  solo  de  importaciones;  aunque  derogó  solo  los 
artículos  del  arancel  que  prohibían  á  los  Estados  de- 
cretar impuestos  sobre  las  mercancías  extranjeras;  ne- 
cesario es  tener  presente  que  las  razones  de  esa  ley, 
que  su  mente  y  su  esp 'ritu  comprenden  tanto  las  im- 
portaciones como  las  exportaciones.  El  Sr.  Iglesias 
en  su  exposiciojn  á  que  los  peticionarios  se  refieren 
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así  lo  reconoce  tenninantemente;  y  «aunque  solo  se 
trataba,  dice,  de  importaciones  y  no  de  exportaciones, 
l)unto  que  debe  tenerse  muy  presente  en  lo  concer- 
niente al  objeto  de  esta  exposición,  gran  parto  de  su 
razonamiento  es  aplicable  li  ambas  cosas,  y  conviene, 
por  lo  mismo,  no  olvidarlo,» — piíg.  35. — La  respeta- 
ble autoridad  que  los  quejosos  han  invocado,  viene, 
pues,  á  refutar  estos  razonamientos  que  ellos  usan: 
«Aunque  al  discutir  y  sancionarse  el  arancel  se  de- 
j.ogaron  sus  arts.  19  y  So  que  prohibían  íi  los  Esta- 
dos gravaran  la  internación  de  efectos  extranjeros, 
esa  derogación  que  tal  vez  se  equiparó  á  un  permiso 
dado  por  el  Congreso  de  la  Union  en  cumplimiento 
del  art.  112  de  la  Constitución  federal,  solo  alcanzó  á 
la  importación  de  mercancías,  no  pudiendo  decirse  que 
la  Federación  hubiera  dado  su  consentimiento  para 
que  los  Estados  impusieran  contribuciones  sobre  la  ex- 
portación.» 

No:  nada  hay  mas  infundado  que  todos  osos  con- 
ceptos: el  Congreso  no  dio  el  permiso  de  que  habla 
la  fracción  I  del  art.  112;  declarí'»  que  ese  permiso 
no  es  necesario  para  que  los  Estados  cobren  el  dere- 
cho de  consumo  sobre  los  efectos  extranjeros;  no,  no 
re  trató  en  la  discusión  de  este  importantísimo  asun- 
to, de  si  íi  los  Estados  se  les  daba  permiso  para  co- 
brar solo  esos  derechos,  6  si  podia  concedérseles  tam- 
l/;eii  p;ir.i  colirarlos  :í  los  efectos  f|ue  se  exportan:  se 
trató  de  una  cuestión  mas  grave  y  mas  general:  se 
trató  de  interpretar,  de  fijar  el  sentido  genuino  de 
aquella  fracción  1,  y  se  resolvó  lo  que  ya  sabemos,  es 


25 

decir,  que  esa  fracción  na  puede  entenderse  en  el  sen- 
tido de  que  se  aplique  al  comercio  interior,  ya  sea  pa- 
ra las  mercancías  que  vienen  del  extranjero  ó  que  las 
salen  del  país.     En  esa  discusión  vino  á  fijarse  la  inter- 
pretación auténtica  de  la  ley,  de  acuerdo  con  los  mo- 
tivos de  ella,  manifestados  en  el  debate  del  Congreso 
constituyente;   y  esa  interpretación  ha  decidido  que 
esa  fracción  I  tantas  veces  citada,  se  refiere  solo  á  los 
derechos  marítimos,  habla  únicamente  de  los  derechos 
que  se  cobran,  que  se  causan  en  los  puertos  y  fron- 
teras; se  ocupa  de  una  manera  exclusiva  del  comercio 
extranjero,  y  toma  las  palabras  «importaciones,  ex- 
portaciones,» en  su  sentido  etimoMgico  y  natural,  sin 
aplicarlas  á  las  plazas  interiores  del  país,  sin  suponer 
que  el  derecho  de  consumo  que  en  Guadalajara  se  co- 
bra á  los  efectos  extranjeros,   sea  un  derecho  de  im- 
portacioí?,  ni  los  de  extracción  que  pagan  los  cauda- 
les que  salen  del  Estado  sin  consideración  al  punto  de 
su  final  destino,  sea  un  derecho  de  expo7'¿acion.     La 
interpretación  auténtica  de  la  Ic}^,  de  acuerdo  con  la 
filosofía  del  idioma,   rechaza  la  idea  de  que  en  Gua- 
dalajara, Guanajuato,  Zacatecas  y  demás  plazas  inte- 
riores del  país,  pueda  haber  importaciones  y  exporta- 
ciones: la  ley  de  31  de  Mayo,  lo  diré  por  fin,  ha  re- 
suelto que  aquella  fracción  I  nada  tiene  que  ver  con 
el  comercio  interior  de  la  República. 

Lo  que  llevo  dicho  puede  compendiarse  en  las  si- 
guientes conclusiones: 

La  Constitución  de  la  República  confia  exclusiva- 
mente al  Gobierno  federal  la  facultad  de  imponer  cón- 
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trlbucloncs  sobro  el  comercio  exfranjem^  prohibiendo 
á  los  Estados  el  que  puedan  alterar  los  aranceles  ma- 
rítimos y  fronterizos. — (Art.  72,  fracción  IX  y  art. 
112,  fracción  I). 

II.  El  Gobierno  federal,  en  cuanto  al  comeixio 
inteiior  no  tiene  más  facultad  que  la  de  impedir  por 
medio  de  bases  generales,  que  en  el  comercio  de  Es- 
tado á  Estado  puedan  establecerse  restricciones  one- 
rosas, y  la  de  arreglar  por  medio  de  bases  generales 
la  legislación  mercantil.  Todas  las  otras,  facultades 
relativas  á  comercio  interior,  están  reservadas  á  los 
Estados  (Art.  72,  fracción  IX  y  X,  art.  1.17).v..  ¿.._.¿ 

III.  La  fracción  I,  art.  112,  no  puede  entenderse 
en  el  sentido  de  que  á  los  Estados  no  les  sea  lícito 
imponer  derechos  ni  sobre  los  efectos  extranjeros,  que 
se  importan,,  ni  sobre  los  nacionales  que  se  exportan, 
cuando  ellos  andan  en  el  comercio  interior  del  país: 
esa  inteligencia  la  reprueban:  i  :r-^¿ 

A .  La  significación  etimológica  de  las  palabras 
«importación,  exportación,»  y  la  filosofía  del  idioma. 

]}.  Los  motivos  de  la  ley,  expuestos  en  su  discu- 
sión en  el  Congreso  constituyente,  en  la  sesión  del  5 
de  Noviembre  de  1S5G. 

C.  Las  razones  económico-constitucionales  que  de- 
mandan imperiosamente  que  á  los  Estados  no  se  les 
prive  de  los  recursos  que  les  dá  su  comercio  interior, 
para  poder  cubrir  su  presupuesto  y  ser  de  verdad  so- 
beranos, sin  depender  en  su  vida  financiera  de  las  ren- 
tas que  el  poder  federal  quiera  consignarles. 

IV.  La  derogación  que  la  ley  de  3 1  de  Mayo  de 
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1872  hizo  de  los  art?.  19  y  83   del  arancel  de  1^  de 
Enero  de  este  ano,  es  la  interpretación  auténtica  da- 
áa  por  el  legislador  al  texto    constitucional    (fracción 
I,  art.  112).     Conforme  á  esa  interpretación,  ya  no 
puede  sostenerse  que  sea  derecho   de  importación  el 
consumo  que  los  Estados  cobran  á  los  efectos  extran- 
jeros* ni  de  exportación,  el  de  extracción  que  también 
ellos  cobran  á  los  caudales  que  salen  de  su  territorio. 
Eh  este  estado  la  cuestión,  puede  ya   verse  en  toda 
íuz,  con  toda  claridad,  la  improcedencia  del  presente 
amparo.     Lejos  de  que  Jalisco  invada  la  esfera  del 
poder  federal,  Jalisco  en  su  soberanía  está  lastimado, 
puesto  que  estándole  reservada  la  facultad  de  arre- 
glar su  comercio  interior  (art.  117),  un  tribunal  fede- 
ral está  impidiendo  que  perciba  las  rentas  que  le  cor- 
responden.    Lejos  de  que  la   fracción  1  del  art.  112 
prohiba  á  Jalisco  imponer  derechos  sobre  lo  que  pue- 
da importarse  y  llegar  á  su  territorio,  ó  exportarse  y 
•salir  de  sus  límites,  el  legislador  mismo  ha  resuelto  ya 
•esta  cuestión,  declarando  que   esa  fracción  que  habla 
éolo  del  (om^.rao  fX¿raf)j<ro,  no  puede  referirse  de 
ningún  modo  al  tomercio  in'erior. 
■•'^"^  Me  he  extendido  demasiado  en  este  informe,  y  no 
digo  aún  cuanto  quisiera  en  defensa,   no  ya  de  los  in- 
tereses fiscales  de  Jalisco,  sino  de  los  principios  cons- 
titucionales que  nos  rigen:  la  premura   del   tiempo  y 
mis  otras  atenciones,  me  ponen  un  límite  que  no  pue- 
do traspasar. 

Pero  fio  mucho  en  la  ilustración  del  primer  tribu- 
nal de  la  República,  para  esperar  que  este  juicio  no 
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se  resuelva  en  el  sentido  de  privar  á  los  Estados  de 
toda  su  soberanía,  dejándolos  en  una  bancarrota  ine- 
>yitable,  y  arrancándoles  el  derecho  de  pedir  también 
al  comercio  interior  el  contingente  que  debe  dar  para 
los  gastos  públicos  de  los  Estados.  Fio  en  el  saber, 
en  la  integridad  de  aquel  alto  tribunal,  para  que  él  con 
sus  luces  supla  mi  insuüciencia;  para  que  él  con  su 
amor  á  las  instituciones  salve  á  la  soberanía  de  los  Yjí- 
tados,  salve  á  la  República  federal  con  este  amparo  de 
muerte  amagados. 

Inspirado  yo  por  ese  grande  ínteres,  mucho  mas 
que  por  el  de  sostener  el  derecho  <|ue  Jalisco  tiene 
para  percibir  los  cuatro  mil  y  pico  de  pesos  que  el 
juzgado  sin  fundamento  alguno  (protesto  mis  respetos 
á  su  autoridad)  ha  mandado  que  no  entren  á  la  caja 
del  Estado,  he  apurado  mis  esfuerzos  para  dilucidar 
esta  importantísima  cuestión.  Si  en  el  curso  de  mi 
informe  más  que  de  los  peticionarios  me  he  ocupado 
de  la  exposición  del  Sr.  Iglesias,  ha  sido  porque  eilos 
DO  han  hecho  más  que  escudarse  con  esa  respetable 
autoridad.  Por  lo  demás,  yo  tengo  la  más  ilimitada 
confianza  en  el  saber,  en  la  integridad,  en  el  patriotis- 
mo del  ilustre  Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Jus- 
ticia, para  que  al  resolver  como  juez  una  cuestión  de 
vida  6  muerte  para  los  Estados  de  la  confederación, 
haga  á  estos  la  justicia  que  les  corresponde. 

Independencia  y  libertad.  Guadalajara,  Enero  15 
de  1874. — Norherio  Barba. — Ciudadano  juez  de  Dis- 
trito.— Presente. 
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Promotor  fiscal  del  Supremo  tribunal  de  Circuito. 
— Guadalajara. — Ciudadano  juez: — ''El  Promotor  fis- 
cal dice: — D.  Antonio  Alvarez  del  Castillo  y  otros 
comerciantes  de  esta  capital  han  pedido  amparo  con- 
tra la  Administración  principal  de  rentas  de  la  misma 
capital,  por  el  cobro  que  les  hace  del  11  p§  por  de- 
rechos de  extracción  sobre  los  caudales  puestos  en  la 
conducta  que  salió  de  aquí  para  el  Manzanillo  el  31  del 
corriente.  Consideran  dicho  cobro  y  las  leyes  del  Esta- 
do en  que  tuvo  origen,  y  hoy  se  apoya  (decretos  de  31 
de  Marzo  y  17  de  Junio  de  1872,  y  el  núm.  357  que 
actualmente  rige),  como  contrarios  á  la  Constitución, 
no  solo  por  atacar  las  garantías  que  otorga  á  la  pro- 
piedad, sino  por  invadir  la  esfera  de  la  autoridad  fe- 
deral, al  imponer  derechos  sobre  los  caudales  destina- 
dos á  la  exportación,  contra  lo  prevenido  en  la  frac- 
ción I,  art.  112  de  aquel  Código  fundamental. 

"Suspendido  por  el  juzgado  el  acto  reclamado,  con- 
tra la. opinión  del  que  suscribe,  debe  resolver  en  se- 
guida sobre  lo  principal  del  negocio. 

Inútil  le  parece  al  promotor  extenderse  en  la  ma- 
nifestación de  las  varias  razones  que  lo  asisten  para 
creer  que  el  cobro  del  1^  p'g  por  extracción  de  cau- 
dales, y  el  derecho  del  Estado  en  que  se  apoya  ese 
cobro,  no  son  contrarios  á  las  garantías  que  la  Cons- 
titución federal  otorga  á  la  propiedad,  ni  opuestas  á 
lo  que  ordena  en  la  fracción  I  de  su  art.  112.  Al 
prohibir  esa  fracción,  según  la  significación  gramatical 
de  las  palabras  que  usa,  únicamente  que  los  Estados 
impongan  contribuciones  ó  derechos  sobre  importacio- 
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nes  6  exportacione?,  dejándoles  por  lo  mismo,  la  fa- 
cultad de  que  los  impongan  sobre  el  comercio  intenor 
á  los  efectos  que  se  introducen  u  extraen  de  un  Es- 
tado á  otro,  conforme  á  los  arts.  72,  en  sus  fracciones 
IX  y  X  y  117  del  propio  Cúdigo;  al  haber  sido  apro- 
bada dicha  fracción  I  en  el  sentido  antes  explicado 
por  los  legisladores  del  Congreso  constituyente,  conao 
se  ve  en  la  obra  relativa  del  Sr.  D.  Francisco  Zarco; 
al  derogarse  por  la  ley  de  31  de  Mayo  de  1872  los 
arts.  19  y  82  del  Arancel  de  aduanas  marítimas  vi- 
gente, en  que  el  Sr.  D.  Matías  Romero  trató  de  es- 
tablecer en  lo  relativo  á  importaciones  una  inteligen- 
cia contraria  al  precepto  constitucional,  á  los  derechos 
y  vida  de  los  Estados,  y  muy  conforme  a  la  que  sos- 
tienen los  petentes  con  motivo  de  exportaciones;  y  al 
no  cobrarse  á  los  Sres.  Alvarez  del  Castillo  y  socios 
el  1^  Po  sobre  los  caudales  que  pusieron  en  conduc- 
ta por  la  exportación  al  extranjero  que  hagan  de  esos 
caudales,  sino  por  la  extracción  del  Estado  que  de  los 
mismos  van  á  ejecutar,  sin  consideración  alguna  á  que 
los  embarquen  ó  no  en  el  puerto  del  Manzanillo;  es 
de  notoria  evidencia  que  ni  el  cobro  referido  ni  la  ley 
en  que  se  apoya  son  anticonstitucionales,  y  que  el 
amparo  solicitado  carece  de  fundamento. 

«Repite  el  promotor,  que  le  parece  inútil  extender- 
se por  las  razones  que  antes  indica  y  otras  más  que  pu- 
diera agregar,  cuando  en  el  informe  rendido  sobre  lo 
principal  por  la  Administración  de  rentas  de  esta  ciu- 
dad, se  encuentra  tratada  la  cuestión  con  bastante 
amplitud  y  notable  acierto;  y  por  lo  mismo,  aceptan-. 
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(lo  en  todas  sus  partes  e?e  informe  y  con  apoyo  ¡íeto 
dicho, 

«Concluyo  pidiendo: 

1?  Que  se  revoque  por  el  juzgado  la  suspensión 
provisional  que  decretó  del  acto  reclamado;  y 
'  2^?  Que  la  justicia  de  la  Union  no  ampare  ni  pro- 
teja á  los  peticionarios  contra  el  cobro  del  Ih  pg  de 
que  se  quejan,  ni  contra  la  ley  del  Ectado  que  lo  tie- 
ne establecido. 

«Ouadalajara,  Enero  19  de  1874.— (Firmado).— 
A.  Camakena.» 

Es  copia.     Guadalajara,   Enero  19  de  1874. — A. 
■Camabena. 


«Gobierno  Supremo  del  Estado  de  Jalisco. — Sec- 
ción de  hacienda. — Núm.  267. — El  ciudadano  Admi- 
nistrador de  alcabalas  de  esta  capital,  en  oficio  de  hoy, 
dice  á  la  secretaría  de  Gobierno: 

«En  la  conducta  de  caudales  que  salió  de  esta  ciu- 
dad el  dia  13  del  corriente,  el  Sr.  D.  Teodoro  Kun- 
hardt  remitió  dos  guías,  y  no  pagó  por  ellas  los  dere- 
chos de  extracción,  en  razón  de  gozar  de  la  suspen- 
sión  de  cobro  decretada  por  el  Juzgado   de  Distrito. 

Hoy  se  ha  presentado  en  esta  administración  el  Sr. 
D.  Carlos  Maecker,  dependiente  del  Sr.  Kunhardt,  á 
pagar  expontáneamente  el  impuesto  causado  por  la 
gu'a  nüm.  70.  sobre  el  capital  de  diez  mil  pesos,  ex- 
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ponlciulo  que  lo  hacia  porf|ue  esta  era  dirigida  a  Cu- 
lima. 

Viendo  por  mi  parte  el  apremio  con  que  urgía  por- 
que le  recibiera  el  pago,  hecho  por  un  acto  enteramen- 
te voluntario,  no  tuve  inconveniente  en  aceptarlo;  y 
de  este  incidente  me  honro  en  dar  parte  al  Gobierno, 
por  el  respetable  conducto  de  vd.,  adjuntando  á  esta 
nota,  para  mayor  claridad  sobre  el  asunto,  una  noti- 
cia de  todas  las  guías  expedidas  por  la  extracción  de 
caudales  en  dicho  dia,  con  especificación  de  los  núme- 
ros con  que  fueron  marcadas,  los  bultos  de  su  conte- 
nido, nombres  de  los  remitentes,  destinos,  capitales 
que  los  representan  y  derechos  causados.» 

Me  honro  de  tTascribirlo  á  vd.,  manifestándole: 
que  en  el  pago  que  se  ha  hecho,  parece  que  se  lleva 
el  objeto  de  sentar  el  precedente  de  satisfacer  la  con- 
tribución del  Estado,  únicamente  de  los  caudales  que 
ú  juicio  de  los  causantes,  se  asegure  no  salen  fuera  de 
la  República,  lo  que  sería  un  absurdo,  porque  el  pa- 
go de  tal  impuesto  quedaría  solamente  al  arbitrio  de 
los  referidos  causantes,  sin  tenerlo  el  Estado  para  in- 
dagar si  salian  o  no  los  caudales  fuera  del  país,  pues- 
to que  aquellos  expresan  el  punto  donde  se  dirigen. 

Me  permito  llamar  la  atención  de  vd.,  sobre  que 
en  la  noticia  citada,  de  que  es  anexa  una  copia,  lle- 
van por  final  destino  algunas  guías,  Cohma  y  Guay- 
mas,  en  cuyos  puntos  podrían  muy  bien  quedar  los 
caudales  y  defraudados  los  derechos  del  Estado.  To- 
do lo  que  se  hace  presente  á  ese  juzgado  para  que  se 
sirva  tenerlo  á  la  vista  al  resolver  el  amparo  á  que 
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apelaron  los  remitentes,  pava  no  satisfacer  la  contri- 
bución del  Estado,  lo  mismo  que  la  Suprema  Cor- 
te, cuando  se  ocupe  del  propio  recurso;  esperando  se 
sirva  vd.  también  agregar  este  oficio  á  su  expe- 
diente. 

Independencia  y  libertad.  Guadalajara,  Enero  23 
de  1874. — I.  L.  Vallaría. — F.  G.  Riestra,  secreta- 
rio.—Ciudadano  juez  de  Distrito. — Presente. 
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Noticia   de  las  guías  expedidas  por  esta  administra- 
ción para  la  conducta  de  caudales  que  salió  el  dia  13  del 

corriente. 
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5000 
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8  Basavo  v  Arco. 

Manzanillo. 

18500 
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22!T.  Kuniíardt. 

Manzanillo  para  su 
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embarque. 

55000 
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1 

Id.        id. 

Colima. 
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1 

187  50 
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Guadalajara,  Enero  22  do  187-^.  — Firmado. — Bar- 
ba.» 

Es  copia.  Guadalnjara^  Enero  23  de  1874. — G.  Ríes- 
TR.A,  secretario. 


SENTEICm  DEL  JUEZ  DE  DISTRITO. 


Guadalojara,  Febrero  16  de   1874. — Victos: — Loü 
Sres.  D.  Antonio  Alvarez  del  Castillo,   Basave  y  Ar- 
ce, Francisco  M.  Negrete  y  C^,  Fernandez  Somellera 
hermano?,   Oetling  Riench?,   Sattler,   Germán  HeU, 
Ángel  B.  y  Fuga,  Teodoro   I.   Kunhardt  y  Agustín 
Blume  entablaron  ante  este  juzgado  en  10  del  próxi- 
mo pasado  Enero,  juicio  de  amparo  y  protección  de 
garantías,   fundándose  en  la  fracción  3^,  art.  1^  de  la 
ley  de  20  de  Enero  de  1869,  contra  las  leyes  y   ac- 
tos ,  de  las  autoridades  del  Estado,  que  imponen  1  y 
.medio  p§  sobre  la  extracción  de   plata  acuñada  en 
conducta  ordinaria,  fundándose  para  ello  en  que  ha- 
biendo sacado  guías  de  exportación  de  la  Jefatura  de 
hacienda  del  Estado,  y  pagado  el  5  pg  que,  con  ar- 
reglo al  arancel  de  aduanas  marítimas  debe  satisfa- 
cerse á  la  Federación,  era  el  dinero  que  se  remite  en 
conducta,  materia  de  comercio  exterior,  no  pudiendo 
por  lo  mismo  las  autoridades  del  Estado  reagravar  los 
derechos  ya  satisfechos  de  exportación,  por  prohibir- 
lo la  fracción  1?  del  art.   112  de  la  Constitución  ge- 
neral; pidieron  igualmente  los  interesados  se  decreta- 
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ra  la  suspensión  del  acto  reclamado,  estando  la  con- 
ducta para  salir  el  dia  13  del  propio  mes,  y  tener  que 
exigir  el  pago  del  1  y  medio  pg  la  aduana  de  esta 
capital. 

El  juzgado,  previo  el  informe  rendido  conforme  á 
la  ley  por  el  ciudadano  administrador  del  ramo,  como 
ejecutor  del  acto  reclamado,  y  el  parecer  fiscal,  decre- 
tó la  suspensión  del  acto,  haciendo  uso  de  la  amplia 
facultad  que  al  electo  concede  el  art.  6"  de  la  ley  de 
20  de  Enero  de  69.  Esta  providencia  es  sobrada- 
mente justa,  porque  evita  á  los  interesados  el  daño  ir- 
reparable de  tener  paralizada  y  sin  giro  una  cantidad 
de  dinero  por  término  indefinido,  aun  cuando  sea  la 
terminación  del  juicio  á  su  favor,  cuando  al  contrario 
al  erario  del  Estado  no  se  le  sigue  ninguno,  por  reci- 
bir ese  impuesto  en  Enero  ó  Marzo,  dado  el  caso  de 
que  la  justicia  de  la  Union  no  ampare  á  los  interesa- 
do?. 

Pedido  al  ciudadano  administrador  de  rentas  el  infor- 
me prevenido  en  el  art.  9  de  la  ley  de  20  de  Enero  cita- 
do, lo  evacuó,  sosteniendo  la  constitucionalidad  de  las 
leyes  del  Estado,  y  consiguientemente  la  de  sus  autos, 
■pidiendo  se  negara  el  amparo  por  no  existir  la  inva- 
sión de  facultades  federales  de  (juc  se  quejan  los  solici- 
tantes. Las  razones  en  que  se  funda  el  ciudadano  ad- 
ministrador, son  las  siguientes:  1"?  Que  la  facultad 
exclusiva  de  la  Union  en  cuanto  á  comercio,  se  limita 
constitucionalmente  al  comercio  extranjero,  al  que  se 
hace  en  los  puertos  y  fronteras,  estando  prohibido  á 
los  Estados  alterar  los  aranceles  marítimos  y  fronte- 
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rizos.  2°  Que  ea  cuanto  al  comercio  interior  soló 
tiene  la  federación  el  derecho  de  impedir,  con  arreglo 
á  la  fracción  9^  del  art.  72,  que  se  establezcan  res- 
tricciones onerosas  por  los  Estados,  fijando  las  bases 
de  la  legislación  mercantil;  quedando  todo  lo  demás 
sujeto  á  la  autoridad  de  los  mismos  Estados.  3°  Que 
la  fracción  \^  del  art.  112  no  debe  entenderse  como 
lo  quieren  los  peticionarios,  porque  pugna  con  esa  in- 
teligencia: A.  La  significación  etimológica  de  la  pa- 
labra impn'rtacion  y  txportacio?i  y  la  filosofía  del  idio- 
ma. B.  Los  motivos  de  la  ley  expuestos  en  la  dis- 
cusión habida  en  el  Congreso  constituyente.  C.  Las 
razones  económicas  constitucionales,  quo'  demandan 
imperiosamente  no  se  prive  á  los  Estados  de  los  re- 
cursos que  les  dá  el  comercio  interior,  para  cubrir  su 
presupuesto  y  ser  soberanos,  sin  depender  de  la  vo- 
luntad del  poder  general.  D.  La  derogación  que  la 
ley  de  31  de  Mayo  de  72  hizo  de  los  artículos  18  y 
83  del  arancel  de  I^  del  mismo  año  de  72,  cuya  de- 
rogación viene  á  ser  interpretación  auténtica  de  la 
fracción  1^  del  art.  112  de  la  Constitución,  indicando 
que  los  mismos  Estados  son  soberanos  para  imponer 
contribuciones  sobre  el  tráfico  interior  de  mercancías. 
Recibido  el  negocio  á  prueba,  dentro  del  término, 
el  Sr.  Alvarez  del  Castillo  pidió  que  se  libraran  ofi- 
cios á  la  Jefatura  de  hacienda  del  Estado  y  á  la  ad- 
ministración de  rentas  de  esta  capital,  á  fin  de  que  la 
primera  certificara  haber  expedido  guías  de  exporta- 
ción, mediante  el  pago  del  derecho  del  5  p§ ,  y  á  la 
segunda  para  que  informara  que  el  Sr.  J).  Teodoro 


Kunhardt  habia  satisfecho  el  1  y  medio  p§  corres- 
pondiente á  la  suma  de  10,000  pesos  que  en  la  misma 
conducta  habla  sido  llevada  á  Colima. 

La  Jefatura  de  hacienda  certificd  que  las  personas 
que  se  expresan  á  continuación,  habian  pagado  el 
5  pg  de  exportación,  recibiendo  la  guía  con-espon- 
diente. 

Los  señores  á  que  se  refiere  el  certificado,  son  los 
siguientes:  Oettling  3^  C^,  G.  H.  Sattler,  Martinez 
Negrete  y  C^,  Ángel  B.  y  Puga,  Basave  y  Arce,  Al-- 
varez  Araujo  y  C?,  Teodoro  Kunhardt,  Fernandez  So- 
mellera  hermanos,  Antonio  Alvarez  del  Castillo  y 
Agustin  Blume. 

La  administración  de  la  aduana  informo  que  D.  Car- 
los Maecker  habia  satisfecho  oportunamente  á  nom- 
bre del  Sr.  D.  Teodoro  Kunhardt  el  1  y  medio  p§ 
de  extracción,  por  la  cantidad  de  10,000  pesos  remi- 
tidos á  Colima  en  la  misma  conducta;  y  con  motivo 
de  este  pago  remitió  el  gobierno  del  Estado  a  este 
juzgado  una  copia  do  la  lista  formada  en  aquella  da- 
ministracloa  de  las  guías  qu3  tenia  expedidas  para  la 
conducta  que  salió  el  dia  13,  llamando  la  atención 
respecto  del  término  de  la  guía  sacada  por  D.  Agus- 
tin Blume,  y  que  era  Colima,  Manzanillo  y  Guay- 
mas. 

Según  decia  el  Gobierno  en  ese  oficio,  quedando  á 
voluntad  de  los  comerciantes  el  expresar  que  expor- 
tan, los  derechos  impuestos  por  el  Estado  quedarian 
impunemente  defraudados,  y  hacia  notar  también  el 


39 

hecho  de  haber  sacado  í^u  dinero  el  Sr.   Blume  para 
Guaymas  y  no  para  el  extranjero. 
Este  juzgado  considerando. 

1^     Que  conforme  á  la  significación  filosófica  y  le- 
gal de  la  palabra  exportación,  de  que  usa  el  art.  112 
de  la  Constitución  en  su  fracción  1^,  hay  exportación 
de  todas  las  especies  amonedadas  que  salieron  de  esta 
ciudad,  el  dia  lo  de  Enero,  con  guia  de  la  Jefatura  su- 
perior de  hacienda;  porque:  1°     Es  filosófica  esa  in- 
teligencia, supuesto  que  no  hay  razón  para  inhabilitar 
para  ejercer  actos  de  comercio  exterior  á  las  personas 
residentes  en  los  Estados  no  marítimos  ni  fronterizos; 
debiendo  decirse  que  existe  la  exportación,  siempre 
que  un  producto  cualquiera  sea  destinado  á  salir  del 
pais:  2^     Es  filosófica  tal  explicación,  porque  limita- 
da la  exportación  á  las  fronteras  de  México,  resulta- 
ría que  los  poderes  federales  no  podrían  regir  los  ac- 
tos de  aquellos  individuos  que  quisieran  exportar,  y 
esto  solo  por  tener  que  transitar  los  efectos  por  algún 
Estado  de  la  Federación  antes  de  llegar  al  puerto,  lo 
cual  circunscribiría  de  una  manera  arbitraria  las  facul- 
tades federales.    3?   Es  legal  esta  significación,  porque 
ejerciendo  los  poderes  federales  su  imperio  sobre  todo 
el  territorio  nacional,  pueden  normar  en  toda  su  ex- 
tensión los  actos  que,  según  la  intención  de  las  perso- 
nas, se  refieran  á  la  exportación,  pues  de  lo  contrario, 
esto  es,  circunscribiendo  la  exportación   á  los  Estados 
marítimos  ó  fronterizos,  se  limitaría  el  poder  federal  á 
cierta  zona  del  territorio  nacional.     4°     Es  legal,  por- 
que la  Iqj  federal  toma  de  hecho  el  acto  de  la  exporta  - 


40 

clon  bajo  su  dirección,  desde  que  se  inicia,  imponien- 
do á  los  exportadores  de  plata  acuñada  el  deber  de 
satisfacer  los  derechos  de  exportación  en  el  lugar  de 
la  extracción,  como  lo  previene  el  art.  1^  de  la  ley  de 
9  de  Diciembre  de  1871.  5^  Es  legal,  porque  la 
ley  al  exigir  el  pago  de  un  5  p§  de  exportación,  con- 
sidera esa  mercancía  como  objeto  de  comercio  exte- 
rior, y  la  sujeta  en  todo  (i  las  leyes  del  centro  fede- 
ral. O"  Es  legal,  porque  solo  asi  surte  los  efectos 
que  se  propuso  el  legislador,  en  la  prevención  de  la 
fracción  1?  del  art.  112  de  la  Constitución,  que  sere- 
nare en  general  á  los  Estados  de  la  República,  sin  li- 
mitación á  los  que  tienen  puertos.  7°  Es  por  últi- 
mo legal,  porque  si  se  entendiera  con  la  restricción  es- 
tablecida por  el  señor  administrador,  se  daria  lugar  á 
un  privilegio  en  los  Estados  fronterizos  y  marítimos, 
privilegio  que  no  tendría  razón  de  ser. 

2*?  Que  fijada  de  este  modo  la  significación  filo- 
sófica y  jurídica  de  la  palabra  exportación,  no  puede 
caber  duda  en  que  la  hay  en  el  presente  caso  por 
parte  de  las  casas  mercantiles  de  esta  ciudad,  que 
sacaron  la  plata  acuñada  el  día  13  de  Enero,  con  las 
guías  de  exportación  federales  y  pagando  el  5  p§  fe- 
deral. 

3*?  Que  siendo  esos  fondos  objeto  de  exportación, 
habiendo  satisfecho  los  derechos  federales,  y  caminan- 
do con  guías  del  centro,  el  derecho  que  se  impuso  por 
el  Estado,  bajo  el  nombre  de  derecho  de  extracción, 
viene  á  aumentar  6  gravar  el  5  p§  pagado  al  erario 
federal,  no  siendo,  en  consecuencia,  sino  un  gravamen 
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sobre  una  exportación  hecha,  aun  cuando  Be  cubra 
con  distintos  nombres. 

49  Que  el  derecho  do  I2  po  sobre  conductas  or- 
dinarias, establecido  por  primera  vez  en  el  presupues- 
to del  Estado,  decreto  núm.  297,  reglamentado  en  la 
ley  de  17  de  Junio  de  187 2,  y  vuelto  á  incluir  en  el 
presupuesto  del  presente  año,  por  el  decreto  niim. 
357,  tiende  en  esto  caso  ú  agravar  los  derechos  de 
exportación,  estando  redactados  los  arts.  2"  y  7^  del 
citado  decreto  de  17  de  Junio  de  72,  en  el  sentido 
que  comprende  la  exportación. 

5?  Que  no  está  en  las  fiícultades  del  Estado  al- 
terar, por  medio  de  esos  impuestos,  las  condiciones  de 
la  exportación,  que  fijan  las  leyes  federales,  á  no  ser 
que  lo  haga  con  consentimiento  de  las  autoridades  de 
la  Union,  pues  la  fracción  1?  del  art.  112  de  la  Cons- 
titución declara  que  no  pueden  los   Estados,  sin  el 

consentimiento  de  las  autoridades  de  la  Union 

imponer  contribuciones  ó  derechos  sobre  importacio- 
nes y  exportaciones. 

C°  Que  sea  cual  fuere  la  interpretación  de  la  de- 
rogación hecha  en  31  de  Enero  de  1872,  de  los  arts. 
19  y  83  del  arancel  general,  esa  derogación  solo  se 
refirió  á  las  importaciones,  habiendo  quedado  en  lo  re- 
lativo á  exportación,  la  prevención  del  art.  78  del  ci- 
tado arancel,  que  la  declara  libre  de  derecho?,  con  las 
úaicas  excepciones  que  fija. 

7°  Que  cualquiera  que  sea  la  interpretación  que 
á  la  derogación  de  esos  artículos  se  haga,  nunca  po- 
drá modificar  el  sentido  claro  y  expreso  de  un  texto 
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constitucional,  que  ha  querido  poner  al  comercio  ex- 
tranjero bajo  la  autoridad  exclusiva  de  los  Poderes  fe- 
derales, mucho  más  si  se  considera  el  cuidado  conque 
ha  sido  visto  el  comercio  de  exportación,  para  el  que 
pedia  el  Sr.  J).  Santos  Degollado  absoluta  franquicia 
en  el  Congreso  constituyente. 

8*?  Que  á  mas  de  ser  claro  y  explícito  el  texto 
constitucional,  su  interpretación  no  puede  ser  distinta 
de  la  que  fija  el  presente  juzgado,  y  es  la  misma  que 
dan  nuestros  mejores  escritores  sobre  derecho  publi- 
co, como  Fon:  el  Sr.  Castillo  Velasco,  en  sus  lecciones 
de  doi-echo  constitucional,  y  el  Sr.  D.  Guillermo  Prie- 
to, que,  en  sus  lecciones  de  economía  política,  se  ex- 
presa del  modo  siguiente:  ((intimamente  ge  ha  visto 
])or  un  Estado,  imponer  derechos  al  numerario  en  su 
extracción,  infringiendo  el  avt.  112  de  la  Constitu- 
ción, y  luchar  en  otro  Estado  por  im[)(>ner  derechos  á 
los  efectos  extranjeros,  como  si  pudiera  en  uno  resi- 
dir el  derecho  de  que  se  hiciese  la  venta,  y  en  otro  el 
precio  á  que  se  hiciese,  rompiendo  con  todos  los  i)rin- 
cipios  ccontjmicos  que  la  Constitución  ensalza  y  eleva 
al  rango  de  leyes.» 

9?  Que  i)or  la  certificación  de  la  Jefatura  de  ha- 
cienda esta  plenamente  demostrado  que  las  casas  pe- 
ticionarias han  satisfecho  los  derechos  de  exportación, 
recibiendo  guías  para  el  Manzanillo,  con  excepción  de 
10,000  pesos  do  los  Sres.  Somellera,  que  no  causa- 
ron derechos  por  no  haberse  sacado  del  Estado. 

10'-'  (¿ue  en  cuanto  ú  la  guía  de  D.  Agustín  Blu- 
me,  ({ue  marca  por  término  Cíuaymas,  hay  la  podero- 
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sa  consideración  de  que,  habiendo  pagado  el  mismo 
Sr.  Blume  los  derecho^,  de  exportación,  como  consta 
de  la  certificación  de  la  Jefatura  de  hacienda,  su  dine- 
ro e.stá  sujeto  á  las  leyes  que  norman  la  exportación, 
sin  que  pueda  suponerse  intención  de  defraudar  al  Es- 
tado, puesto  que  paga  el  derecho  mayor  de  extrac- 
ción, y  en  tal  caso  nada  tiene  que  ver  ninguna  ley  si 
vuelve  á  entrar  su  plata  al  país,  después  de  paga- 
da su  exportación,  porque  esa  operación  únicamen- 
te será  en  perjuicio  suyo  por  el  hecho  de  obligarse  á 
pagar;  y 

11*?  Que  es  imposible  suponer  que  se  defrauda- 
ran los  derechos  de  los  Estados,  en  caso  de  accederse 
á  la  solicitud  de  los  peticionarios,  pues  aun  cuando 
sea  voluntario-para  el  comerciante  manifestar  que  ex- 
porta, esa  manifestación  lo  obliga  á  sacar  guías  federa- 
les y  pagar  el  5  p§  de  exportación,  en  vez  del  1  k 
p§   del  Estado. 

Por  tales  consideraciones  y  fundamentos,  y  apoya- 
do ademas  este  juzgado,  en  la  ley  de  20  de  Enero  de 
18G9,  falla  con  las  proposiciones  siguientes; 

1'^  La  justicia  de  la  Union  ampara  y  protejo  las 
casas  de  comercio  que  sacaron  guías  federales  para  los 
fondos  mandados  en  conducta  salida  de  esta  capital 
el  1 5  de  Enero  próximo  pasado,  y  á  que  se  refiere  el 
certificado  de  la  Jefatura  de  hacienda  del  Estado,  sien- 
do estos  señores,  D.  Antonio  Alvarez  del  Castillo, 
Oetling  y  C^,  Ángel  B.  y  Puga,  Basave  y  Arce,  Al- 
varez Araujo  y  C^,  Teodoro  Kunhardt,  Fernandez 
IBowellera  ÍJerm^nos  j  Agustiii  Blume, 
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2?  NoUfítiucsc  esta  senlcncia  á  iodos  los  intcrc- 
íiaclos,  publí([uesc  en  el  periódico  oficial  del  Estado, 
y  remítase  este  expediente  á  la  Suprema  Corte  de 
Justicia  para  su  revisión. 

El  juez  de  Distrito  lo  sentenció  y  firmú. — ^D.  I. 
Trejo. — G.  Gallegos. 


I^FOliM  DEL  COlilEIlM  DEL  ESUDO, 


DIRIGIDO 


,1  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  pidiendo  se  revoque  el 
amparo  concedido  á  varios  comerciantes  de  («ua- 
dalajara,  que  los  exime  del  pago  de  dere- 
chos locales  impuestos  por  extracción 
de  una  conductai 

(íobierno  Supremo  del  Estado  de  Jalisco. — Sección 
de  hacienda. — Núm.  GOO. — Algunos  comerciantes  de 
esta  capital  ocurrieron  al  juzgado  de  Distrito  pidien- 
do amparo  contra  las  leyes  del  Estado  que  imponen 
la  contribución  de  1  y  medio  pg  sobre  el  oro,  plata 
y  alhüjas  que  se  extraigan  del  mismo  Estado  (frac- 
ción VIII  del  art.  1*^  del  presupuesto  de  ingresos  vi- 
gente, decreto  niim.  357),  alegand3  que  esa  contribu- 
ción no  solo  viola  las  garantías  de  la  propiedad,  sino 
que  invade  la  esfera  del  poder  federal  por  infringir  la 
fracción  I  del  art.  112  de  la  Constitución  de  la  Repú- 
blica, que  veda  ú  los  Estados  establecer   derechos  de 
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tonelaje  ni  otro  alguno  de  puerto,   c  imponer  contri- 
buciones ó  derechos  á  las  importaciones  o  exportacio- 
nes. 

Sustanciándose  el  juicio  en  términos  debidos,  el  ad- 
ministrador de  la  aduana  de  esta  capital  rindi()  el  in- 
forme correspondiente  que  el  juzgado  le  pidió,  y  de- 
mostró, interpretando  conformo  á  las  reglas  de  la  crí- 
tica legal,  el  texto  constitucional,  que  aquella  contri- 
bución del  Estado  no  es  de  las  que  la  Constitución  re- 
serva exclusivamente  ú  la  Union,  en  gracia  de  la  uni- 
formidad de  las  cuotas  marítimas  en  todo  el  litoral  de 
la  República.     Los  peticionarios,  á  su  vez,  han  presen- 
tado al  mismo  juzgado  un  largo  alegato,  que  impreso 
han  hecho  circular  con  profusión,   queriendo  destruir 
los  fundamentos  de  aquel  informe,  para  así  afirmar  su 
demanda. 

En  sentir  del  Ejecutivo  de  Jalisco,  es  tan  grave  y 
trascendental  el  citado  juicio  de  amparo,  tanto  se  inte- 
resan en  61,  no  solo  la  hacienda  y  la  soberanía  de  los 
Estados,  sino  las  instituciones  mismas  de  la  Repúbli- 
ca, que  ha  juzgado,  no  solo  conveniente,  sino  de  su 
más  extricto  deber,   dirigir  esta  nota  á  la  Suprema 
Corte  de  Justicia  de  la  nación,  haciendo   algunas  ex- 
plicaciones sobre  este  amparo,   y  entrando  en  ciertas 
consideraciones  legales  que  persuadan  de  su  improce- 
dencia, en  virtud  de  que  da  un  ensanche  a  la  órbita  de 
la  autoridad  federal  con  perjuicio   de  la  soberanía  de 
los  Estados,  que  la  Constitución  desconoce  y  repugna, 
que  hace  ilusorio,  ó  mejor  dicho,  imposible  el  sistema 
federal  en  la  República.     Cree  el  mismo  Ejecutivo 
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que  le  será  lícito  tomar  una  parte  directa  en  defensa 
de  los  derechos  de  Jalisco,  no  solo  porque  nadie  co- 
mo la  administración  del  Estado  está  interesada  en 
este  negocio  de  muy  graves  trascendencias,  sino  por- 
que sabe  que  el  Gobtei^'io  de  la  Union,  en  casos  como 
el  presente,  ha  h^ícho  oir  su  voz  ante  el  primer  tri- 
bunal de  la  República,  sosteniendo  los  intereses  de 
la  administración  contra  pretendidas  violaciones  de 
garantías  constitucionales:  (comunicación  del  ministe- 
rio de  hacienda  á  la  Suprema  Corte,  de  fecha  14  de 
Abril  de  1873,  inserta  en  el  núm.  103  del  Duirio  OJl- 
6'ia/ correspondiente  al  15  de  Abril  do  eso  aúo).  Tan 
autorizado  precedente  será  una  excusa  admisible  de 
la  presente  nota. 

El  alegato  de  los  quejosos  en  el  juicio  de  que  se 
trata,  tiene  un  mérito  indisputable,  el  de  haber  lle- 
gado, siguiendo  la  fuerza  irresistible  de  la  lógica,  has- 
ta el  último  extremo,  hasta  la  linal  consecuencia  de 
un  principio  falso:  el  haber  llegado,  en  nombre  de  un 
artículo  del  Pacto  federal,  hasta  la  destrucción  de  la 
Federación,  proclamando  sin  embozo  el  centralismo 
hacendarlo,  y  por  consiguiente  político:  tanto  se  exa- 
geró el  poder  de  la  Union,  su  exclusiva  compotencia 
para  establecer  derechos  de  puerto,  tanto  se  forzó  has- 
ta el  sentido  literal  del  precepto  constitucional  para 
sostener  que  aquí  en  la  Aduana  de  Guadalaja?a  se  co- 
bran derechos  marítimos,  que  era  lógico  acabar  rene- 
gando do  unos  Estados  soberanos  que  con  sus  leyes 
especiales  destruyen  la  uniformidad  de  cuotas  que  los 
poticionarios  desean  para  el  comercio  do  Iq.  Ilepú|)li- 
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ca.  No  en  una,  sino  en  varias  partes  del  alegato  se 
equipara  al  actual  régimen  federal  de  México  con  el 
sistema  feudal  de  la  edad  media,  creyéndose  que  este 
fraccionamiento  de  Estados  ^'es  un  resto  del  sistema 
feudal  que  perjudica  la  uniformidad  de  las  cuotas  en 
el  comercio." 

Los  peticionarios  hasta  ese  extremo  llegaron  soste- 
niendo sus  personales  intereses,  adalterando  los  tex- 
tos constitucionales,  y  suspirando  sin  disimulo  por 
la  reacción  política  del  sistema  central,  en  el  que 
una  en  todo  el  país  es  la  ley,  así  mercantil  como  ad- 
ministrativa. En  su  concepto,  hoy  en  nuestros  dias 
el  régimen  fiscal  en  la  República  con  sus  Estados 
independientes,  es  semejante  al  sistema  feudal  de 
Francia  en  épocas  anteriores  ;í  Colbert;  y  «extraño 
es,  dicen,  pero  no  por  esto  deja  de  ser  real  y  positi- 
vo, que  en  nuestra  época  haya  aún  quien  á  nombre 
de  la  soberanía  de  los  Estados,  sostenga  la  oportuni  - 
dad  del  fraccionamiento  indefinido  de  la  legislación 
mercantil;  y  los  argumentos  de  que  se  echa  mano,  de 
seguro  que  en  nada  los  desconocerla  un  partidario  de 
los  fueros  y  privilegios  de  Bretaña,  de  la  Mancha,  de 
la  Guyena  y  de  la  Gascuña.  (Pag.  22  del  alegato). 

No  tiene  necesidad  el  Gobierno  de  Jalisco  de  pro- 
testar contra  esas  absurdas  y  extremas  consecuen- 
cias sacadas  lógicamente  de  errores  (^ue  la  Constitu- 
ción condena;  y  ante  la  Suprema  Corte  de  Justicia, 
guardián  de  las  instituciones  de  la  República,  no  dirá 
el  Ejecutivo  ni  cuan  históricamente  absurdo  es  coni  - 
parar  el  régimen  federal  con  el  sistema  feudal,  ni  cuáu- 
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to  los  mexicanos  deben  consigo  mismo  congratularse 
de  que  sea  ya  imposible  que  venga  entro  nosotros  un 
nuevo  Colbert  ú  destruir  el  fraccionamiento  de  Esta- 
dos soberanos  para  convertirlos  en  provincias  tributa- 
rias de  un  señor  absoluto. 

Pero  sí  liará  notar  el  Ejecutivo  que  si  á  la  fracción 
I  del  art.  112  de  la  ley  fundamental,  se  le  da  el  sen- 
tido en  que  los  peticionarios  la  entienden,  lógicamen- 
te se  debe  aceptar  la  consecuencia  do  que  el  régimen 
federal  (pie  esa  ley  estableció,  no  es  siquiera  posible. 
En  nombre  de  la  uniformidad  d(d  impuesto  para  el 
comercio,  que  mal  interpretado  aquel  artículo  se  pide, 
ge  llega  hasta  centralizar  ese  impuesto.  ¿Y  qué  so- 
beranía política  es  posible  cuando  tal  centralizaciou 
se  haga?  Y  como  las  razones  riuo  liay  para  que  la 
ley  üscal  sea  una  en  todo  el  país,  militan  también  pa- 
ra unificar  la  ley  civil  y  penal,  pronto,  de  consecuen- 
cia en  consecuencia,  se  irá  hasta  estigmatizar  el  siste- 
ma federal,  re^fo  dd  fru/lalísmo  a?itigíio,  que  no  des- 
ctnoceria  im  p  ufidario  de  ¡os  fueros  de  la  Mancha, 
la  Bretaña,  la  Ouyena  y  la.  Gascuña. 

Si  el  alegato  de  los  peticionarios  tiene  el  mérito  de 
haber  llegado  hasta  estas  consecuencias,  siguiendo  la 
fuerza  de  la  lógica,  la  circunstancia  de  ser  eminente- 
mente absurdo  que  ellas  puedan  estar  engendradas 
por  un  principio  sancionado  por  nuestra  ley  funda, 
mental,  nos  advierte  que  ese  principio  ha  sido  falsea, 
do,  adulterado,  porque  solo  así,  en  nombre  de  la  Cons- 
titución de  la  Rei)ública,  se  puede  sostener  que  esta- 
mos en  pleno  feudalismo,  Y  esto  es  de  verdad  lo  que 
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ha  sucedido ;  los  textos  constitucionales  no  se  pueden 
entender  en  el  sentido  que  á  los  intereses  de  los  que- 
josos conviene,  sin  adulterar  los  principios  cardinales 
del  sistema  político  de  la  República.  Basta  consi- 
derar que  la  confederación  mexicana,  que  la  sobera- 
nía de  los  Estados  que  la  forman,  no  puede  ser  des- 
truida por  la  ley  misma  que  la  constituyó,  para  afir- 
mar que  es  errónea  y  absurda  la  interpretación  que 
de  ella  se  haga,  y  que  nos  lleve  hasta  esas  consecuen- 
cias. 

Aunque  al  Sr.  Alvarez  del  Castillo  y  á  su  abogado 
Zelayeta  pese,  la  Union  no  puede  uniformar  las  cuo- 
tas del  comercio  interior,  porque  en  este  punto  no  tie- 
ne mas  facultades  que  «para  impedir  por  medio  de 
bases  generales,  que  en  el  comercio  de  Estado  á  Es- 
tado se  establezcan  restricciones  onerosas  y  para  es- 
tablecer las  bases  de  la  lef^islacion  mercantil,»   frac. 
IX  y  X  del  art.  72  de  la  Constitución.  Y  todo  lo  que 
eso  no  sea,  como  de  seguro  no  le  es  uwformar  La  cuo- 
ta sobre  el  comercio  interior  en  los  Estados,  está  re- 
servado íí  éstos,  por  no  estar  expresamente  concedido 
á  la  Union.     Art.  117.     Esto  manda  la  ley,  y  ante 
su  precepto,  inútil  es  que,   confundiendo  épocas   y 
tiempos  lastimosamente,  se  nos  diga  que  tales  prero- 
gativas  de  los  Estados  son  los  fueros  de  la  Mancha  y 
la  Gascuña. 

El  Ejecutivo  de  Jalisco  no  tiene  necesidad,  lo  re- 
l>ite,  de  defender  ante  la  Suprema  Corte  las  institu- 
ciones liberales  tan  bruscamente  atacadas  por  los  que- 
josos, y  si  en  las  ligeras  indicaciones  que  preceden  se 
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ha  detenido,  ha  sido  solo  para  justificar  su  sentir  so- 
bre el  presente  amparo:  su  gravedad  y  trascenden- 
cias están  por  esas  indicaciones  manifestadas. 

Mejor  que  ocuparse  de  esa  defensa  es  acreditar  que 
se  han  adulterado  los  textos  constitucionales  que  el 
amparo  invoca,  que  se  les  ha  dado  una  interpretación 
errónea  y  absurda.  El  administrador  de  la  aduana, 
en  su  informe,  dcmostrú  con  sólidas  é  incontestables 
razones,  que  la  fracción  I  del  art.  112  no  puede  in- 
A'ocarse  para  prohibir  á  los  Estados  el  imponer  con- 
tribuciones sobre  el  comercio  interior,  porque  ella  so- 
lo se  refiere  á  los  derechos  de  puerto,  á  los  aranceles 
marítimos  que  causa  el  comercio  exterior.  ¿Qué  se 
contestó  para  entenebrecer  las  luminosas  verdades  de- 
mostradas por  aquel  empleado? 

Se  dijo  que  la  importación  y  la  exportación  no  son 
los  actos  de  inq^ortar  ó  exportar  respectivamente,  si- 
no una  serie  de  actos  que  comienzan  en  la  intención, 
en  la  voluntad  del  comerciante  para  hacer  el  comer- 
cio extranjero,  y  concluyen  en  la  entrada  ó  salida  real 
de  los  efectos  por  los  puertos  ó  fronteras  del  país. 
Tratándose  de  fijar  la  significación  etimológica  de 
aquellas  palabras,  se  pretendió  que  esa  significación  la 
constituye  la  calidad  del  acto,  esto  es,  «la  intención, 
la  voluntad  del  comerciante  que  al  verificarse  el  trá- 
fico en  esos  casos,  se  sujeta  á  las  leyes  dictadas  por 
la  Federación.  Pagina  9  del  alegato.  Y  de  tan  ex- 
trañas definiciones  sobre  el  valor  gramatical  de  las 
])alabras  en  cuestión,  se  dedujo  forzosamente  esta  aun 
mas  extraña  teoría  fiscal:  «el  acto  de  exportar  ó  sa- 
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car  un  efecto  del  país,  está  sujeto  en  todo  á  la  ley 
federal,  la  cual,  al  encargarse  de  su  reglamentación, 
no  solo  debe  regirlo  en  el  momento  mismo  de  su  con- 
sumación, sino  desde  que  se  verifican  todos  aquellos 
hechos  que  lo  constituyen  y  forman.  El  efecto  ex- 
portado tiene  que  salir  del  lugar  de  la  producción  y 
recorrer  la  distancia  que  media  entre  éste  y  aquel  en 

que  se  embarca aclo  de  exporlaciun  s-  rá  aquel 

en  que  d  poder  federal  haya  dado  los  documentos  que 
lo  legitimen .^)  Pugs.  44  y  45  del  alegato.  Si  a  todos 
los  diccionarios  de  la  lengua  se  consultase,  de  seguro 
que  no  se  encontraria  tan  original  definición  do  la  pa- 
labra exportación. 

Para  falsear  la  genuina  inteligencia  del  texto  cons- 
titucional, era  preciso  llegar  hasta  lastimar  la  etimo- 
logía de  las  palabras,  la  filosofía  del  idioma.  ¿Quién 
que  del  sentido  común  no  quiera  burlarse,  puede  sos- 
tener que  exportar  un  efecto  es  tomar  guías  federa- 
les con  la  intención  de  llevurlo  á  un  puerto? 

Pero  supóngase  que  los  constituyentes  entendieran 
en  tan  peregrino  sentido  la  palabra  exportación;  bien 
está  que  para  defender  hoy  la  inmunidad  de  una  con- 
ducta en  cuanto   á  derechos  locales,  esa  argumenta- 
ción fuera  concluyente.     Una  ley,  ley  de  circunstan- 
cias, la  que  jc.más  podrá  alterar  la  inteligencia  de  un 
texto  constitucional,  previno  que  las  jefaturas  de  ha- 
cienda cobren  los  derechos  de  exportación  que  causa 
la  plata  acuñada  que  en  pesos  fuertes  se  dirija  á  los 
puertos,  expidiendo  la  guía  respectiva:  esta  ley  es  la  de 
9  de  Diciembre  de  1871.    Para  evitar  fraudes  y  con" 
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tiabanJos  y  no  para  alterar  la  significación  gramati- 
cal de  la  palabra  «exportación,»  la  Federación  dispuso 
que  sus  derechos  de  exportación  que  ye  causasen  solo 
en  los  puertos,  se  cobraran  anticipados  en  el  lugar  de 
la  exportación.  Si  bien  después  de  1871  se  pudo  de- 
cir que  exportar  pesos  fuertes  es  socar  guias  federa- 
les con  intención  de  llevarlos  a  un  puerto,  antes  de  ese 
año  esa  definición  no  solo  era  disparatada,  sino  impo- 
sible, porque  antes  de  ese  año  las  guías  de  los  pesos 
fuertes  no  se  podian  dar  por  las  jefaturas  de  hacien- 
da. ¿Se  entiende  de  un  modo  el  texto  constitucional 
lioy,  después  de  1871,  y  de  otro  antes  que  la  ley  de 
ese  ano  se  expidiera?  ¿Qué  poder  tuvo  esa  ley  ((uc 
así  altero  no  solo  la  inteligencia  de  ese  texto,  sino 
hasta  la  significación  de  las  palabras  del  idioma? 

Pero  no  es  eso  todo:  se  trata  de  exportar  no  pesos 
fuertes,  sino  oro  ó  plata  en  barras,  alhajas,  café,  ta- 
baco, pieles,  maderas,  harmas,  ó  cualquier  otro  pro- 
ducto nacional.  ¿Quién  da,  á  quién  se  pide  la  ^uía 
federal  en  el  lugar  de  extracción,  para  que  esa  guía, 
Junta  con  la  intención  del  comerciante,  constituya  el 

acto  de  exportar? Un  absurdo  engendra  otro 

absurdo.  Para  sostener  que  las  importaciones  y  las 
exportaciones  no  se  hacen  solo  en  los  puertos,  sino 
en  todas  las  plazas  interiores  del  país,  siempre  que 
haya  intención  en  el  comerciante  y  guía <  fcderaksf 
era  preciso  aceptar  todos  esos  contrasentidos  que  fal- 
sean los  principios  constitucionales,  adulterando  el 
idioma. 

El  juzgado  de  Distrito  no  vio  el  abismo  á  que  esos 
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absurdos  conducen,  y  los  aceptó  todos.  Confunde  la 
intención  de  exportar,  que  puede  de  seguro  tener  cual- 
quier habitante  de  la  República,  aunque  viva  en  su 
territorio  mas  central,  con  el  acto  de  exportar,  que 
no  puede  tener  lugar  sino  en  un  puerto:  cree  que  la 
ley  federal  puede  apoderarse  de  esa  intención  para 
ponerla  bajo  su  exclusivo  amparo,  llevándola  libre  de 
todo  derecho  local  hasta  el  puerto:  asegura  que  seria 
limitar  arbitrariamente  las  facultades  del  poder  fede- 
ral, «si  no  pudiera  seguir  los  actos  de  aquellos  indivi- 
duos que  quisieren  exportar,))  comenzando  por  el  acto 
de  su  intención,  cuando  el  juzgado  debiera  saber  que 
ese  poder  federal  no  tiene  mas  facultades  que  las  que 
expresamente  le  concede  la  Constitución,  y  que  nin- 
gún texto  de  ésta  lo  autoriza  ni  con  mucho  para  juz- 
gar de  las  intenciones:  afirma  que  con  el  hecho  de  pa- 
gar el  derecho  de  exportación  en  el  lugar  de  la  ex- 
tracción, la  ley  federal  tiene  de  hecho  el  acto  de  la 
exportación  bajo  su  dirección,  y  no  quiere  acordarse 
que  lo  menos  que  se  propuso  la  ley  de  9  de  Diciem- 
bre de  1871,  fué  tomar  esa  dirección,  puesto  que  so- 
lo quiso  que  en  las  jefaturas  se  le  anticiparan  los  de- 
rechos marítimos  que  se  causan  en  los  puertos,  para 
impedir  que  le  fueran  defraudados;  y  sin  acordarse 
tampoco  que  fuera  del  caso  de  los  pesos  fuertes,  nin- 
gún otro  efecto  nacional  causa  derechos  de  exporta- 
ción cobrables  en  las  jefaturas,  ni  considera  que  no 
está  á  merced  de  una  ley  de  circunstancias  alterar  la 

significación  legal  de  los  textos  constitucionales 

Pero  el  juzgado  de  Distrito  tenia  una  opinión  precon- 
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cebida  sobre  este  negocio,  y  para  consagrarla  en  su 
sentencia  debia  aceptar  todos  aquellos  absurdos. 

Con  las  palabras  mismas  del  legislador,  con  la  dis- 
cusión de  la  fracción  I  del  art.  112  mencionado,  pro- 
bó el  administrador  de  la  aduana  que  la  prohibición 
impuesta  á  los  Estados,  de  decretar  contribuciones 
sobre  la  importación  ó  la  exportación,  se  refiere  solo 
al  comercio  que  se  hace  con  el  extranjero  en  los  puer- 
tos, y  no  al  comercio  infer^wr  de  la  República.  A 
tan  concluyente  argumentación  en  favor  de  la  inter- 
pretación auténtica  de  la  ley,  no  se  contestó  sino  con 
esta  paradoja  insostenible:  «el  Sr.  Mata  dijo  (jue  solo 
se  trata  de  la  importación  y  de  la  exportación,  H^^de- 
biendo  decirse,  por  lo  mismo,  que  siempre  que  un 
efecto  se  destine  á  ser  exportado,  y  haya  manifes- 
tado su  dueño  comerciante  esa  voluntad  de  expor- 
tar, cubriendo  su  tráfico  con  los  repcctivos  documen- 
tos (5  guias  federales,  ese  objeto  ó  mercancía  se  en- 
cuentra ya  en  la  esfera  de  la  exportación. ))^=^[^  Pág. 
42  del  alegato.  Discurrir  así,  es  no  solo  adulterar 
el  sentido  genuino  de  la  ley  y  de  sus  palabras,  sino 
aceptar  el  absurdo  de  que  los  constituyentes  en  857 
hubiesen  previsto  que  habría  una  ley  en  9  de  Diciem- 
bre de  1871,  que  cxijiera  guías  federales  para  las  con- 
ductas, que  obligara  á  éstas  á  anticipar  los  derechos, 
que  solo  la  aduana  marítima  puede  cobrar,  en  las  Je- 
faturas de  hacienda  para  que  no  pudiesen  ser  defrau- 
dados. ¿No  es  en  verdad  absurdo  buscar  la  inteli- 
gencia de  la  Constitución  en  una  ley  expedida  quince 
años  después?    ¿No  pasa  de  los  límites  de  lo  permi- 
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tido,  hasta  para  defender  una  mala  causa,  asegurar 
que  los  constituyentes  entendieron  por  exportación, 
la  intención  de  exportar  con  el  hecho  de  tomar  guías 
federales  en  las  Jefaturas  de  hacienda? 

El  mismo  administrador  de  la  aduana  expuso  otro 
argumento  de  grande  peso  en  favor  de  la  recta  inte- 
ligencia del  artículo  constitucional,  sacándolo  de  los 
motivos  de  la  derogación  de  los  arts.  19  y  83  del 
arancel  de  aduanas  marítimas.  Si  el  Congreso  de  la 
Union  derogó  esos  artículos  que  querían  que  los  efec- 
tos que  vienen  del  extranjero  no  paguen  derecho  algu- 
no local,  y  esa  derogación  se  hizo  precisamente  por 
las  razones  que  el  ciudadano  diputado  Rosas  Moreno 
manifestó  en  el  debate  en  la  sesión  del  dia  27  de  Ma- 
yo de  1872,  es  decir,  porque  la  fracción  I  del  art.  112 
se  refiere  solo  á  los  derechos  marítimos  exigibles  en 
los  puertos,  y  no  se  extiende  á  las  contribuciones  lo- 
cales que  gravitan  sobre  el  comercio  interior,  inútil 
parece  seguir  disputando  sobre  la  inteligencia  de  aquel 
precepto  constitucional,  puesto  que  ya  el  legislador 
la  fijó.  La  respuesta  que  los  quejosos  dieron  á  ese 
argumento  es  esta,  por  mas  que  parezca  increíble: 
«Derogados  esos  preceptos  del  arancel,  quedu  en  pié 
la  prohibición  ú  los  Estados  que  sancionaba  el  artícu- 
lo constitucional,  y  en  consecuencia,  puede  asegurar- 
se que  el  haberse  retirado  esos  artículos,  en  nada  in- 
fluyó ni  en  cuanto  á  las  importaciones.»  Páginas  33 
y  oi  del  alegato. 

Está  por  demás  descubrir  el  vicio  de  esta  argumeu' 
tacion  sofística  en  que  se  dá  por  probado  lo  mismo 
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qae  se  disputa:  ese  vicio  salta  á  la  vista  menos  pers- 
picaz. ¿Conque  quedó  vigente  la  prohibición  consti- 
tucional, cuando  el  Congreso  al  derogar  los  artículos 
del  arancel  declaro  que  ella  no  existe,  porque  la  letra 
y  el  espíritu  de  la  ley  no  se  refieren  al  comercio  inte- 
rior? ¿Como  se  puede  esto  entender,  en_  buena  l('gi- 
ca,  cómo  se  puede  decir  de  buena  fe? 

El  juzgado  de  Distrito  hizo  de  ese  sofisma  uno  de 
los  considerandos  de  su  sentencia:  hizo  más,  manifes- 
tó que  la  derogación  de  los  artículos  del  arancel  se 
refiere  solo  á  las  importaciones,  «habiendo  quedado 
por  lo  relativo  á  la  exportación,  la  prevención  del  art. 
78  del  arancel.» 

Parece  que  el  juzgado  ni  evacuó  siquiera  esta  cita 
que  es  contraproducente  para  él:  todo  lo  que  en  el 
Congreso  se  dijo  sobre  la  libertad  de  los  Estados  para 
imponer  contribuciones  íÍ  los  efectos  que  vienen  del 
extranjero,  es  aplicable  al  derecho  que  ellos  tienen 
para  imponerlas  también  íÍ  las  mercancías  nacionales 
que  pueden  salir  de  la  República.  Así  es  que  la  de- 
rogación de  esos  artículos  importa  algo  más  que  de- 
clarar que  á  los  Estados  no  les  esta  prohibido  cobrar 
derechos  íí  efectos  extranjeros:  esa  derogación  signifi- 
C()  que  la  fracción  I  del  art.  112  no  vedó  á  los  Esta- 
dos decretar  impuestos  sobre  el  comercio  interior,  ya 
consista  este  en  mercancías  extranjeras  ó  nacionales. 
Y  si  el  art.  Í8  del  arancel  declara  libres  de  derechos 
;í  los  efectos  nacionales  á  su  exportación,  con  excep- 
ción de  la  plata;  si  conforme  ;í  tal  artículo  no  se  pa- 
gan derechos  de  exportación  por  tales  efectos,  ni  hay 
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quien  dé  para  ellos  guías  federales,  ¿cúmo  tuvo  la 
desgracia  el  Juzgado  de  Distrito  de  citar  ese  artículo 
en  una  sentencia  que  pretende  erigir  en  teoría  consti- 
tucional, que  hay  exportaciones  siempre  que  se  pa- 
guen derechos  de  5  p§  y  se  saquen  guías  federales? 
Esto,  de  verdad,  es  inconcebible. 

Para  robustecer  la  demanda,  invoca  el  alegato  fun- 
damentos que  ella  no  expresó.  El  art.  124  de  la 
Constitución  que  quería  que  «para  el  día  1^  de  Junio 
de  1S5S  quedaran  abolidas  las  alcabalas  y  aduanas 
interiores  en  toda  la  República,))  se  ha  traído  á  cola- 
ción en  este  amparo  para  probar  que  los  Estados  no 
deben  cobrar  derechos  locales  al  comercio  interior.  Y 
á  propósito  de  esta  argumentación  que  se  estimó  de- 
cisiva, los  signatarios  del  alegato  no  solo  se  permiten 
hacer  gratuitas  imputaciones  á  toda  la  administración 
de  Jalisco,  sino  que  aun  se  atreven  -á  calumniar  al 
Congreso  constituyente,  aseverando  que,  al  aprobar 
los  arts.  72  en  sus  fracciones  9  y  10,  el  112,  fracción 
1,  y  el  124,  condenó  ú  muerto  á  los  Estados  de  la 
República,  organizó  una  confederación  de  entidades 
hambrientas.     (Pag.  22  del  alegato.) 

El  Gobierno  de  Jalisco  quiere  tomar  á  lo  serio  esa 
nueva  argumentación,  y  no  como  un  sarcasmo  contra 
la  ley  fundamental  del  país,  y  la  contestará  seria  y 
brevemente  en  defensa  de  nuestras  instituciones.  Cuan- 
do el  plazo  fijado  en  el  art.  124  para  la  abolición  de 
las  alcabalas  espiraba,  una  de  las  más  terribles  revolu- 
ciones que  han  conmovido  á  México,  regaba  de  sangre 
todo  el  territorio  nacional.     Se  combatia  entonces  con 
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ardor  por  ésa  misma  Constitucioú  qué  íipenas  había 
empezado  á  regir  un  dia  en  la  República.  ¿Como  so- 
bre los  campos  de  batalla  se  podia  haber  dado  cum- 
plimiento al  precepto  constitucional? No  esta- 
blecida aún  la  reforma,  vino  la  intervención  á  negar 
no  solo  la  Constitución,  sino  hasta  la  autonomía  en 
México.  Y  si  de  1SG7  á  la  feclia  la  gran  promesa  do 
la  revolución  de  Ayutla  no  se  ha  cumplido  todavía, 
débese  ello  sin  duda  á  que  las  grandes  reformas  ha- 
cendarias  se  hacen  en  medio  de  la  paz  y  en  la  calma, 
con  la  copia  en  datos  que  solo  la  estadística  puede  dar; 
y  los  calamitosos  tiempos  que  hemos  atravesado,  no 
han  dejado  á  los  encargados  del  poder  ocuparse  de  la 
solución  de  aquel  gran  problema  para  intentar  sin  tras- 
torno, un  cambio  tan  radical  en  todo  el  sistema  fiscal, 
lio  de  este  y  de  otro  Estado,  sino  de  toda  la  Repúbli- 
ca. Esas  causas  y  los  tristes  resultados  obtenidos  en 
los  ensayos  parciales  hechos  en  algunos  Pastados  que 
han  abolido  sus  alcabalas  mientras  ellas  están  vigen- 
tes en  la  mayor  pn,rte  del  país,  son  el  motivo  deter- 
minante de  la  falta  de  cumplimiento  del  art.  124. 
Cuando  el  Congreso  de  la  Union  fije  de  nuevo  el  pla- 
zo en  que  las  alcabalas  deben  quedar  abolidas,  cuan- 
do las  prohiba  para  el  mismo  Distrito  federal  y  terri- 
torio de  la  Baja-California,  loa  Estados  quedarán  do 
lleno  bajo  el  imperio  de  aquel  artículo,  y  entonces,  y 
solo  hasta  entonces,  él  podrá  ser  invocado  con  éxito 
para  resistir  el  pago  de  las  alcabalas. 

Pero  citarlo  hoy  para  negarse  u  satisfacer  los  dere- 
chos de  extracción  de  caudales,  es  usar  de  un  argu- 
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monto  de  mala  lev  que  compromete  hasta  la  mejor 
causa.  Si  por  circunstancias  bien  fatales,  para  los 
constituyentes  imprevistas,  llegó  y  pasó  el  1"  de  Ju- 
nio de  1858  bin  ser  siquiera  posible  la  abolición  de  las 
alcabala?;  si  el  Congreso  de  la  Union  no  ha  podido 
aiin  señalar  el  nuevo  plazo,  amplio  y  bastante,  para 
que  la  gran  reforma  fiscal  se  consume  sin  lo3  trastor- 
nos que  la  bancarrota  pública  causa;  si  la  gran  mayo- 
ría do  los  E-tados  cobra  aún  la  alcabala;  si  cerca  do 
la  misma  Suprema  Corte  existe  la  aduana  de  México 
que  tiene  pingüe  producto  sacado  de  esta  renta;  si  el 
actual  presidente  de  ese  alto  tribunal  dejo  no  hace- 
nuichos  meses  la  administración  de  esa  aduana  para 
ocupar  el  elevado  puesto  en  que  hoy  está  colocado; 
¿qué  otra  cosa  sino  declamaciones  vacias  son  esos  ra- 
zonamientos empleados  para  probar  que  no  se  deben 
pagar  los  derechos  de  extracción  de  caudales,  porque 
las  alcabalas  son  anticonstitucionales?  Todas  las  au- 
toridades de  la  República  han  entendido  y  entienden 
que  ese  impuesto  será  lícito  mientras  por  quien  cor- 
responde no  se  fije  de  nuevo  el  plazo  ya  caduco  de 
art.  124  de  la  Constitución. 

Pero  ni  aun  abolidas  las  alcabalas  pueden  aceptar- 
se las  pretensiones  de  los  peticionarios,  sobre  exención 
de  todo  derecho  local  al  comercio  interior;  esta  preten- 
sión, sobre  anticonstitucional,  porque  la  Union  esa 
exención  no  puede  decretar  sin  restringir  la  sobera- 
nía de  los  Estados,  es  imposible.  Es  seguro  que  al 
hacerse  aquella  abolición  de  alcabalas,  los  Estados,  el 
mismo  Distrito  federal  pedirían  al  comercio  interior, 
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por  vía  de  contribución  directa,  la  que  hoy  le  exigen 
á  título  de  alcabala.  El  laborioso  Sr.  Romero,  en  el 
tiempo  que  estuvo  encargarlo  do  la  cartera  de  hacien- 
da, presentó  un  proyecto  do  ley  al  Congreso  de  la 
Union  con  el  fin  de  abolir  las  alcabrila;,  sustituyéndo- 
las con  la  contribución  directa  .sobre  el  comercio  en  el 
Distrito.  Y  no  .se  puede  dudar  que  los  Estados  ese  ejem- 
plo seguirían,  con  tanta  mayor  razón  cuanto  que  ellof? 
en  su  nKiyor  parte  no  podrían  vivir  .sin  el  contingente 
que  el  comercio  debe  dar  para  los  gastos  públicos.  Ja- 
lisco, (pie  saca  la  cuarta  ¡>artc  de  su  [)resu[)uesto  de  las 
contribucionc:  indirectas  ([ue  hoy  cobra  sobrt;  su  <;o- 
mercio  interior,  tendría  que  imponer  esa  contribución 
directa  al  mismo  comercio,  que  ese  deficiente  cubriera; 
y  si  llegara  á  decretarse  que  los  Estados  no  pudieran 
imponer  esa  contribución,  para  no  alterar  la  u  nitor  mi- 
dad  de  cuotas  que  el  centro  establezca  sobre  el  co- 
mercio. Jalisco,  el  poderoso  y  rico  Estado  de  la  Re- 
pública, tendría  que  abdicar  su  soborania  ante  la  teso- 
rería general  de  la  nación. 

Ahora  bien:  si  á  la  frac.  I  del  art.  112  tantas  ve- 
ces citada,  se  dá  la  interpretación  que  conviene  á  los 
intereses  de  los  peticionarios,  la  contribución  directa  so- 
bre el  comercio  interior,  impuesta  por  los  Estados,  se- 
ria tan  anticonstitucional  como  la  indirecta.  Ella  des- 
truiria  esa  uniformidad  de  cuotas  mercantiles  que  en 
sentir  de  los  quejosos  asegura  el  precepto  constitucio- 
nal. Ella  recaería  sobre  las  importaciones,  toda  vez 
que  se  cobrase  sobre  valores  consistentes  en  efectos  ex- 
tranjeros que  hubieran  entrado  al  país  por  puerto  algu^ 
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no:  ella  recaería  sobre  las  exportaciones,  siempre  que 
se  exigiera  de  los  productos  nacionales  que  su  dueño 
tuviera  intención  de  llevarlos  á  un  puerto.  Y  con  ar- 
gumentos iguales,  idénticos  á  los  que  tal  empeño  sos- 
tienen, todos  los  grandes  valores  mercantiles  que  an- 
dan en  el  tráfico  interior  del  país,  quedarian  exentos 
de  toda  contribución  local.  El  capital  mercantil  que 
compra  efectos  extranjeros  y  nacionales  para  lucrar, 
no  consentiria  pagar  ni  el  tanto  al  millar  sobre  su  mon- 
to, ni  el  tanto  por  ciento  sobre  su  venta,  porque  esos 
efectos  son  materia  de  «importaciones  o-  exportacio- 
nes.» ¿Qué  sucedería  de  los  Estados  todos  si  teorías 
tan  disolventes  de  la  Federación  llegaran  á  consagrar- 
se? ¿No  vendrian  todos  á  convertirse  en  provincias 
desde  el  momento  en  que  su  vida,  su  hacienda,  estu- 
viesen á  discreción  del  Congreso  de  la  Union? 

No,  el  art.  124  que  extingue  las  alcabalas,  no  pro- 
hibe á  los  Estados  imponer  contribuciones  directas  so- 
bre el  comercio  interior:  no,  la  fracción  I  del  art.  112 
que  unifica  la  cuota  marítima  en  los  puertos,  sobre  el 
comercio  extranjero,  no  sanciona  la  misma  uniformi- 
dad del  impuesto,  ni  directo  ni  indirecto,  para  el  co- 
mercio interior.  Entender  esos  textos  como  los  pe- 
ticionarios quieren  entenderlos,  es  destruir  de  un  solo 
golpe  y  golpe  aleve,  las  instituciones  fundamentales  de 
la  República. 

Para  probar,  sin  que  quede  género  alguno  de  duda, 
que  los  Estados  tienen  facultades  de  imponer  contri- 
buciones locales  al  comercio  interior,  directas  ó  indi- 
rectívs,  mientras  las  alcabalas  no   queden  abolidas,  so- 
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bre  las  mercancías  extranjeras  ó  nacionales,  siempre 
que  esas  coatribuciones  no  sean  de  puerto  ó  maríti- 
mas, siempre  que  ellas  no  causen  la  alza  ó  baja  en  los 
aranceles;  basta  leer  con  atención  el  art.  117  do  la 
Constitución.  Kl  poder  fedoral  no  tiene  más  faculta- 
des que  las  que  esa  Constitución  le  concede  fxpresa- 
mentf,  nijtese  bien  la  palabra  expresamente,  y  todas 
las  que  en  ese  caso  no  estén,  pertenecen  de  pleno  de- 
lecho  á  los  Estados.  Sobre  comercio  interior,  la  Cons- 
titución no  habla  sino  en  las  fracciones  IX  y  X  del 
art,  72,  dando  á  la  Union  las  facultades  que  ese  tex- 
to expresa:  luego  todas  las  otras  facultades  relativas 
á  comercio  interior  están  reservadas  a  los  Estados. 
Esta  consecuencia  fuertemente  lúgica  es  conduyente. 
Pero  á  fuerza  de  interpretar  la  fracción  Idelart.  112, 
se  quiere  sostener  que  ella  no  se  refiere  solo  al  comer- 
cio exterior  y  á  las  cuotas  arancelarias,  sino  que  de- 
be comprender  también  el  comercio  interior  y  las  con- 
tribuciones locales  que  reporta.  Supónganse  buenas, 
incontestables  las  razones  que  hubiera  para  prohibir  á 
los  Pastados  cobrar  derecho  alguno  al  comercio,  para 
eximirlo  de  todo  impuesto  local  y  destruirles  su  ha- 
cienda, concediendo  exención  de  todo  derecho  al  ca- 
pital mercantil,  en  gracia  de  la  uniformidad  de  las  cuo- 
tas que  éste  reporta  en  to,do  el  país:  supóngase  que  á 
fuerza  de  interpretar  y  comentar  la  fracción  I  del  art. 
112,  se  le  hace  decir  t<.do  lo  que  se  quiera,  pero  que 
expitsamente  no  dice.  Los  defensores  del  poder  cen- 
tral, los  que  quieren  ensanchar  su  esfera  de  acción, 
manifestarán  todas  las  razones  que  los  quejosos  ale- 


^'aij  para  llegar  hasta  un  centralismo  ominaso:  los  sos- 
tenedores de  la  soberanía  de  los  Estados  expondrán  á 
su  vez  rjue  ni  la  letra,  ni  el  espíritu  de  aquel  texto 
constitucional,  ni  sus  motivos  revelados  en  su  discu- 
sión, autorizan  ú  entenderlo  en  el  sentido  de  que  sea 
la  Union  y  no  los  Estados  quien  impoii^cía  contribu- 
ciones al  comercio  interior.  En  esta  cuestión  entre 
la  Union  y  los  Estados,  sobre  invasión  de  sus  atribu- 
ciones en  su  respectiva  esfera;  en  este  conflicto  en  (pie 
por  una  parto  la  Union  pretende  que  los  Estados  in- 
vaden la  esfera  de  su  autoridad  y  en  que  estos  sos- 
tienen que  ella  vulnera  y  destruye  su  soberanía;  bas- 
ta el  art.  117  de  la  Constitución  para  definir  esta  gra- 
vísima controversia.  Como  aquella  fracción  I  no  con- 
cede expresamente  ú  la  I^nion  intervenir  siquiera  en 
el  impuesto  sobre  comercio  interior,  es  evidente  que 
está  reservada  á  los  Estados  la  fioultad  de  decretar 
contribuciones  sobre  ese  género  de  comercio.  Mien- 
tras la  Union  no  presente  un  texto  constitucional  ex- 
preso, que  le  conceda  exclusivamente  el  poder  de  gra- 
var el  tráfico  exterior,  los  Estados  están  en  su  dere- 
cho para  hacerlo,  aunque  se  diga  que  los  impuestos 
que  ellos  cobran  al  comercio  recargan  el  valor  de  la 
mercancía  y  aumentan  así  la  cuota  de  la  importación 
ó  de  la  exportación. 

Este  art.  117  resuelve  todas  las  cuestiones  entro  la 
Union  y  los  Estados,  siempre  á  favor  de  estos  en  ca- 
so de  duda.  Este  precepto  es  altamente  filosófico  en 
nuestro  sistema  político.  La  nación  esta  formada  de 
Estados  soberanos  é  independientes,   que  por  virtud 
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del  pacto  federal  consintieron  eu  despojarse  de  aque- 
llos atributos  de  su  soberanía,  que  eran  indispensables 
l)ara  que  el  poder  central  existiese,  y  atributos  que 
á  la  Union  cedieron,  y  cuidando  de  manifestarlos  ex- 
premmenlp  para  que  en  ningún  tiempo  pudiera  pre- 
tender ejercer  más  facultades  á  perjuicio  de  la  sobera- 
]iía  que  los  Estados  se  reservaran.  Por  estas  apre- 
miantes razones  que  explican  el  modo  de  ser  de  la  con- 
federación, es  una  teoría  constitucional  inatacable  la 
de  que  en  caso  de  duda  sobre  si  determinada  facultad 
pertenece  á  la  Union  ó  a  los  Estados,  se  resuelve 
piempre  la  controversia  /i  favor  de  estos,  cuando  no 
hay  un  texto  constitucional  en  contrario.  Si  duda, 
pues,  hubiera  en  las  graves  cuestiones  q  ue  este  ampa- 
ro suscita,  y  duda  no  la  hay  para  los  (jue  somos  ami- 
gos de  la  soberanía  de  los  Estados,  debe  por  nece- 
sidad, en  obediencia  del  art.  117  de  la  Constitución, 
en  respeto  de  los  principios  filosóficos  que  son  la  base 
•cardinal  de  nuestras  instituciones,  declararse  que  le- 
jos de  invadir  los  Estados  la  esfera  de  la  autoridad  fe- 
d3ral,  imponiendo  contribuciones  sobre  el  comercio  in- 
terior, que  no  se  hace  en  los  puertos  ni  fronteras,  ella 
restrinjo  y  vulnera  la  soberanía  de  estos,  arreglándo- 
se la  facultad  de  declarar  que  las  cuotas  del  arancel 
marítimo  sean  el  único  impuesto  no  solo  sobre  el  co- 
mercio exterior,  sino  sobre  el  interior. 

Ante  esta  extrema  y  apremiante  demostración  no 
se  puede  ya  disputar  á  Jalisco  í^u  derecho  propio,  ex- 
clusivo, para  cobrar  contribuciones  á  su  comercio  in- 
terior.    Jalisco  defiende  su   soberanía  vulnerada  por 
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la  autoridad  federal,  que  le  niega  ese  derecho,  dicien- 
do simplemente:  «ningún  texto  constitucional  expreso 
faculta  á  la  Union  para  cobrar  derecho  de  alcabala, 
de  extracción,  impuesto  directo,  etc.,  sobre  los  valo- 
res mercantiles  que  andan  en  el  tráfico  en  mi  territo- 
rio; luego  ese  derecho  es  mió  exclusivamente,  porque 
así  lo  manda'el  art.  117  de  la  Constitución.))  Hacer 
otra  cosa  es  romper  el  pacto  federal,  es  atizar  la  dis- 
cordia entre  las  entidades  soberanas  que  forman  la 
confederación. 

El  Gobierno  tiene  todavía  necesidad  de  ocupar  la 
atención  de  la  Suprema  Corte^  haciendo  algunas  ex- 
plicaciones sobre  lo  que  los  quejosos  han  llamado  sus 
«probauzas.))  Hay  hechos  en  este  juicio  (pie  se  han 
pretendido  desnatnralizar,  y  es  preciso  restablecerlos 
en  toda  su  verdad  histúrica. 

Notará  la  Corte  que  hay  peticionarios  que  suscri- 
ben la  demanda  de  amparo,  sin  haber  puesto  en  la 
conducta  un  solo  centavo.  En  este  caso  se  haUa  D. 
Ramón  Miravete.  Hay,  por  el  contrario,  una  casa 
que  sacó  fondos  de  esta  ciudad  y  sin  pedir  amparo 
logró  no  pagar  derecho  alguno  al  Estado,  porque  sus 
guias  las  sacó  bajo  el  nombre  de  D.  Antonio  Alva- 
rez  del  Castillo.  El  Sr.  Kunhardt  tomó  dos  guias 
en  la  aduana  del  Estado,  una,  la  núm.  G9,  por  cin- 
cuenta y  cinco  mil  pesos  para  Manzanillo,  y  otra,  la 
nüm.  70,  por  diez  mil  pesos  para  Colima;  aunque  en 
el  alegato  se  dice  que  se  pagaron  al  Estado  expontií- 
neamente  los  derechos  del  \\  p§  que  por  estos  diez 
mil  pesos  le  correspondian  (p:íg.  4S),  no   se  dijo    con 

9 


e?to  toda  la  verdad.  La  conducta  E'alió  de  aquí  el 
dia  13  de  Enero,  y  el  pago  se  vino  u  ofrecer  con  m?- 
tancia  el  dia  22,  porque  así  se  entendió  convenia  pa- 
ra el  ('xito  de  este  juicio.  Pero  es  lo  cierto  que  esos 
diez  mil  pesos  de  la  guia  niini.  70,  Fnlioron  de  aquí 
aun  sin  ü;uia  de  la  Jefatura  de  hacienda,  con  infrac- 
cion  del  art.  2^  de  la  ley  de  9  de  Diciembre  de  1871, 
y  sin  pagar  derecho  alguno  federal  ni  local,  no  por- 
([ue  la  aduana  no  hiciera  el  cobro  por  equívoco,  como 
el  alegato  lo  dice,  sino  porque  el  auto  del  juez  de 
Distrito  de  12  del  mismo  Enero,  mandtj  suspender 
ese  cobro.  Estos  hechos  delion  aparecer  comproba- 
dos en  el  mismo  expediente;  la  parcialidad  del  juez, 
sin  embargo,  no  quiso  verlo?;  afirmó  en  su  sentenc'a 
(|ue  el  pago  del  l.\  p~  sobro  los  diez  mil  pesos  re  ha- 
])ia  hoclio  oporlnwnii'ntp,  y  no  se  cuida  do  decir  una 
sola  palabra  sobre  la  falta  de  guia  federal  exigida  por 
el  artículo  de  aquella  Xqv. 

Como  la  Suprema  Corte  se  servirá  verlo  en  la  no- 
ticia de  las  guias  que  expidió  la  aduana  del  Estado, 
todas  ellas,  con  excepción  de  las  números  58,  00,  C2, 
G3  y  G8,  llevaron  escala  en  Colima:  una,  la  (U,  tiene 
])or  final  destino  Ciudad  Guzman;  j  otra,  la  07,  Guay- 
mas.  Todos  los  fondos  con  escala  en  Colima,  pudie- 
ron bien  y  legalmentc  quedarse  en  esa  capital  sin  ser 
exportados. 

Al  pedir  los  comerciantes  esa  escala,  lo  hacen,  co- 
mo es  bien  sabido,  para  negociar  sus  fondos  en  pun- 
tos en  donde  son  solicitados  con  buen  premio,  para 
ser  después  exportados  por  cuenta  del  comprador. 
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La  venta  de  los  conocimientos  de  conducta,  tan  fre- 
cuente en  el  comercio,  es  una  especulación  mercantil 
como  cualquiera  otra,  y  nadie  sostendrá  que  esa  ven- 
ta no  'sea  un  acto  de  tráfico  interior,  sin  tener  que 
ver  nada  con  el  comercio  e.^ücrior.  El  mero  hecho 
de  que  los  comerciantes  quejosos  hayan  pedido  guias 
con  escala  en  Colima,  está  demostrando  á  toda  per- 
sona iniparcial,  que  esos  fondos  no  iban  al  puerto  di- 
rectamente á  exportarse,  sino  ú  Colima,  ;í  buscar  una 
buena  colocación  en  esa  plaza.  Siendo  esto  así,  no 
se  comprende  cómo  el  abogado  de  los  quejosos  haya 
aconsejado  pagar,  si  bien  muy  extem[)oránearaente, 
los  derechos  locales  que  causó  la  guia  iiúm.  70,  des- 
tinada á  Colima,  y  sostenga  que  no  los  del)en  pagar 
las  otras  guias  c[ue  llevan  escala  en  esa  misma  plaza. 
En  ello  hay  contradicción  notoria:  si  aquella  pagó  por- 
que no  estaba  destinada  á  la  exportación,  estas  que 
tampoco  lo  estaban,  puesto  que  quien  va  á  exportar 
no  necesita  escalas  en  el  camino  del  puerto,  también 
debieron  haber  pagado;  esto  se  deduce  lógicamente  de 
las  teorías  defendidas  por  ese  abogado,  sobre  el  acto 
de  exportar,  constituido  por  la  intención  del  comer- 
ciante y  por  la  guia  federal. 

Lo  de  pretender  que  la  gu'a  que  llevó  escala  en 
Colima  y  Manzanillo  y  final  destino  en  Guaymas,  es 
una  guia  de  exportación,  «sin  que  pueda  decirse  que 
se  haya  supuesto  esa  exportación  para  volver  á  in- 
troducir su  dinero  en  Guaymas,»  supuesto  que  paga 
los  derechos  de  exportación  es  un  esfuerzo  de  inteli- 
gencia desgraciado.     Si  el  dueño  de  esa  guia  no  pu- 
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do  vender  ííus  fondos  ni  en  Colima  ni  en  Manzanillo  á 
buen  precio,  si  en  Guaymas  se  le  ofreció  una  buena 
utilidad,  buen  cuidado  habrií  el  tenido  de  volverlos  ú 
introducir  al  país,  á  pesar  do  todas  las  demostracio- 
nes de  su  abogado. 

El  Gobierno,  en  oficio  de  23  de  Enero  dirigido  al 
juzgado  de  Distrito,  con  motivo  del  pngo  (jue  el  Sr. 
Kunhardt  h;d)ia  hecho  por  la  guia  núm.  70,  creyó 
conveniente  indicar  que  no  podía  quedar  al  arl)itrio 
del  comercianto  el  pagar  6  no  el  derecho  do  extracción 
de  caudales,  como  lo  estaba  el  designar  en  las  guias 
que  pidiera  los  puntos  de  escala  ó  final  destino  para 
sus  fondos.  Cree  el  abogado  que  á  los  «luejosos  ha 
dirigido,  ridiculizar  esas  indicaciones  del  (robicrno,  pre- 
guntando: «¿Quién  habrá  bastante  estólido  para  su- 
poner una  exportación  que  lo  obliga  al  5  pg ,  prefi- 
riendo el  pago  de  este  5  p§  de  la  Federación  al  1  y 
medio  por  100  del  Estado?»  Hay  suposiciones  tan 
absurdas,  que  basta  enunciarlas  para  (pie  so  desva- 
nezcan (pág.  40  del  alegato). 

Para  que  se  vea  que  el  Cíobierno  ha  tenido  ra- 
zón en  sus  temores  de  ver  defraudadas  las  rentas  del 
Estado,  bíistarálc  entrar  en  los  detalles  de  las  opera- 
ciones mercantiles  que  en  los  dias  de  conducta  se  prac- 
tican. Un  comerciante  de  esta  plaza  que  no  importa 
ni  exporta,  sabe  que  en  Colima,  ^Manzanillo,  Guay- 
mas ó  Acapulco,  tienen  los  pesos  de  águila  un  premio. 
Para  ganarlo,  pone  en  conducta  veinte  mil  pesos  por 
ejemplo,  y  paga  su  5  pg  ala  Federación  y  pide  guias 
con  escala  en  Colima  y  con  final  destino  en  alguno  de 
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esos  puertos.  En  aquella,  capital,  6  bien  en  Guay- 
mas,  vende  á  buen  precio  sus  fondos,  á  quien  para  ex- 
portarlos los  compra,  y  al  hacer  esta  operación  hace 
que  el  comprador  le  indemnice  ese  5  pg  que  en  otro 
caso  tendría  él  que  pagar.  |  Qué  resultado  dá  esta 
operación?  Vender  con  buena  utilidad  los  veinte  mil 
pesos,  indemnizarse  del  5  p§  federal  y  ||^f=sclefrau- 
dar  al  erario  de  donde  esos  fondos  han  salido,  su  de- 
recho de  extracción  de  caudales. ■5::^^|l  ¿Habrá  co- 
merciante tan  estólido,  se  puede  preguntar,  (|uc  igno- 
re todo  esto,  y  que  no  sepa  que  diciendo  que  tiene  in- 
tención de  exportar  y  sacando  una  guia  federal  y  pa- 
gando el  5  p"^  de  exportación,  encontró  ya  el  cami- 
no seguro  y  fácil  de  no  volver  á  pagar  un  solo  centa- 
vo al  Estado  por  extracción  de  caudales? 

Tan  cierto  es  todo  esto,  que  lo  que  en  esto  momen- 
to está  pasando  en  esta  ciudad,  la  pone,  con  hechos 
para  nadie  ignorados,  ni  por  nadie  dudados,  en  bri- 
llantísima evidencia.  El  comercio  de  Guadalajara  no 
tiene  fondos  en  México  para  sus  pagos,  para  sus  ne- 
cesidades, sus  negocios,  y  el  premio  del  cambio  ha  su- 
bido por  esto  muy  considerablemente.  Una  casa  de 
México  ha  mandado  á  Guadalajara  un  agente  que  lle- 
ve una  conducta  para  aquella  capital,  conducta  cuyos 
fondos  sirvan  solo  para  las  necesidades  del  cambio  en- 
tre las  dos  plazas.  Sin  embargo  de  que  nadie  puede 
negar  este  hecho,  se  trata  de  pedir  un  nuevo  amparo 
por  esa  conducta,  bastando  en  sentir  de  los  comercian- 
tes, pedir  guías  federales  con  escala  en  México  y  final 
destino  en  Veracruz^  y  pagando  un  5  pg  de  exporta- 
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cion,  5  p§  que  no  perderán  en  ningún  caso,  porque 
él  siempre  servirá  para  llevar  otros  caudales  de  Méxi- 
co á  Yeracruz.  Tratándose,  pues,  en  la  próxima  con- 
ducta de  un  negocio  de  eom  reto  interior,  de  una  ope- 
ración relativa  al  cambio  entre  México  y  Guadalajara, 
bastará  pedir  gu'as  para  Veracruz,  para  defraudarlos 
derechos  del  Estado.  ¿Podrá  la  Federación  amparar 
este  fraude,  podrá  haber  querido  la  ley  de  9  de  Di- 
ciembre de  1871,  al  asegurar  sus  derechos  de  exporta- 
ción, exigiéndolos  anticipados  en  el  lugar  de  la  extrac- 
ción, autorizar,  consagrar  el  contrabando  que  se  haga 
á  los  Estados  por  sus  derechos  locales? 

Pero  que  los  quejosos  tales  razones  en  su  defensa 
alegaran,  se  concibe  bien  sicjuicra  porque  el  litigante 
puede  decir  en  su  favor  cuanto  cree  que  le  sirve;  pe- 
ro lo  que  no  se  comprende,  es  que  el  juzgado  de  Dis- 
trito haya  sancionado  en  su  sentencia  esas  teorías  de 
los  quejosos.  El  juzgado  encuentra  bien  hecho  el  pago 
oporlunn  del  derecho  de  extracción  por  la  guia  núm. 
70;  pero  resuelve  que  sacando  una  guía  federal  y  pa- 
gando el  5  pg  ,  es  ya  imposible  defraudar  los  derechos 

del  Estado Tanta  parcialidad  para  decir  esto  se 

necesita,  f|ue  no  hay  ya  ni  cuidado  de  ocultar  la  res- 
ponsa])ilidad  de  un  juez  que  se  olvida  de  sus  deberes. 

Tanto  se  ha  abusado  y  se  está  abusando  en  Jalisco 
de  los  juicios  de  amparo,  convertidos  ya  aquí  en  ar- 
mas de  partido  contra  la  administración  local,  que  el 
gobierno  tiene  que  pedir  á  la  Suprema  Corte  que  pon- 
ga un  remedio  eficaz  á  tan  grave  mal.  Cuando  un 
juez  de  Distrito  no  hace  muchos  meses  se  atrevió  has- 
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ta  á  suspender  y  derogar  las  leyes  electorales  del  Es- 
tado, Jalisco  salvd  su  independencia  y  soberanía^  mer- 
ced íi  las  justificadas  providencias  de  ese  alto  tribu- 
nal; y  hoy  que  se  ha  creido  agolar  el  erario  del  Esta- 
do, pidiendo  amparo  contra  sus  leyes  fiscales,  deber 
del  gobierno  es  pedir  el  castigo  de  los  que  sean  cul- 
pables, siquiera  para  que  el  temor  de  la  pena  evite 
en  parte  el  mal. 

El  juzgado  de  Distrito  ha  incurrido  en  este  juicio 
en  notoria  responsabilidad  al  mandar  suspender  el  re- 
to reclamado:  el  pago  de  los  derechos  locales.  La  ley 
de  20  de  Enero  de  1809  dá  al  juez  la  regla  que  debe 
seguir  para  decretar  la  suspensión;  cuando  hubiere 
urgencia  notoria,  dice  el  art.  5*?  concordante  en  este 
punto  con  los  arts.  3^  y  6*?  Esto  es  natural  y  filo- 
sófico: no  suspender  el  acto,  cuando  una  vez  consuma- 
do, queda  irreparable,  seria  burlar  el  objeto  del  ampa- 
ro; pero  suspenderlo  siempre  aunque  no  haya  urgen- 
cia ni  necesidad,  es  prejuzgar  el  juicio  y  sentenciar 
siempre  contra  la  administración  á  quien  so  supone 
culpable  de  la  violación  de  las  garantías,  cuando  so- 
bre ello  no  hay  todavia  nuis  prueba  que  el  diclio  del 
actor.  Cree  el  Gobierno  ocioso  demostrar  que  la  ley 
no  dá  AMPLIAS  FACULTADES  al  jucz  dc  Distrito  para  sus- 
pender u  no  el  acto  según  sus  simpatías  ó  antipatías, 
sino  que  le  fija  una  regla  que  no  puede  impunemente 
violar,  puesto  que  el  art.  liO  de  la  misma  ley  deter- 
mina que  es  caso  de  responsabilidad  el  no  decretar  la 
suspensión,  cuando  procede,  d  el  de  decretarla,  cuati - 
do  es  improcedente. 
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VA  juez  de  Bistrito,  que  en  otros  amparos  ha  en- 
tendido que  no  puede  decretar  la  suspensión  a  su  vo- 
luntad, en  este  juicio  ha  creido  lícito  seguir  el  camino 
contrario  y  no  tiene  empacho  en  declarar  en  su  sen- 
tencia que  «hace  uso  de  la  amplia  facultad  que  le  d;í 
el  art.  b"  de  la  ley,»  para  mandar  suspender  el  pago 
de  derechos.  Esta  declaración  oficial  constituye  un 
delito,  por([ue  es  la  violación  del  art.  59^  porque  co- 
mo tal  está  clasificada  en  el  art.  25  de  la  ley  de  20 
de  Enero  de  1800.  Y  castigar  ese  delito  es  necesa- 
rio, siíjuiera  para  que  ese  juez  no  siga  suspendiendo 
todos  los  actos  de  la  administración,  contra  los  que 
los  enemigos  de  esta  solicitan  amparo;  siquiera  para 
que  esc  juez  no  se  crea  en  ejercicio  de  su  ministerio 
como  un  dictador  que  ejerce  ampll\s  facultades.  El 
castigo  de  ese  delito  es  importante  para  precaver  con 
la  pena  que  sufra  el  juez  responsable,  males  de  grave 
trascendencia. 

En  su  auto  de  12  de  Enero  en  que  el  juez  decretó 
la  suspensión,  no  creyó  conveniente  indicar  razón  al- 
guna que  fundara  su  providencia.  En  su  sentencia 
definitiva  nos  dice  que  esa  (qtrovidencia  es  sobrada- 
mente justa,  porque  evita  á  los  interesados  el  daño 
irreparable  de  tener  paralizada  y  sin  giro  una  canti- 
dad d(;  dinero  »  Este  lenguaje,  bueno  en  el  procura- 
dor de  los  quejosos,  en  el  socio  de  las  casas  de  comer- 
cio que  se  resisten  al  pago,  es  la  [>rueba  más  perfecta 
de  la  parcialidad  del  juez.  El,  que  solícito  procuró 
íiue  los  comerciantes  no  perdieran  el  interés  de  su  di- 
nero,  aseguro   que  al  Estado  no  se   le  sigue   ningún 
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psijuicio  por  el  retardo  en  el  pago  de  los  fondos  que 
le  pertenecen.  Apenas  se  cree  que  un  juez  se  ha- 
ya permitido  entrar  en  consideraciones  tan  agenas 
de  su  ministerio,  en  consideraciones  tan  notoriamente 
ilegales,  que  anteponen  al  buen  servicio  público,  á  la 
buena  administración  fiscal,  á  las  necesidades  del  era- 
rio, el  DAÑO  IRREPARABLE  que  uuas  cuantas  casas  sen- 
tirian  si  tuvieran  sin  giro  una  cantidad  de  dinero! 

Desde  que  la  suspensión  del  pago  se  decreto,  pú- 
dose conocer  cuál  sería  la  sentencia  en  este  juicio,  Y 
ya  que  la  ley  de  20  de  Enero  no  dá  á  la  administra- 
ción el  derecho  de  recusar  á  un  juez  parcial,  deber 
imperioso  del  Gobierno  es  pedir  que  ese  juez  se  casti- 
gue siquiera  para  que  el  temor  de  la  pena  contenga 
en  lo  futuro  estos  incalificables  abusos.  En  Jalisco, 
en  donde  los  actos  de  hostilidad  á  su  administración 
local  por  parte  de  ciertos  empleados  federales  se  re- 
putan ya  una  acción  meritoria,  aunque  tales  actos 
sean  una  ofensa  á  las  leyes  y  ú  las  instituciones,  el 
castigo  de  los  delincuentes  es  una  necesidad  apremian- 
te, es  una  exijencia  de  la  justicia.  Confia  el  Gobier- 
no en  quG  la  Suprema  Corte  sabrá  llenar  esa  exijen- 
cia, para  que  así  los  amparos  aquí  no  sigan  siendo  una 
arma  de  partido. 

Lo  dicho  ya,  persuadirá  al  primer  tribunal  de  la 
República,  que  al  tomar  el  Gobierno  de  Jalisco  tan 
empeñosamente  la  defe;isa  de  los  derechos  del  Esta- 
do, lo  ha  hecho  bien  entendido  de  la  inmensa  y  gra- 
vísima trascendencia  de  este  negocio:  no  ha  querido 

el  Gobierno  hacer  que  los  comerciantes  quejosos  pa- 

10 
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guen  la  cantidad  que  deben  al  erario:  lia  pretendido 
sostener  la  soberanía  de  los  Estados  con  este  amparo 
amagada:  ha  pretendido  impedir  que  una  ñilsa  inteli- 
gencia de  los  textos  constitucionales  consume  irrepa- 
rablemente la  ruina  de  las  instituciones  rompiendo  el 
pacto  federal.  Sinceramente  amigo  de  la  soberanía 
de  los  Estados  el  personal  del  Gobierno  de  Jalisco, 
como  en  mas  de  una  ocasión  lo  ha  demostrado,  creycj 
que  no  podia  permanecer  impasible,  caando  bajo  la 
forma  modesta  de  un  juicio  se  han  puesto  íÍ  discusión 
los  principios  que  la  Constitución  sanciona,  y  sin  los 
que  no  pueden  existir  Estados  soberanos.  Haber  per- 
manecido en  silencio,  habria  sido  un  delito,  según  su 
sentir.  Estas  consideraciones  servirán  de  excusa  á 
esta  larga  nota.  Por  lo  demás,  el  Gobierno  de  Ja- 
lisco vive  persuadido  de  que  al  revisar  la  sentencia 
del  juzgado,  la  Suprema  Corte  de  Justicia  procederá 
con  la  alta  justificación  que  siempre  la  ha  caracteri- 
zado, conservando  fu  augusto  carácter  de  guardián 
de  las  instituciones,  de  moderador  supremo  en  las  con- 
troversias entre  la  Union  y  los  Estados,  impidiendo  á 
aquella  vulnerar  ó  restringir  los  derechos  de  estos  y 
á  ellos  invadir  ia  esfera  del  poder  federal. 

Independencia  y  libertad.  Cíuadalajara,  Febrero 
22  de  1874.— I.  L.  Vallaría.  ~F.  Gr.  IIiestra,  se- 
cretario.— Ciudadano  presidente  de  la  Suprema  Cor- 
te de  Justicia  de  la  nación.     México. 
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SENTENCIA  PRONUNCIADA 


POR  LA 


yPRÍMA  CORTE  M  JUSTÍOIA, 


México,  Marzo  28  de  187^. — Visto  el  juicio  de  am- 
paro promovido  ante  el  juzgado  de  Distrito  de  Jalisco 
por  los  Sres.  D.  Antonio  iVlvarez  del  Castillo,  Basa  ve 
y  Arce,  Francisco  Martínez  Negrete  y  C'^,  R.  Mirave- 
te,  Fernandez  Somellera  líos.,  Oetling  Riensch,  por 
poder  Gr.  H.  Sattler  en  liquidación  Germán  Hell, 
Ángel  B  y  Paga,  Teodoro  Y.  Kunhardt  y  Agustín 
Blu,me,  contra  el  cobro  que  les  hace  el  Gobierno  del 
Estado  del  derecho  de  1  y  medio  p§  por  extrac- 
ción del  numerario  que  tenian  que  remitir  para  su  ex- 
portación en  la  conducta  que  deberla  salir  de  Guada- 
lajara  para  el  Manzanillo  el  dia  12  del  pasado  Enero, 
cuyo  impuesto,  establecido  por  decreto  de  la  Legisla- 
tura del  Estado  con  fecha  31  de  Mayo  de  1872,  núm. 
297,  y  modificado  por  la  ley  núm.  357,  es  anticons- 
titucional por  invadir  la  esfera  de  la  autoridad  fede- 
ral, con  violación  del  art,  112,  fracción  I  de  la  Carta 
fundamental  de  la  República,  exigiéndose,  como  se 
exige,  el  pago  de  ose  impuesto  sobre  moneda  destinas 
4a  4  1^1  oj^portjigion;  Y 
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Considerando: 

1*?  Que  el  referido  impuesto  de  1  y  medio  p§ 
llamado  de  extracción,  cuando  recae  sobre  los  cauda- 
les puestos  en  conducta  con  destino  al  extranjero, 
á  cuyo  efecto  han  pagado  ya  lí  la  hacienda  federal  el 
5  p§  de  exportación  y  obtenido  las  correspondien- 
tes guias  con  escala  ó  sin  ella,  se  convierte  necesaria- 
mente en  un  verdadero  derecho  de  exportación  que  el 
Estado  cobra  sin  el  consentimiento  del  Congreso  de  la 
Union,  como  lo  requiere  la  fracción  I  del  art.  112  de 
la  Constitución. 

2^  Que  además  de  esto,  la  moneda,  aunque  bajo 
ciertos  respectos  es  una  mercancía  igual  ií  cualquiera 
otra  y  sujeta  d  las  mismas  leyes  y  principios  que  to- 
das en  su  producción  y  consumo,  como  lo  acreditan 
las  imanas  teorías  de  la  ciencia  económica,  bajo  otros 
conforme  ú  las  leyes  fundamentales  del  país  se  con- 
ridcra  y  debo  considerarse  como  una  mercancía  ospe- 
cialísima  que  por  lo  mismo  debe  estar  sujeta  á  leyes 
y  condiciones  también  especiales. 

Z^  Que  bajo  este  respecto,  la  moneda,  en  el  régi- 
men de  gobierno  que  tiene  adoptado  la  República,  ha 
estado  siempre  sujeta  en  su  producción,  circulación  y 
extracción  ó  exportación  á  las  leyes  federales,  y  es 
conveniente  que  así  se  verifique  en  interés  de  toda  la 
República  que  se  perjudicaría  notablemente  si  á  cada 
uno  de  los  Estados  de  la  Federación  fuera  lícito  esta- 
blecer reglas  sobre  su  producción,  circulación  y  expor- 
tación. 

4"     Que  la  necesidad  de  conservar  el  valor  de  la 
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moneda  como  una  mercancía  universal  indispensable 
para  realizar  toda  clase  de  transacciones  mercantiles 
entre  los  diferentes  pueblos  de  la  tierra,  al  abrigo  de 
alteraciones  caprichosas  y  bajo  la  influencia  de  leyes 
uniformes,  ha  hecho  que  esta  materia  se  someta  á  con- 
venciones especiales  entre  las  naciones,  poniéndola  ba- 
jo la  protección  del  derecho  internacional. 

5*?  Que  el  Gobierno  de  la  Repúbhca,  á  quien  com- 
petiria  celebrar  una  convención  de  esta  especie  en  el 
caso  de  que  así  pareciera  útil  á  los  intereses  mercanti- 
les de  la  misma  República,  no  podría  hacerlo  si  cada 
Estado  de  la  Federación  tuviera  libertad  de  gravar  la 
circulación  de  la  moneda,  cualquiera  que  faera  la  for- 
ma y  el  nombre  de  ese  gravamen,  que  en  último  aná- 
lisis vendría  á  producir  alteraciones  en  el  valor  de  la 

misma  moneda. 

G*?  Que  por  estas  razones,  el  Gobierno  del  Esta- 
do de  Jalisco  ha  sido  incompetente  para  gravar  los 
caudales  extraídos  fuera  de  su  territorio,  con  un  dere- 
cho, cualquiera  que  sea  su  denominación  y  carácter. 
Por  estas  consideraciones,  y  con  fundamento  de  los 
arts.  72,  fracción  23,  112,  fracción  1?,  se  decreta: 

Que  es  de  confirmarse  y  se  confirma  la  sentencia 
pronunciada  por  el  juez  de  Distrito  de  Guadalajara 
el  16  de  Febrero  del  presente  año,  en  que  se  declara: 
que  la  justicia  de  la  Union  ampara  y  protejo  á  las 
casas  de  comercio  que  sacaron  guias  federales  para  los 
fondos  mandados  en  conducta  salida  de  Guadalajara 
en  13  de  Enero  próximo  pasado  y  á  que  se  refiere  el 
certificado  de  la  jefatura  de  hacienda  del  Estado,  sien- 
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do  estos  señores,  D.  Antonio  Alvarez  del  Castillo, 
Oetling  y  C^  G.  H.  Sattlcr,  Martínez  Negrete  y  C?. 
Ángel  13.  y  Puga,  Basave  y  Arce,  Alvarez  Araujo  y 
C^,  Teodoro  Y.  Kunhardb,  Fernandez  Sometiera  Hos. 
y  Agustín  Blume. 

Devuélvanse  las  actuaciones  al  juez  de  Distrito, 
que  las  elívó  á  revisión,  acompaSáiidole  testimonio 
de  esta  seutenci  i,  para  los  efectos  consiguientes:  pu- 
blíquese  pDr  los  p3riüiicos  y  archívese  á  su  vez  el 
Toca. 

Así  por  mayoría  do  votos  lo  decretáronlos  ciudada- 
nos presidente  y  magistrados  que  fjrmaron  el  Tribu- 
nal pleno  de  la  Corte  Suprema  de  Justicia  de  los  Es- 
tados-Unidos mexicanos,  y  firmaron. — Jiia}i  J.  de  ¿a 
G irza. — José  M.  Lozano. — Jo<6  Arieiga. — Pedro 
Ordíz. — lanicio  Ramírez. — Manuel  de  Ciisiañ^da 
y  N ajera.— I^nrxcio  M.  AUamirann. — Simón  Gwc 
man. — L^á$  Velázqaez. —  Enrique  Linio,  secretario* 

Es  c:)pia  que  certifico.    México,  veinticinco  de  Abril 
do  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro.  —  Emilio  Ordar, 
oficial  mayor. 

Es  copia.  Guadalajara,  Junio  20  de  187^. —  G.  J. 
Gallegos. 
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EL    AMPARO 

CONCEDIDO 

PORinüPR[MUOflTEO[  JOSTICIÍ, 

El  asunto  de  extracción  de  cándales  de  los  Estados. — Su 

inconstitucionalidad.-  La  Corte   lia  extralimitado 

sus  facultades,  abrogándose  las  del  Legislador 

constitiiyente. — Peligros  que  amenazan   al 

sistema  federal. — Necesidad  de  uu 

pronto  y  eficaz  remedio. 

ARTICULO  I. 

La  Suprema  Corte  de  Justicia  ha  ñillado  ya  el  jui- 
rio  de  amparo  promovido  por  los  comerciantes  de  es- 
ta ciudad,  que  ^e  han  negado  ;í  pagar  el  li  p§  de 
extracción  impuesto  á  los  caudales  cjue  salen  del  Es- 
tado: y  aunque  la  ejecutoria  no  ha  llegado  aún  ofi- 
cialmente á  la  autoridad  ejecutora  del  auto  reclama- 
do, ella  ha  sido  publicada  en  la  prensa  de  la  capital 
en  los  términos  <[ue  hoy  la  reproducimos  (*) .  Y  como 
no  tenemos  motivo  para  dudar  de  la  autenticidad  de 
esa  sentencia,  y  como  ella  desconociendo  los  precep- 
tos constitucionales,  atrepella  y  vulnera  los  derechos 
tle  Jalisco,  no  podemos  permanecer  mas  tiempo  en  si- 
lencio; nuestro  deber  imperiosamente  nos  obliga  á  de- 
fender la  soberanía  del  Estado,  y  vamos  á  cumplir  con 


(*)     Se  omite  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte,  jior  p\ibli  cur- 
se en  la  parte  respectiva  de  este  folleto. 
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ese  deber  aun  teniendo  la  pena  de  atacar  la  ejecutoría 
de  la  Suprema  Corte  de  Justicia. 

Ese  deber  es  hoy  mas  exipjente  que  nunca,  hoy  que 
el  primer  tribunal  de  la  Hepública,  predicando  doc- 
trinas disolventes  del  pacto  federal,  agravia  á  éste  y 
al  otro  Estado  con  injuria  de  todos;  hoy  que  ese  tri- 
bunal se  cree  ilimitado  en  sus  facultades  y  que  mejor 
que  juzgar  quiere  legislar,  reformando,  adicionando, 
adulterando  la  Constitución,  so  pretexto  de  interpre- 
tarla. Grande,  profundo  es  el  respeto  que  á  la  Su- 
prema Corte  profesamos,  cuando  sus  altas  funciones 
ejerce  dentro  de  la  esfera  constitucional;  pero  mas 
grande,  mas  intenso  es  el  amor  que  á  las  instituciones 
de  la  Ptepública  tenemos,  para  que  no  pusiéramos 
nuestra  pobre  pluma  al  servicio  de  la  causa  de  la  ley, 
que  la  Corte  desconoce.  Combatiremos  con  convic- 
ción profunda,  y  al  hacerlo,  protestamos  no  salimos 
del  terreno  de  la  razón. 

Sin  hablar  por  ahora  de  otros  amparos  que  han 
producido  una  verdadera  alarma  en  todo  el  pais,  un 
serio  desconcierto  en  varios  Estados,  debemos  comen- 
zar ocupándonos  por  el  que  mas  de  cerca  afecta  á  Ja- 
lisco: el  que  se  otorgó  á  los  comerciantes  para  no  pa- 
gar el  derecho  de  extracción  de  moneda.  Este  ampa- 
ro que  va  muy  mas  lejos  de  lo  que  los  quejosos  lo 
quisieron,  muy  mas  lejos  de  lo  que  la  mas  torcida  in- 
terpretación de  los  textos  constitucionales  lo  permite, 
será  el  preferente  objeto  de  nuestra  atención. 

El  Gobierno  de  Jalisco  dio  con  razón  á  este  nego- 
cio toda  la  trascendental  importancia  qno  tiene:  des- 


|Hies  (Id  v'A'Áoúñái)  y  concien^utlo  informé  que  evacuó 
el  admiüistraJor  de  la  Aduana  durante  el  ju^cloj  infor- 
me que  pu];licamos  en  nuestro  niim.  20  (1),  el  Gobier- 
no dirigió  una  larga  nota  á  la  Suprema  Corte,  defen- 
diendo los  derechos  de  Jalisco,  la  soberanía  del  Esta- 
do, y  esto  con  tal  copia  de  razones,  que  puede  decir- 
se que  qued«'>  agotada  la  materia.    Esta  nota  está  im- 
presa en  nuestro  número  ÍO  (2).     Teníamos  fé  en  el 
éxito   df  un   uegocio  por   la  ley,  por  la   Constitución 
amparado,   según  esos   documentos  lo   probaron   con 
evidencia,   y  nuestrD  desengaño   al  ver  la  ejecutoria 
fué  tanto   más  terrible,  cuanto  que  e?a  ejecutoria  ha 
dejado   vivas,   ilesas,  como   una   protesta   contra  sus 
mandatos,  todas  aquellas  razones   que  la  combaten, 
todos  los  textos  constitucionales  por  el  Gobierno  del 
Estado  citados,  que  lareprueban. 

Aunque   se  alega   por  los  quejosos  que   con  el  co- 
bro del  ]  h  pg    se  violaba  la  garantía  individual   de 
la    pn  piedad,   ni  el  juzgado   de  Distrito   ni  la  Corte 
toíuaron  á  lo  serio  ese   fundamento   del  amparo  pedi- 
do: una   contribución   en  ningún  país   del  mundo  so 
considera  como  un  atentado  :í  la  propiedad.    La  cues- 
tión verso   so])rc  otro   punto   de  altísima  importancia 
para  los   Estados,  para  el  sistema  federal;  se  discutió 
esta  materia:     ¿Los   Estados   que  imponen  contribu- 
(íiones  á  los  metales  preciosos  que   se  extraen  de  su 
territorio,   invaden  la  esfera  del  poder  federal?     En 
otros  términos:  ?est;(  prohibido  á  los  Pastados  por  las 

(1)     Está  inserto  pu  esto  folleto  on  la  pág.  10  y  signieutes. 
("2)     Está  visible  en  la  pág.  31  y  siguientes  de  este  folleto. 
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estipulaciones  del  pacto  federal,  decretar  ímpuestofs 
sobre  la  riqueza  de  su  territorio  consistente  en  meta- 
les preciosos?  El  Gobierno  do  Jalisco  sostuvo  am- 
plia y  robustamente  la  negativa :  afrontó  la  cuestión 
por  todas  sus  faces,  resolvid  victoriosamente  todas 
las  objeciones;  examinó  el  art.  112  déla  Constitución 
y  fijó  á  la  luz  de  los  principios  su  interpretación  le- 
gítima, auténtica  para  deducir  que  tal  precepto  no 
impone  á  los  Estados  aquella  prohibición. 

Dijo  y  probó  que  la  significación  etimológica  de  la 
palabra   «exportación»  no  permitía  confandirla  con  la 
de  «extracción:))  dijo  y  probó   con  las  actas  del  Con- 
greso constituyente,-  con  las  palabras  mismas  del  le- 
gislador, que  la  prohibición  del  art.  112  se  refiere  so- 
lo á  los  derechos  marítimos  para  uniformar  la  cuota 
arancelaria  en  el  comercio  exterior,  y  no  á  las  contri- 
buciones locales  que  no  pueden,  que   no   deben  ser 
iguales,  \miformes,  en  una  confederación  de  Estados 
soberanos,   de  Estados  que  ocupan  inmenso,  variado 
territorio,   con  necesidades,  con  elementos,  con  rique- 
zas de  diverso   genero:  dijo  y  probó  con  la  ley  de  31 
de  Mayo  de  1872,  que  los  Congresos  constituciona- 
les federales  siempre  hablan  entendido  el  art.  112  en 
el  sentido  de  no  prohilnr  á  los  Rstados  gravar  con  im- 
puestos su   comercio  interior:  dijo  y  probó  con  el  art. 
117  de  la  Constitución,  que   aunque  dudosa  fuera  es- 
ta cuestión,  desde  el  momento  que  falta  en  el  Código 
fmidamental   un  texto  expreso  que  prohiba  á  los  Es- 
tados imponer  contribuciones  a  los  metales  preciosos 
esa  cuestión  debió  por  necesidad,  por  respeto  ala  ley, 


83 

en  favor  de  los  Estados  resolverse:  á  esas  capitales 
razones,  á  esas  razones  que  la  Corte  no  podía,  no  de- 
bía desatender  ni  p%sar  en  silencio^  aguegó  otras  mu- 
chas d3  ingente  peso,  de  clara  demostración,  que  pu- 
sieron en  evidente  luz  la  cuestión. 

La  Corte  no  podía  negar  que  en  el  Congreso  cons- 
tituyente no  se  refirió  el  ari.  ll'J  al  coinvcio  inferió?' 
menos  podía  negar  que  no  hiy  K'i'  expreso  que  prohi- 
ba á  los  Estados  cobrar  derechos  locales  á  los  meta- 
les preciosos,  y  menos  todavía  l)orrar  el  art,  117  que 
dá  á  los  Estados  las  íacultades  que  no  están  cxpr^-sa- 
mente  concedidas  á  la  Federación.  ¿Qué  hacer,  pues, 
para  pu'onuncíar  una  sentencia  (|ue  todos  esos  textos 
atrepella,  que  todos  esos  preceptos  viola?  No  hablar 
sobre  tales  materias,  pasarlas  en  silencio  y  erigir  .so- 
bre las  ruinas  del  art.  117  el  principio  de  que  es  fa- 
cultad del  poder  íeder¿il  hacer  lo  que  le  parezca  que 
se  deduce  inj[)lícita  ó  táciüimentc  de  algún  texto  cons- 
titucional, aun(|ue  se  le  de  sentido  diverso  del  que  lo 
entendió  el  legislador  constitu^'Cnte 

No  se  crea  que  exajeramos  cuando  afirmamos  que 
la  Corte  ha  incurrido  en  una  grave  responsabilidad,  la 
de  fallar  contra  el  mandamiento  expreso  de  la  Consti- 
tución. El  único  considerando  que  en  la  sentencia  se 
ocupa  de  la  cuestión  constituciona',  de  la  ú>,i)a  que  á 
la  Corte  en  el  anqjaro  era  dado  resolver,  de  la  cues- 
tión de  saber  si  los  Estados  invaden  la  esfera  del  po- 
der federal,  imponiendo  derechos  á  los  metales  que  se 
extraen  de  su  territorio;  el  único  considerando,  deci- 
Tíios,  qu3  de  csi  S9  Qoapa,  d'o)  a?í  textualmente; 
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'•Consideramlo:— 1?  Que  el  refeiido  impuesto  de 
''1  y  medio  pg  llamado  de  extracción,  cuando  recae 
"sobre  los  caudales  puestos  en  una  conducta  con  de--:- 
''tino  al  extranjero,  á  cu^o  efecto  han  pa^G-ado  ya  á  la 
"hacienda  federal  el  -">  pg  do  exportación  y  ol»tenido 
"las  correspondientes  guias  con  escala  o  sin  ella,  ;.-e 
"convierte  uecesariamonle  en  un  v<?rdadero  derecho  de 
"exportación  que  el  Estado  cobra  sin  el  consentimien- 
"to  del  Congreso  de  la  Union,  como  lo  requiere  la 
"fracción  I  del  art.  112  do  la  Constitución/' 

Así  se  ÍMlcr[)ro(ü  un  texto  constitucional  rcs[)ecto 
del  (|ue  so  dijo  en  el  Congrcí^o  coui^lituyonlc  que  tra- 
taba de  Wiinfiortací'n  y  de  la  exporlíciioii  y  v-i  (hl 
comercio  i)¿ftrior.  ¿Así  se  obsequia  el  precepto  (juc 
manda  que  se  reserve?/  ú  /os  Ei-ta  lo-  di^  fucv.h'idis  que 
lio  están  expresamente  coricedi,fias  a  loí^  podares  fed'-'- 
rt/le.'^F Tara  juzgar  de  este  punto  no  se  necesi- 
ta saber  derecho  constitucional;  más  que  cuestión  la- 
í-.ultativa  lo  es  de  sentido  común.  Apelamos  del  fa- 
llo anticonstitucional  de  la  Corte,  ante  el  Tribunal  ¡-e- 
vero  de  la  opinión  del  país:  apelamos  do  ese  fallo  (pie 
ensancha,  contra  lo  pvevtmido  en  el  art.  117,  las  fa- 
cidtadcs  de  la  bY'deracion,  ante  la  Constitución  que 
quiso  (juelos  litados  tuvieran  cuantas  facultades  ellos 
expreuuuefdcwo  (pri^icran  otorgar  ala  Federación.  (;') 


(■')     Eatii  colt'Cfion  do  ai'ticulua  coincnzú  ú   i)ublic!U-.sc  en  el 
núin,  5i)  del  Estado  <!•:  Jo.lisco. 
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ARTICULO  II. 

Quisimos  demostrar  en  nuestro  articulo  anterior,  j 
creimos  haberlo  hecho,  que  el  primer  considerando  de 
la  sentencia  de  la  Corte,  ea  una  violación  flagrante 
del  art.  112  del  Código  fundamental,  y  que  la  inter- 
pretación doctrinal  que  de  él  hace  ese  Tribunal  apli- 
cándolo al  cnmercío  inferior,  no  puede  jamás  sobre- 
ponerse á  la  auténtica  que  le  diu  el  legislador  consti- 
tuyente, refiriéndolo  á  la  expoHacion  é  hriporUicion 
y  11')  ai  ami'jrcio  interior.  Nuestras  demostraciones 
también  })Usieron  en  brillantísima  evidencia  otra  ver- 
dad: ningún  texto  constitucional  prohibe  expresamente 
;í  los  Estados  imponer  derechos  locales  á  los  metales 
preciosos;  claro  como  la  luz  es,  pues,  que  la  sentencia 
de  la  Corte  que  ha  consignado  tal  prohibición,  ha  in- 
íViniiido  igualmente  el  art.  117  déla  Constitución. 
Pues  bien,  aquel  considerando  no  solo  de  esos  vicios, 
vicios  ya  radicales,  adolece:  tiene  aún  más  que  es  pre- 
ciso hacer  notar. 

Asegura  la  Corte  que:  «el  derecho  de  extracción  se 
convierte  necesariamente  en  un  verdadero  derecho  de 
importación,  cuando  recae  sobro  caudales  puestos  en 
conducta  y  dirigidos  al  extranjero,  á  cuyo  efecto  han 
pagado  el  o  p§  de  exportación  y  obtenido  las  corres- 
pondientes guias  con  escala  ú  sin  ella.»  ¿Es  esto  cier- 
to?    Lo  vamos  á  analizar. 

La  extracción  no  se  convierto  nunca  en  exportación: 
son  dos  actos  esencialmente  distintos  que  no  pueden 
confundirse,  sin  confaudir  el  valor  de  las  palabras,  la 
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esencia  de  las  cosas.  Se  extrae  de  un  Estado  para 
otro;  se  exporta  de  la  República  para  el  extranjero. 
Igualar  en  su  naturaleza  v  efectos  legales  esos  dos 
actos,  es  negar  la  diferencia  f\i\e  existe  entre  el  co- 
mercio interior  de  los  Estados  y  el  exterior  de  la  Re- 
pública, es  afirmar  que  ante  la  ley  es  lo  mismo  traer 
á  Veracruz  mercancias  de  Londres,  que  llevar  efectos 
de  Guadalajara  á  Guanajuato.  ¿Puede  esto  en  ra- 
zón sostenerse?  ¿ííay  autoridad  alguna,  por  muy  al- 
ta que  se  suponga,  que  pueda  alterar  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas,  declarando  sinónimas  palabras  que 

expresen  ideas  esencialmente  diversas ? 

Pero  no  es  esto  lo  (|ue  la  Corte  ha  pretendido,  se 
replicará:  ella  no  ha  querido  decir  sino  ([ue  en  último 
análisis  el  derecho  de  extracción  es  un  recargo  im- 
puesto al  de  exportación,  es  una  anticipación  de  de- 
rechos exigida  ú  los  caudales  puestos  en  conducta, 
que  encarece  el  valor  de  la  moneda  ú  su  salida  por 
los  puertos  de  la  República,  motivos  por  los  que  el 
derecho  de  extracción  alza  el  valor  de  la  mercancía 
que  tiene  que  sufrir  después  el  de  exportación.  Si 
en  estos  términos  el  considerando  de  la  sentencia  es- 
tuviera concebido,  de  seguro  que  no  diriamos  que  el 
habia  adulterado  hasta  la  significación  etimológica  de 
las  voces  del  idioma;  pero  si  tal  sucediera,  si  de  esas 
argumentaciones  la  Corte  se  hulñera  valido  para  fun- 
dar su  ñillo,  nosotros  asegururiamos  ({ue  esa  hipotéti- 
ca argumentación  seria  aún  más  constitucionalmente 
absurda  que  la  que  pl  considerando  expresa  en  s^  te-» 
x\pv  literal, 
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Para  verlo  así  con  claridad,  basta  saber  que  no  hay 
TEXTO  EXPRESO  cn  la  Constitución,  decimos  más,  que 
no  puede  haberlo,  que  prohiba  li  los  Estados  im- 
poner derechos  á  Lis  mercancías,  á  los  productos  mis- 
mos de  su  suelo,  cuando  tales  derechos  alcen  el  valor 
de  la  mercancía  que  sale  por  un  puerto.  Y  si  ese  tex- 
to no  existe,  como  es  la  verdad,  nosotros  y  con  noso- 
tros todos  los  que  respeten  la  ley,  sostendremos  con- 
tra la  autoridad  de  la  Corte,  que  los  Estados  pueden 
decretar  contribuciones  sobre  los  productos  de  su  sue- 
lo, aunque  encarezcan  esos  productos,  aunque  alcen 
su  valor,  aunque  sean  un  recargo  sobre  la  exporta- 
ción. '  • 

dijimos  que  ese  texto  no  podia  existir  en  la  Cons- 
titución: habria  sido  preciso  que  los  constituyentes 
hubieran  estado  atacados  de  demencia  para  que  ellos 
que  quisieron  constituir  Estados  soberanos  en  su  ré- 
gimen interior,  les  hubieran  prohibido,  so  pretexto  de 
no  gravar  la  exportación,  imponer  hasta  la  contribu- 
ción directa  sobre  los  predios.  El  algodón,  el  café, 
el  tabaco,  cuantos  productos  agrícolas  salen  de  un  Es- 
tado, llevan  en  su  valor  el  recargo  que  les  ocasiona  la 
contribución  directa  que  causan  las  tierras  ¿Habrá 
quien  sostenga  que  esa  contribución  directa  es  anti- 
constitucional, porque  se  convierte  necesariamente  en 
exportación,  luego  que  esas  mercancías  caminan  con 
destino  á  un  puerto,   porque  ella  alza  el  valor   de  la 

mercancía ?     Y  lógicamente  atí  habria  de  soste- 

nerse;  de  los  principios  de  la  argumentación  que  refu- 
tamos, esa  extraña,  absurda  consecuencia  se  deduce. 
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Süio  fiueriendo  los  coiislí láyenlos  burlarse  cíe  sü  obi'Hí 
pudieron  híibcr  prohibido  á  losJ  Estados  el  imponer 
derechos  sobre  productos  agr .'colas,  minórale?,  indus-. 
triales,  etc.,  para  quo  no  e.?os  derechos  fueran  en  úl- 
timo análisis  ¡í  encarecer  el  valor  y  á  convertirse  en 
exportación  á  su  salida  por  un  puerto Estable- 
cer tal  prohibición  y  hacer  imposible  la  Federación,  es 
una  misma  cosa:  asegurar  la  soberanía,  no  ya  la  viJa 
en  su  régimen  interior,  y  quitarles  á  los  Estados  sus 
rentas  porque  ellas  pudieran  ser  un  aumento  de  las 
federales  que  se  causan  á  la  exportación,  habría  si- 
do una  obra  de  demencia  en  el  Congreso  constitu- 
yente.                                       * 

Con  que  si  ni  existe  ni  existir  puede  en  el  régimen 
federal  semejante  prohibición,  tendremos  forzosamen- 
te que  inferir  que  los  conceptos  ([ue  nos  ocupan  del 
considerando  de  la  íjentencia,  no  sirven  mas  que  para 
acreditar  otra  nueva  y  grave  violación  de  la  Consti- 
tución. 

La  Corte  hace  gran  mérito,  dá  grande  valor  ¡í  las 
í.ircunstancias  de  c[ue  la  moneda  i)ague  el  5  pg  de 
exportación  y  camine  con  guias  para  el  puerto.  No 
olvidando  que  tales  circunstancias  fueron  exigidas  })or 
la  ley  de  O  de  Diciembre  do  71,  detengámonos  por 
un  momento  á  considerar  si  ellas  pueden  alterar  los 
principios  constitucionales  que  hemos  expuesto. 

;,Qué  influencia  puede  tener  en  la  interpretación  de 
un  texto  de  la  Constitución  el  hecho  de  que  el  go- 
bierno exija  el  derecho  de  exportación,  no  en  el  puer- 
to en  duiíde  se  causa,  sino  en  el  lugar  donde  la  mone- 
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da  es  extrae?  Mejor  que  decirlo  nosotros,  copiare- 
mos lo  que  el  C.  Gobernador  expuso  en  su  nota  á  la 
Suprema  Corte. 

"'Una  ley,  ley  de  circunstancias,   la  que  jamas  po- 
drá alterar  la  inteligencia  de  un  texto  constitucional, 
previno  que  las  jefaturas  de  hacienda  cobren  los  de- 
rechos de  exportación  que  causa  la  plata  acuñada  que 
en  pesos  fuertes  se  dirija  á  los  puertos,  expidiendo  la 
guia  respectiva;  esta  ley   es  la  de  9  de  Diciembre  de 
1871.     Para  evitar  fraudes  y  contrabandos  y  no  pa- 
ra alterar  la  significación  gramatical  déla  palabra  «ex- 
portación,» la  Federación  dispuso  que  sus  derechos  de 
exportación  que  se  causasen  solo  en  ¡os  piie/to!,  se  co- 
braran anticipados  en  el  lugar  de  la  extracción.     Si 
bien  después  de  1871  se  pudo  decir  que  exportar  pe- 
sos fuertes  es  sacar  guias  federa  'es  con  intmcion  de 
lleoarlos  á  un  pnerlo,  antes  de  ese  año  esa  definición 
no  solo  era  di&paratada,  sino  imposible,  porque  antes 
de  ese  año  las  guias  de  los  pesos  fuertes  no  se  podian 
dar  por  las  jefaturas  de  hacienda.     ¿Se  entiende  de 
un  modo  el  texto  constitucional  ho}'-,  después  de  1871 , 
y  de  otro  antes  que  la  ley  de  ese  año  se  expidiera? 
¿Qué  poder  tuvo  esa  ley  que  así  alteró  no  solo  la  in- 
teligencia de  ese  texto,  sino  hasta  la  significación  de 
las  palabras  del  idioma?" 

Tienen  respuesta  estas  reflexiones?  Digalo  el  sen- 
tido común. 

Pero  hay  mas  aún:  la  Corte  ha  establecido  lo  que 
pudiéramos  llamar  una  presunción  jaris  et  ríe  jure, 
una  presunción  que  no  admite  prueba  en  contrario:  el 
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cunero  que  paga  el  5  pg  de  exportación  y  que  Fa- 
ca guias  federales  con  destino  á  los  puertos,  necesa- 
riamente se  exporta.     Puede  esto  admitirse? 

Sin  reconocer  en  la  Corte  la  facultad  de  erigir  en 
verdades  jurídicas  inatacables  ciertas  presunciones  más 
ó  menos  fundadas,  facultad  que  solo  al  legislador  com- 
pete, no  cabe  en  los  límites  de  lo  racional,  de  lo  po- 
sible, asegurar  que  el  dinero  f[ue  ha  pagado  ese  dere- 
cho de  exportación,  y  ({ue  camina  con  guias  federales, 
necesariamente  va  á  ser  exportado  del  país  por  su  due- 
ño. Si  el  le.üishidor  de  la  República  tal  aserto  en 
presunción  jtiris  et  de  jure  convirtiese,  tendría  por  res- 
puesta de  su  credulidad  una  homérica  carcajada  de  los 
comerciantes  que  en  negocios  de  exportación  de  cau- 
dales estén  versados. 

El  Gobierno  del  Estado  expuso  con  claridad  las  ra- 
zones por  las  que  no  es  cierto  ni  con  mucho  que  la 
moneda  que  camina  con  guias  federales,  necesariamen- 
te se  exporta  por  su  dueño,  y  aunque  la  Corte  de  esas 
razones  no  quiso  hacerse  cargo,  no  son  \)oy  ello  menos 
incontestables.  Copiaremos  lo  que  sobre  el  particu- 
lar el  (lobierno  expuso  á  la  Corte,  siquiera  para  que 
se  vea  cumo  la  autoridad  de  esta  ejecutoria  no  puede 
matar  la  brillantez  do  la  verdad.  Que  los  comercian- 
tes honrados  respondan  por  nosotros! 

"El   Gobierno creyó   conveniente  indicar  que 

no  podia  quedar  al  arbitrio  del  comerciante  el  pagar  u 
no  el  derecho  de  extracción  de  caudales,  como  lo  es- 
taba el  designar  en  las  guias  que  pidiera  los  puntos 
de  escala  ó  final   deslino  para  sus  fondos.     Cree  el 
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abogado  que  á  los  quejosos  ha  diri^'ido,  ridiculizar  esas 
indicaciones  del  Gobierno,  preguntando:  "¿Quién  ha- 
brá bastante  estólido  para  suponer  una  exportación 
que  lo  obliga  al  5  p^ ,  prefiriendo  el  pago  de  este  5 
p§  de  la  Federación,  al  1  y  medio  p§  del  Estado? 
Hay  suposiciones  tan  absurdas  que  basta  enunciarlas 
para  que  se  desvanezcan"  (pag.  49  del  alegato). 

"Para  que  se  vea  que  el  Gobierno  ha  tenido  razón 
en  sus  temores  de  ver  defraudadas  las  rentas  del  Es- 
tado, bastarale  entrar  en  los  detalles  de  las  operacio- 
nes mercantiles  que  en  los  dias   do  conducta  se  prac- 
tican.    Un  comerciante  de  esta  plaza,  que  no  impor- 
ta ni  exporta,  ni  tiene  negocios  con  el  extranjero,  sa- 
be que  en  Colima,  Manzanillo,  Guaymas  ó  Acapulco, 
tienen  los  pesos  de  águila  un  premio.     Para  ganarlo 
pone  en  conducta  veinte  mil  pesos,  por  ejemplo,  y  pa- 
ga su  5  p^  á  la  Federación  y  pide  guias  con  esca- 
la en  Colima  y  con  final  destino  en  alguno  de  esos 
puertos.     En  aquella  capital,  ó  bien  en  Guaymas,  ven- 
de á  buen  precio  sus  fondos,  á  quien  para  exportarlos 
los  compra,  y  al  hacer  esta   operación,   hace   que  el 
comprador  le  indemnice  ese   5  p§  que  en  otro  caso 
tendria  él  que  pagar.     ¿Qué  resultado  dá  esta  opera- 
ción?    Vender  con  buena  utilidad  los  veinte  mil  pe- 
sos, indemnizarse  del  5  p§  federal  y  H^^defraudar 
al  erario  de  donde  esos  fondos  han  salido,  su  derecho 
de  extracción  de  caudales. ^=^^     ¿Habrá  comercian- 
te tan  estólido,  se  puede   preguntar,  que  ignore  todo 
esto,  y  que  no  sepa  que  diciendo  que  tiene  intención 
de  exportar,  y  sacando  una  guia  federal  y  pagando  el 
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5  pg  de  exportación,  encontró  ya  el  camino  segare 
y  fácil  de  no  volver   á  pagar  un  solo  centavo  al  Es" 

tado  por  eíxtraccion  de  caudales? 

"Tan  es  cierto  todo  esto,  que  lo  que  en  este  momen- 
to está  pasando  en  esta  ciudad,  lo  pono,  con  hechos 
para  nadie  ignorados,  ni  por  nadie  dudados,  en  bri- 
llantísima evidencia.  El  comercio  de  (jruadalajara  no 
tiene  fondos  en  México  para  sus  pagos,  para  sus  ne- 
cesidades, sus  negocios,  y  el  premio  del  cambio  ha  su- 
bido por  esto  muy  considerablemente.  Vna  casa  de 
México  ha  mandado  á  Guadalajara  un  agente  que  lle- 
ve una  conducta  para  aquella  capital,  conducta  cuyos 
fondos  sirven  solo  para  las  necesidades  del  cambio  en- 
tre las  dos  plazas.  Sin  embargo  de  que  nadie  puede 
negar  este  hecho,  se  trata  de  pedir  un  nuevo  amparo 
por  esa  conducta,  bastando,  en  sentir  de  los  comer- 
ciantes, pedir  guias  federales  con  escala  en  México  y 
fmal  destino  en  Veracruz,  }'■  pngando  un  5  p§  de  ex- 
tracción, 5  pg  que  no  perderán  en  ningún  caso,  por- 
que él  siempre  servirá  para  llevar  otros  caudales  de 
México  á  Veracruz.  Tratándose,  pues,  en  la  próxi- 
ma conducta  de  un  negocio  do  comercio  ínter,  nr,  de 
una  operación  relativa  al  cambio  entre  México  y  Gua- 
dalajara, bastará  pedir  guias  para  Veracruz,  para  de- 
fraudar los  derechos  del  Estado.  ¿Podrá  la  Federa- 
ción amparar  este  fraude,  podrá  haber  querido  la  ley 
de  O  de  Diciembre  de  1871,  al  asegurar  sus  derechos 
de  exportación  exigiéndolos  anticipados  en  el  lugar  de 
la  extracción,  autorizar,  consagrar  el  contrabando  que 
se  haga  á  los  Estados  por  sus  derechos  locales?" 
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Una  reflexión  para  concluir.  Varios  de  los  quejo- 
sos llevaron  guias  con  escalas  para  Colima  y  final  des- 
tino á  Manzanillo;  estas  fueron  amortizadas  en  aque- 
lla plaza;  así  lo  prueban  las  tornaguías  respectivas.  Es- 
te hecho  que  lo  sabe  la  Corte,  como  lo  acredita  el  oficio 
que  publicamos  al  calce,  prueba  que  ese  dinero  se  ven- 
dió (j  negocio  en  Colima,  porque  asi  convino  á  su  due- 
ño, sin  que  éste  lo  exportara.  Ese  hecho,  que  es  una 
protesta  viva  contra  la  sentencia,  está  acusando  de 
inexactas,  de  falsas  las  apreciaciones  que  hizo  el  pri- 
mer considerando  de  la  sentencia:  ese  hecho,  con  la 
fuerza  irresistible  de  la  verdad,  confunde  ante  el  tri- 
bunal de  la  razón  la  autoridad  de  la  ejecutoria  de  la 
Corte! 

"Secretaría  del  Supremo  Gobierno  del  Estado  de 
Jalisco. — Gobierno  supremo  del  Estado  de  Jalisco. — 
Sección  de  hacienda. — Núm.  956. — El  administrador 
de  alcabalas  de  esta  capital  dice  á  la  secretaría  de  Go- 
bierno en  oficio  de  ayer: 

"En  cumplimiento  del  acuerdo  de  la  Legislatura, 
fecha  16  de  Marzo  de  1869,  para  que  las  obligaciones 
por  tornaguías  se  devuelvan  á  los  responsables  cuan- 
do presenten  aquellos  comprobantes  del  pago  de  dere- 
cho, entregué  al  Sr.  D.  Ángel  B.  y  Puga  la  responsi- 
va correspondiente  á  la  guia  expedida  por  esta  adua- 
na bajo  el  núm.  58,  el  dia  13  de   Enero  último,  para 
$5500  que  puso  en  la  conducta  de  caudales  que  se 
despachó  en  esa  fecha  de  esta  ciudad  para  el  Manza- 
nillo, no  obstante  estar  pendiente  la  resolución  supre- 
ma sobre  el  amparo  que  el   Sr,   Puga,  en  unión  de 
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otros  comerciantes,  pidieron  á  los  tribunales  de  la  Fe- 
deración pretendiendo  eximirse  del  pago  del  derecho 
de  extracción  que  el  Estado  ha  impuesto  á  los  cauda- 
les que  salgan  de  su  territorio. 

Tanto  por  esta  circunstancia  como  por  la  de  que  la 
tornaguia  mencionada  ha  sido  expedida  por  la  aduana 
terrestre  de  Colima,  á  la  vez  que  la  guia  de  esta  ad- 
ministración fué  podida  para  el  «Manzanillo  para  su 
embarque,))  según  se  servirá  vd.  verla  entre  la  noti- 
cia de  guias  publicadas  entre  los  documentos  oficiales 
relativos  al  juicio  de  amparo;  tengo  la  lionra  de  ad- 
juntar íí  esta  nota  con  calidad  devolutiva,  la  tornaguia 
195  á  que  me  refiero,  para  conocimiento  del  ciudada- 
no Gobernador  y  á  fin  de  recabar  su  aprobación  res- 
pecto á  la  devolución  de  la  responsiva,  y  saber  si  de 
la  misma  manera  puedo  hacerlo  con  las  demás  de  es- 
te género,  sin  embargo  de  estar  pendiente  la  resolu- 
ción suprema." 

Tengo  la  honra  de  trascribirlo  á  vd.  acompañándo- 
le copia  de  la  tornaguia  que  se  refiere,  para  que  im- 
puesta la  Suprema  Corte  de  su  contenido,  se  sirva  de- 
clarar como  se  le  tiene  pedido  en  el  informe  que  le  re- 
mitió este  Gobierno  con  fecha  22  del  príjximo  pasa- 
do, que  los  comerciantes  do  que  se  trata  están  obli- 
gados íí  satisfacer  al  Estado  los  derechos  que  le  cor- 
responden por  la  extracción  de  caudales  que  motivó 
el  amparo  de  que  se  ocupa,  teniendo  presente  que  la 
tornaguia  que  se  le  remite,  procede  de  la  aduana  ter. 
rastre  de  Colima,  cuando  la  guia  fué  pedida  con  final 
destino  al  Manzanillq,  domostráa^ose  con  tal  docu- 
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mentó  que  los  caudales  que  se  asegura  serán  exporta- 
dos, no  se  extraen  sino  para  colocarlos  en  plazas  in- 
teriores para  negociar  con  dichos  fondos  sus  dueños, 
constituyendo  tales  actos  un  tri'ifico  de  comercio  inte- 
rior que  pueden  Icgalmente  gravar  los  Estados,  v  que 
no  prohibiendo  á  estos  la  Constitución  poner  derechos 
de  extracción  á  los  efectos  nacionales  que  se  extrai- 
gan de  su  territorio,  no  puede  quedar  al  arbitrio  de 
los  interesados  defraudar  esos  derechos  con  solo  peur 
una  guia  con  destino  á  un  puerto. 

Independencia  y  libertad.  Cluadalajara,  Marzo  28 
de  1874. — Igwicw  L.  Val'arla. — Fermín  G.  Rios- 
tra, secretario. — Ciudadano  presidente  de  la  Suprema 
Corte  de  Justicia.— México." 

Es  copia  que  certifico.  Guadalajara,  Marzo  22  de 
1874. — Fenmn  G.  Riesíro,  secretario." 

ARTICULO  III. 

Si  el  primer  considerando  de  la  sentencia  paten- 
tiza que  la  Corte  ha  violado  los  preceptos  constitu- 
cionales mas  terminantes,  vulnerando  y  restringiendo 
arbitraria  y  caprichosamente  la  soberanía  de  los  Es- 
tados; si  ese  considerando  constituye  ya  un  grave  de- 
lito, los  que  siguen  u  continuación,  el  2*?,  o",  4*?  3^  5°, 
atestiguan  que  lo  que  menos  se  hizo  en  e\  juicio  de 
amparo,  í^d  juzgar:  que  se  legisló  rtform  inio  el  Pac- 
to federal,  como  ni  el  mismo  Concreso  de  la  Union 
puede  hacerlo:  que  se  infringieron  no  solo  precep- 
tos de  la  Constitución,  sino  que  se  hollaron  todos  los 


principios  que  determinan  la  naturaleza  y  airlbucio- 
nes  de  los  tribunales,  principios  que  se  han  respetado 
hasta  por  las  tiranías  más  ominosas.  Trataremos  de 
probar  estos  conceptos. 

Comenzaremos  por  recordar  ciertas  máximas  fun- 
damentales que  la  sentencia  que  nos  ocupa  desconcce. 
En  un  juicio  no  se  puede,  no  se  debe  hacer  otra  cosa 
que  aplicar  una  ley  preexistente  á  un  caso  especial 
bajo  su  imperio  ocurrido:  la  misión  de  los  tribunales 
se  limita  á  hacer  la  aplicación  de  las  leyes  generales 
á  los  casos  particulares.  La  sentencia  en  los  juicios 
no  debe  ser  más  que  la  decisión  del  juez  «obre  la  cau- 
sa ante  él  controvertida,  decisión  que  teniendo  por  ba- 
se el  precepto  de  la  ley  y  los  hechos  probados  en  el 
proceso,  absuelve  o  condena  al  demandado.  La  sen- 
tencia por  esto,  en  sentir  de  los  prácticos,  está  cons- 
tituida por  un  verdadero  silogismo;  la.  prop os ic i oti  ma- 
yor lo  es  la  ley:  «el  que  viola  el  derecho  ageno,  sufre 
tal  pena:»  la  proposición  menor  la  dan  los  hechos  ale- 
gados y  probados:  «es  asi  que  N  violó  el  derecho  de 
J -.))  j  \'d  co7ise'^U€JK¿a  la  forma  la  decisión  del  juez 
aplicando  la  ley  al  caso  controvertido:  «luego  N  debe 
sufrir  la  pena  tal.»  Tan  incontrovertibles  son  estos 
jirincipios,  que  tratar  de  probarlos  seria  perder  lasti- 
mosamente el  tiempo. 

;,Quc  se  diria  de  un  juez  de  lo  civil  que  al  fallar  un 
uleito  sobre  hipotecas  legales,  por  ejemplo,  llenara  su 
sentencia  de  considerandos  fdosófico-económicos  para 
demostrar  la  conveniencia  de  la  supresión  de  esas  hi- 
potecas, y  concluyera  declarando  contra  el  prccepio 
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fie  ia  ley  vigente  que  el  acreedor  no  tiene  los  dereclios 
que  éste  le  dá ?  ¿Se  puede  concebir  monstruosi- 
dad mayor  que  esa  que  convierte  ai  jiuz  en  legis- 
lador  P 

Los  juicios  de  amparo,  juicios  son  también  sujetos 
íí  aquellas  máximas  que  la  filosofía  y  la  jurispruden- 
cia consagran  de  consuno,  y  la  sentencia  que  en  ellos 
se  pronuncia,  no  puede  ser  sino  la  aplicación  de  la  ley 
preexistente,  la  fundamental  de  la  República,  al  caso 
especial  sobre  que  verso  el  proceso:  no  puede  ser  sino 
la  consecuencia  del  silogismo  de  que  antes  hablamos. 
«El  art.  111  de  la  Constitución  prohibe  á  los  Estados 
acuñar  moneda  y  declara  que  esto  es  de  la  atribución 
exclusiva  del  poder  federal;»  proposición  mayor:  «es 
así  que  Jalisco  acuña  moneda,  según  lo  alegado  y 
probado;»  proposición  menor:  luego  Jalisco  invade  las 
atribuciones  del  poder  federal;  consecuencia:  conse- 
cuencia que  seria  la  legítima  decisión  del  amparo  eu 
ese  caso  hipotético. 

Si  los  juicios  de  amparo,  en  su  calidad  de  tales,  ú 
esas  reglas  generales  á  todos  los  juicios  están  sujetos, 
su  naturaleza  especial  como  un  recurso  por  la  Consti- 
tución creado  para  asegurar  la  inviolabilidad  de  todas 
las  garantías  que  ella  consigna,  para  mantener  el  equi- 
librio entre  la  fuerza  del  poder  central  y  de  lo':  pode- 
res locales,  sin  quéminguno  de  ellos  órbita  agena  in- 
vada; la  naturaleza  especial,  decimos,  del  juicio  de 
amparo,  á  grito  herido  está  diciendo  que  él  no  puedo 
ser  más  que  el  examen  sobre  la  conformidad  6  incon- 
formidad de  una  ley  o  acto  reclamados  con  un  texto 
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(l;ulo  fie  la  Constitución,  y  que  la  rente ncia  en  el  anv 
paro  no  puede  íi  otra  cosa  cxtenflerse  que  á  declarar 
?i  lüiy  o  no  esa  conformidad  en  el  ca?:o  especial  sobro 
(pie  A-ersa  el  proceso.  Falta  el  lin,  se  adultera  el  ob- 
jeto del  juicio  de  amparo  desde  el  momento  que  en  rl 
se  hace  otra  cosa  que  comparar  el  acto  reclamado  con 
texto  determinado  de  la  Constitución:  diremos  más 
todavía:  es  contraproducente  el  Un  del  amparo  si  en 
lugar  de  encerrarse  en  ese  límite,  invoca  teorías  filo- 
sóficas o  económicas,  ó  conveniencias  internacionales 
para  sustituirlas  al  texto  constitucional:  de  este  mo- 
do, los  amparos  serian  una  victlacion  no  interrumpida 
de  la  ley  fundamental,  en  lugar  de  ser  el  recurso  que 
asegure  en  favor  del  individuo,  del  Estado  ó  de  la 
Federación,  la  inviolabilidad  de  la  Constitución. 

Clarísimas  como  todas  estas  verdades  nos  parecer, 
puédense  todavía  hacer  tangibles,  cuando  ;i  casos  es- 
peciales se  apli(|uon.  Se  celebra  un  tratado  diplo- 
mático f(ue  alfera  las  ü^nrantia^  que  la  Com^títucifn 
o'orga  al  h'-mhre  y  al  ciudadano  (;irt.  1  ">  de  la  Cons- 
titución): el  ciudadano  lí  cuyo  poi'juicio  esa  alteración 
se  hace,  pide  amparo:  pues  debe  concederse  sin  que  á 
la  Corto  sea  lícito  alegar  las  conrenitncia^  iiilnmc- 
cionahs  de  que  el  tratado  se  cumpla:  si  no  se  hace 
así,  en  lugar  de  asegurar  ese  amparo  la  inviolabilidad 
de  la  Constitución,  es  su  violación  mas  flagrante.  Un 
Estado  de  la  Federación  impone  una  contribución  di- 
recta que  recarga  el  valor  do  una  mercancía  que  va  á 
exportarse:  si  el  amparo  que  en  tal  motivo  te  funde 
se  concede  cuando  la   Constituí-ion  no  imi>one  esa 
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prohibición  á  los  Estados,  no  .=e  mantiene  el  equili- 
brio federal,  sino  que  se  permite  al  centro  invadir  la 
órbita  en  que  los  Estados  deben  girar:  ese  amparo, 
aunque  todas  las  teorías  económicas  lo  abonen,  no  ga- 
rantiza Li  inviolabilidad  de  la  Constitución,  es  su  vio- 
lación más  completa.  La  autoridad  federal  pretende 
imponer  su  código  mercantil  á  los  Estados;  ti  el  am- 
■  paro  por  esto  pedido  se  niega,  aunque  se  aleguen  to- 
das las  teorías  filosóficas  que  la  unificación  de  la  le- 
gislación reclaman,  ese  amparo,  lejos  de  cuidar  de  la 
inviolabilidad  de  la  Constitución,  la  viola  ú,  ciencia 
cierta.  En  todos  esos  casos,  en  cualquiera  que  se 
imngine,  aparece  de  bulto  esta  verdad:  si  en  lugar  de 
comparar  con  el  texto  constitucional  la  lev  reclama- 
da ]}SiVn.  j uzgar  de  su  mutua  conformidad,  se  discuten 
en  el  terreno  de  las  abstracciones  teorías  internacio- 
nales, filosóficas  ó  econúmicas,  para  concfenar  ó  ab- 
solver á  la  ley  reclamada,  la  institución  de  los  ampa- 
ros, lejos  de  ser  la  sabia  institución  que  hace  á  los 
tribunales  guardianes  de  la  Constitución,  llega  á  ser 
una  bárbara  monstruosidad  que  convierte  á  esos  tri- 
bunales en  legisladores  sobre  todos  los  legisladores  de 
la  República,  en  tiranos  cuyo  capricho  y  arbitrarie- 
dad ninguna  ley,  ni  la  fundamental,  limita. 

Expuestos  estos  principios  que  no  defendemos  no- 
sotros, sino  que  la  jurisprudencia  universal,  la  sana 
filosofía  de  las  instituciones  federales  ponen  fuera  do 
toda  discusión,  podemos  ya  descender  á  hablar  de  los 
considerandos  ségúnclo,  tercero,  cuarto  v  qufnto  do  \^ 
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Si  en  la  República  el  legislador  central  dijera  un 
dia:  «Considerando  que  la  moneda  es  una  mercan- 
cía especialisima  que  debe  sujetarse  ú  leyes  especia- 
les en  su  producción,  circulación,  extracción  y  expor- 
tación: que  la  necesidad  de  conservar  su  valor  afecta 
á  todos  los  pueblos  de  la  tierra,  supuesto  que  es  el 
tipo  de  los  valores  del  comercio  universal;  que  los  go- 
biernos extranjeros  han  celebrado  convenciones  inter- 
nacionales con  esc  fin,  y  que  al  de  México  pudiera 
convenirle  entrar  también  en  tratados  sobre  el  parti- 
cular, se  decreta:  Solo  el  poder  central  podrá  impo- 
ner contribuciones  sobre  la  plata  desde  su  extracción 
de  las  minas  hasta  su  exportación  al  extranjero:»  si 
un  legislador  eso  mandara  en  la  República  y  talje- 
gislador  fuera  S.  A.  S  ,  inclinaríamos  nuestra  frente 
ante  las  ampliar  facultades  del  dictador;  pero  si  tal 
legislador  -facra  un  Congreso  constitucional  que  no 
tiene  más  facultades  que  la  treinta  que  señala  el  art. 
72  de  la  Constitución,  nosotros  levantarianios  nuestra 
voz  para  probar  con  ese  artículo,  con  el  117  y  con 
otros  del  Cúdigo  fundamental,  que  ese  Congreso  ha- 
bla usurpado  á  los  Estados  sus  derechos  soberanos  y 
que  habia  roto  el  pacto  federal,  alterándjolo  fuera  de 
la  forma  en  que  es  lícito  refinunrlo,  es  decir,  de 
acuerdo  con  la  aprobación  de  las  partes  contratantes: 
(j[ue  ese  Congreso  se  hacia  digno  de  un  enérgico  voto 
de  censura  de  todos  los  Estados  á  cuya  soberanía  ha- 
bia traicionado ! 

Y  aunque  se  nos  dijera  que  aquellos  considerandos 
son  la  expresión  de  las  teorías  económicas  mas  sanas, 
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que  es  un  error  creer  que  la  exportación  ele  la  plata 
empobrece  á  un  país,  porque  el  extranjero  le  da  va- 
lores en  cambio:  que  es  una  prueba  de  riqueza,  un 
gran  movimiento  de  exportación  y  de  importación, 
etc.,  etc.;  aunque  todo  eso  Be  nos  dijera,  nosotros  re- 
plicariaraos  que  tantas  y  tan  buenas  teorías  económi- 
cas á  proposito  serian  para  adtci'nar  el  pacto  fede- 
ral, imponiendo  á  los  Estados  una  prohibición  que  hoy 
no  tienen;  pero  adicionándolo  en  la  forma  legal,  es  de- 
cir, solicitando  la  aprohacion  de  las  partes  contratan- 
tes y  no  atropellando  sus  derechos:  nosotros  diriamos 
que  mientras  esto  no  se  hiciera,  mientras  no  se  cum- 
pliera lo  que  el  art.  127  de  la  Constitución  dispone, 
ninguna  conveniencia,  ninguna  teoría  ceconomica  pue- 
de autorizar  á  reformar  un  pacto  contra  la  voluntad 
do  uno  de  los  contraj^entes:  nosotros,  en  fin,  negaria- 
mos  al  Congreso  constitucional  la  facultad  para  ex- 
pedir aquella  ley,  y  no  la  reconoceríamos  legitima  si 
no  emanara  del  poder  constituyente  de  que  aquel  art. 
127  habla. 

Solo  en  ese  poder  hay  competencia  para  imponer  á 
los  Estados  nuevas  prohibiciones  que  su  soberanía  li- 
miten, porque  solo  á  él  le  es  lícito  reformar  6  adido  ■ 
ttar  la  Constitución.  Si  las  dos  terceras  partes  de 
los  diputados  al  Congreso  de  la  Union  votan  en  fa- 
vor de  la  centralización  del  impuesto  sobre  los  meta- 
les preciosos,  si  la  mayoría  de  las  liCgislaturas  de  los 
Estados  por  las  teorías  económicas  que  conocemos, 
consienten  en  no  imponer  ni  á  sus  minas  contribución 
alguna,  el  pacto  federal  quedaría  legítimamente  adi- 
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cionado  con  esta  nueva  prohibición:  «Los  Estados 
no  pueden  decretar  impuesto  alguno,  cualquiera  que 
Gea  su  denominación  6  carácter,  á  la  producción,  cir- 
culación y  extracción  do  la  moneda.)) 

Pero  no  es  el  legislador  constituyente  ni  el  consti- 
tucional, ni  aan  el  dictador,  quien  aquella  ley  sobre 
exención  de  todo  impuesto  local  ú  la  moneda  ha  ex- 
pedido: es  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  quien  en 
una.  sentencia  de  amparo  ha  hecho  esas  declaracio- 
nes      ¿Se  pudiera  esto  creer  si  no  lo  estuviéramos 

viendo?  ¿Habrá  palabra  alguna  que  exprese  la  enor- 
midad de  este  inconcebible  abuso? 

El  profundo  respeto  que  debemos  á  la  más  alta  au- 
toridad judicial  de  la  República,  no  nos  deja  calificda 
el  atentado  que  se  comete,  so  pretexto  de  juzgar,  re- 
usurpar  las  facultades   que    competen  al  legislador 

constituyente Pero   como   poner  en  claro  esa 

usurpación,  usurpación  en  perjuicio  de  los  Estados  co- 
metida, es  para  nosotros  cumplir  con  el  deber  que  nos 
hemos  impuesto  de  defender  la  soberanía  de  Jalisco, 
tenemos  que  llenar  aún  esta  parte  de  nuestra  penosa 
tarea. 

La  declaración  de  que  Jalisco  ha  invadido  la.  esfera 
del  poder  federal  imponiendo  derechos  locales  á  la  mo- 
neda, es  la  consecuencia  de  un  silogismo,  cuya  prnpn- 
sicion  mayor  debiera  ser  un  texto  exprem  (art.  117) 
que  prohibiera  á  los  Estados  gravar  la  producción, 
circulación  y  extracción  de  la  plata;  pero  ese  texto 
m  e,\iatej  f^lta,  pues,  hprppo^ípion  rf}a¡^pr^  y  Ift  qqp. 
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.secuencia  que  lo  es  la  resolución  de  la  Corte,  lejos  de 
ser  aplicación  de  una  ley  que  no  existe,  es  la  yiolíi- 
cion  de  todas  las  máximas  que  dan  por  wiica  atribu- 
ción al  poder  judicial,  la  de  aplicar  les  leyes  á  casos 
particulares. 

En  el  juicio  de  amparo  se  trata  de  averiguar  si  el 
acto  redamado  choca  con  algún  texto   constituciona[ 
cuya  inviolabilidad  se  reclama.     No  se  disputa  ni  dis- 
putarse puede,   si  ese  texto  es  bueno  6  malo;  si  las 
teorías  económicas,  si  las  conveniencias  internaciona- 
les,  si  la  razón  filosófica  lo  condenan  6  siquiera  lo  re- 
forman; si  esta  fuera  la  cuestión,  solo  con  plantearla, 
el  texto  quedaria  violado.     ¿Cómo,  pues,  la  Corte  sin 
decir  cuál  es  ese  texto  que  la  ley  de  Jalisco  viola,  ha 
condenado  á  Jalisco?     ¿Cómo  en  nombre  de  teorías  y 
de  conveniencias,  teorías  y  conveniencias  que  por  más 
indisputables  que  se  supongan,  jamás  estarán  á  la  al- 
tura de  la  ley  fundamental,  se   pretende  que  Jalisco 
ncepte  una  prohibición  que  no  consintió,  que  no  cons- 
ta en  el  contrato  que  celebró?  Sustituir  al  texto  cons- 
titucional esas  teorías,   es  desnaturalizar  el  juicio  de 
amparo,  es  anteponer  la  arbitrariedad   á  la  ley,  es  le- 
gislar reformando  la  Constitución  en  el  sentido  de  ta- 
les teorías;  es  usurpar  las  atribuciones  del  poder  cons- 
tituyente, único   poder  á  quien   es  lícito   elevar  esas 
teorías  á  la  categoría  de  ley  fundamental  de  la  Repú- 
blica . 

Monstruosa  confusión  de  todos  los  principios  se  ne- 
cesita para  fundar  ung,  sentencia,  no  en  la  ley,  sino  en 
las  razones  que  militen   para  derogar  ('  adicionar  esa 
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ley:  es  preciso  nada  menos  que  confundir  las  atrllDií- 
ciones  del  juez  con  la  tnision  del  legislador,  del  juez 
que  aplica  la  ley  tal  como  es  y  del  legislador  que  for- 
mula la  ley  como  las  teorías  científicas  ó  la  conve- 
niencia pública  lo  reclaman.  ¿Habrií  quién  de  esto 
dude?  No  crecemos  que  sea  posible  dudar  de  la  evi- 
dencia. Y  si  modificar  una  ley  común  so  pretexto 
(le  juzgar,  es  hacer  esa  monstruosa  confusión  de  los 
principios  más  rudimentales  sobro  la  organización  y 
atribuciones  de  los  poderes  públicos,  ¿qué  nombre  me- 
recerá el  reformar  la  ley  fundamental,  ley  sagrada 
que  no  puede  tocar  ni  el  mismo  legislador  constitu- 
cional?   

Los  considerandos  segundo,  tercero,  cuarto  y  quin- 
to de  la  sentencia,  son  la  exposición  de  teorías  econó- 
micas, de  conveniencias  internacionales  que  distan  mu- 
cho de  ser  un  texto  expreso  de  la  Constitución,  texto 
necesario  para  que  ellas  se  pudieran  citar  como  razón 
ile  una  prohibición  para  los  Estados:  esos  consideran- 
dos, nunca  jamiis  podrán  ser  la  premisa  de  donde  ló- 
gica, jurídica  y  constitucionalmente  se  deduzca  que 
Jalisco  invade  la  esfera  del  poder  federal  al  decretar 
inq)uestos  sobre  la  moneda;  esos  considerandos,  f[uo 
invocados  por  el  Congreso  de  la  Union  para  establecer 
una  nueoa  pi^ohihicion  á  los  Estados,  seria  una  viola- 
ción del  Pacto  federal,  alegados  por  la  Corte  en  una 
sentencia  con  el  mismo  fin,  son preciso  es  decir- 
lo, el  atentado  más  grave,  más  funesto,  más  trascen- 
dental que  se  puede  imaginar.  Y  la  sentencia  en  ellos 
de  preferencia  se  funda!  Y  mientras  la  sentencia  ape- 
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ñas  habla  de  la  Constitución,  se  ocupa  muclio  de  las 
teorías  económicas  y  de  las  conveniencias  internacio- 
nales!  

Lo  repetimos:  protestamos  todos  nuestros  respetos 
á  la  Suprema  Corte  de  Justicia;   pero  ciudadanos  de 
una  República  democrática,  no  podemos  ver  con  ojo 
sereno  que  un  poder,  como  quiera  que  se  llame,  se  co- 
loque sobre  todas  las  leyes  y  las  despedace  so  pretex- 
to de  interpretarlas;  que  la  Corte  se  arrogue  la  facul- 
tad de  adicionar  la  ley  suprema  de  la  República,  y  de 
alterar  el  pacto  de  alianza  entre  los  Estados  contra 
la  voluntad  de  ésto?;  que  los  tribunales  puedan  legislar 
juzgando;  ([ue  se  entronice  en  el  Supremo  Poder  judi- 
cial la  dictadura  más  odiosa.     Creemos  defender  con 
esto  no  ya  la  soberanía  de  los  Estados,  no  ya  las  ins- 
tituciones federales,  sino  las  máximas,  los  principios 
que  han  permanecido  inviolables  aun  en  las  épocas 
más  luctuosas  de  la  historia:  «Los  jueces  juzgan:  nun- 
ca legislan.» 

ARTICULO  IV. 

Impugnamos  en  nuestro  anterior  articulo  los  cua- 
tro considerandos  de  la  sentencia,  no  por  otro  motivo 
sino  porque  las  razones  que  expresan,  las  teorías  que 
invocan,  buenas  si  se  quiere  para  que  la  ley  sea  refor- 
mada, lejos  de  fundar  una  sentencia  sirven  solo  para 
probar  que  el  tribunal  invadió  las  atribuciones  del  le  - 
gislador.'  Los  Tribunales  que  solo  pueden  «juzgar  y  sen- 
tenciar según  leyes  dadas  con  anterioridad  al  hecho  y 

exactamente  aplicadas  á  él,»   (art.  14  de  la  Constitu- 
id 
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cion)  cometen  un  gravísimo  delito  juzgando  conformé 
á  teorías  económicas  6  conveniencias  internacionales. 
Esta  fué  nuestra  última  conclusión  en  contra  de  la 
sentencia  que  atacamos.  Pero  en  aquel  artículo  no  hi- 
cimos el  examen  minucioso  de  las  razones  de  los  con- 
siderandos. Es  llegada  la  ocasión  de  emprender  este 
i  raba  jo. 

Dice  uno  de  ellos,  el  segundo,  que  aunque  la  mone- 
da bajo  ciertos  aspectos  es  una  mercancía  como  cual- 
quiera otra  sujeta  ;í  las  mismas  leyes  que  todas  en  su 
producción  y  consumo,  como  lo  acreditan  las  sanas  teo- 
rías de  la  ciencia  económica,  «bajo  otros,  conforme  á 
las  leyes  fundamentales  fitl  país,  se  considera  ^^^^1/ 
debe  considera rsr.^:^^^  como  una  mercancía  especia- 
lísima,  que  por  lo  mismo  debe  estar  sujeta  á  leyes  y 
condiciones  también  especiales. 

No  queremos  hablar  de  las  teorías  económicas:  en 
ninguna  parte  anda  mas  fuera  de  su  lugar  la  economía 
])olítica  que  en  una  sentencia:  nadie  tiene  una  prohi- 
líicion  más  absoluta  de  abrir  un  debate  económico,  por 
ejemplo  sobre  la  conveniencia  de  los  aranceles  con  to- 
das sus  restricciones,  que  el  juez  que  como  ley  esos 
aranceles  tiene  que  aplicar,  por  más  que  él  crea  con- 
veniente y  sana  la  teoría  del  comercio  libre.  El  Tri- 
bunal en  que  las  leyes  se  aplican,  no  es  el  Parlamen- 
to en  que  las  teorías  se  discuten  y  las  leyes  se  votan, 
digámoslo  por  última  vez.  Dejemos,  pues,  á  un  la- 
do esas  teorías  económicas  y  ocupémonos  de  las  leyes 
fundamentales  del  país  de  que  el  considerando  nos 
habla. 
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8i  se  nos  hubiese  dicho  cuál  es  el  artículo  de  la 
Constitución  que  considera  á  la  moneda  como  mercan- 
cía especialísima,  sujeta  á  la  legislación  federal  fiscal 
en  su  producción  y  consumo,  y  exenta  de  todo  im- 
puesto local,  más  aún,  si  algún  articulo  en  la  Consti- 
tución hubiera  que  eso  expresamente  dijera,  nosotros, 
lejos  de  atacar  la  sentencia,  seriamos  los  primeros  en 
reconocer  su  constitucionalidad,  en  proclamar  que  Ja- 
lisco habia  invadido  la  esfera  del  poder  federal  al  que- 
rer cobrar  el  1  y  medio  p§  de  extracción.  Pero  es 
lo  cierto  que  ese  artículo  no  existe,  y  que  no  solo  ex- 
presamente (nótese  que  esto  seria  preciso  según  el  art. 
117,  para  que  á  los  Estados  estuviera  prohibido  im- 
poner derechos  locales  á  la  moneda),  y  que  no  solo  ex- 
presa pero  ni  aun  siquiera  tácitamente  la  ley  funda- 
mental dice  lo  que  la  Corte  afirma.  Regístrese  ese 
Código  en  toda  su  extensión  y  aparecerá  probado 
nuestro  aserto. 

La  Constitución  no  habla  de  «moneda»  sino  en  dos 
partes:  en  la  fracción  XXIII  del  art.  72  y  en  la  frac- 
ción III  del  art.  111.  ¿Se  pretenderá  con  esos  tex- 
tos justificar  la  cita  que  la  sentencia  hace  de  la  ley 
fundamental  del  país  que  considera  á  la  moneda  co- 
mo mercancía  especialísima  exenta  de  todo  impuesto 
local?  Basta  leerlos  para  responder  negativamente  á 
esta  pregunta. 

Dice  la  fracción  XXIII  del  art.  72:  ^'El  Congreso 
de  la  Union  tiene  facultad: 

Para  establecer  casas  de  moneda,  fijar  las 

condiciones  que  ésta  deba  tener,  determinar  el  valor 


108 

de  la  extranjera  y  adoptar  ua  sistema  general  de  pe- 
sos y  medidas."     Dice  la  fracción  III  del  art.  111: 

«Los  Estados  no  pueden  en  ningún  caso: 

Acuñar  moneda,  emitir  papel  moneda  ni  papel  sella- 
do.» ¿Puede  aún  el  espíritu  más  preocupado,  aun 
'íl  interf^s  más  empeñado,  deJucir  de  esos  textos 
aunque  fuera  en  'mala  lógica,  que  la  moneda  es  mer^ 
cancía  especialísima  sujeta  solo  al  fisco  federal,  exen- 
ta de  todo  impuesto  local,  para  así  mantener  fijo  su 
valor,  al  abrigo  de  las  alteraciones  caprichosas  que 
la  libertad  de  los  Estados  pueda  ocasionarle?  ¿Son 
esos  los  textos  expresos  i[no  prohiben  á  los  Estados  de- 
cretar impuestos  sobre  la  producción  y  consumo  de 
los  metales  preciosos?  ¿Son  ellos  siquiera  los  que  im- 
plícitamente autorizan  á  aseverar  que  la  ley  funda- 
mental del  país  considera  á  la  moneda  en  aquellas 
condiciones  especiales?  jMuy  ciego,  muy  obstinado 
contra  la  evidencia  debe  estar  quien  así  lo  diga. 

¿Qué  tiene  que  ver  el  establecimiento^  de  casas  de 
moneda  con  la  producción  y  riqueza  de  las  minas? 
¿Qué  relación  puede  haber  entre  la  facultad  de  fijar 
las  condiciones  que  la  moneda  deba  tener  para  evitar 
su  falsificación,  para  garantir  el  valor  que  representíi, 
y  el  derecho  de  cobrar  impuestos  á  los  valores  que 
constituyen  la  riqueza  de  un  Estado,  ya  consistan  ellos 
en  productos  minerales,  agrícolas  6  industriales?  Acu- 
ñado el  peso  en  la  casa  de  moneda  y  puesto  en  circu- 
lación, ¿en  qué  se  diferencia  de  otra  mercancía  que 
igual  valor  tenga,  para  el  efecto  de  que  aquella  no  pa- 
gue el  impuesto  local  que  a  ésta  afecta? Pero  en- 


109 

tramos  al  campo  de  las  teorías  eccnómicas  del  qu9 
eos  debemos  alejar. 

Volviendo  á  la  cuestión  constitucional  seguiremos 
preguntando:  ¿de  la  prohibición  expresa  que  los  Esta- 
dos tienen  de  acuñar  moneda,  se  infiere  que  también 
la  tienen  expresa  ó  tácita  siquiera  de  cobrar  contri- 
buciones á  la  producción  y  consumo  de  metales  pre- 
ciosos? ¿Esos  textos  pueden  citarse  para  afirmar  cons- 
tittKjionalmeute  las  teorías  económicas  de  que  la  mo- 
neda debe  estar  libre  de  todo  impuesto  local  en  su 
producción  y  circulación,  de  que  debe  estar  al  abrigo 
del  derecho  internacional  y  sujeta  á  leyes  uniformes, 
etc.,  etc.,  etc.?  Plantear  estas  cuestiones  es  resol- 
verlas. 

Pero  si  bien  se  medita  aquella  fracción  XXIII,  le- 
jos de  apoyar  ni  indirectamente  la  sentencia,  la  con- 
dena á  pesar  de  sus  teorías  económicas,  de  sus  conve- 
niencias internacionales.  Nos  es  fácil  probarlo.  La 
Corte  ha  creído  que  una  de  las  facultades  de  la  Fede- 
ración es  conservar,  mantener  fijo,  al  abrigo  de  las  al- 
teraciones caprichosas  que  el  impuesto  local  le  causa, 
el  valor  de  la  moneda  nacional,  y  que  una  de  las  pro- 
hibiciones de  los  Estados  es  alterar  ese  valor  ponien- 
do contribuciones  á  la  misma  moneda;  la  Corte  ha  re- 
suelto que  esta  prohibición  existe  en  correlación  con 
aquella  facultad,  y  no  dijo  ni  lo  dirá  jamás  cuál  es  el 
texto  expreso  que  la  contiene.  La  Corte  al  hablar- 
nos así  del  valor  de  la  moneda,  citándonos  las  teorías 
económicas  que  conocemos,  se  refirió  no  al  valor  in- 
trímeco  de  la  moneda,  sino  al  convencional,  al  que  al- 
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zan  (j  bajan  la  oferta  y  la  demanda,  los  impti'Stos, 
etc.,  etc.,  etc.  Pues  bien,  el  texto  constitucional  que 
nos  ocupa  demuestra  que  la  Federación  no  tiene  esa 
facultad  que  la  Corte  le  concede;  no  tiene  más  facul- 
tad que  la  de  fijar  el  valor  intrínseco  de  la  moneda 
nacional,  sin  poder  pretender  mantener  su  valor  con- 
venciotial  al  abrigo  de  alteraciones  caprichosas  y  bajo 
la  influencia  de  leyes  uniformes  como  lo  dice  la  sen- 
tencia.    Vamos  á  intentar  esta  demostración. 

La  fracción  XXIIl  tantas  Aceces  citada,  faculta  al 
Congreso  para  fijar  las  condiciones  que  la  moneda 
(habla  de  la  que  en  el  país  se  acuña,  de  la  nacional) 
deba  tener:  luego  el  Congreso  puede  y  debe  fijar  su 
valor  L\TRiNSECO;  luego  los  Estados  que  no  pueden 
acuñar  moneda  (art.  111,  fracción  III)  no  pueden 
alterar  ese  valor  intrínseco.  La  legitimidad  de  estas 
consecuencias  es  indisputable  y  aquella  facultad  de 
la  Federación  y  esta  prohibición  de  los  Estados  son 
innegables.  Pero  no  se  trata  ya  de  ese  valor  intrín- 
seco, sino  del  convencional,  de  aquel  que  encarece  el 
precio  de  la  moneda  en  los  puertos,  si  esta  moneda 
llega  a  ellos  con  el  recargo  de  todos  los  impuestos  lo- 
cales que  los  Estados  le  cobren.  ¿Podremos  constitu- 
cionalmente  llegar  á  las  mismas  consecuencias  que  ob- 
tuvimos cuando  del  valor  intrínseco  hablamos,  como 
lo  quiere  la  Corte?     No  y  mil  veces  no. 

No  es  condición  especial  de  la  moneda,  sino  gene- 
ral de  todas  las  mercancías,  sufrir  alteración  en  su 
valor  por  circunstancias  que  están  puestas  fuera  de 
k  acción  del  legislador.     La  alza  6  baja  en  los  valo- 
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i'és  convencionaies  de  las  mercancía?,  se  rigen  }30i*  té- 
glas  económicas  que  ninguna  ley  es  potente  á  que- 
brantar. El  aumento  de  la  demanda  en  el  mercado 
alzará  ese  valor,  el  aumento  de  la  oferta  lo  bajare' 
aunque  todas  las  leyes  lo  contrario  quisieran.  ¿Pi\- 
dieron  los  constituyentes  haber  ignorado  esas  verda- 
des rudimentales  de  la  ciencia  económica  para  preten- 
der sujetar  al  Congreso  el  equilibrio  siempre  fluctúan- 
te  de  los  precios  mercantiles  de  las  mercancías?  ¿Po- 
día alguien  imaginar  siquiera  que  fuera  facultad  de 
un  Congreso  fijar  los  precios  corrientes  de  los  efectos 
en  una  plaza  aunque  se  llame  puerto?  Creemos  que 
lo  absurdo  de  semejante  pretensión  es  una  injuria 
grosera  para  la  sabiduría  del  Coügreso  constituyente. 

Entre  fijar  las  condiciones  que  la  moneda  deba  te- 
ner y  cuidar  que  su  valor  convencional  no  se  enca- 
rezca en  los  puertos,  hay  una  diferencia  enorme:  la 
distancia  que  separa  á  la  verdad  del  absurdo.  Si  al- 
guien quiere  que  una  de  esas  condiciones  sea  que  la 
ley  federal  tome  á  su  cargo  el  conservar  el  valor  con- 
vencional en  la  moneda  sujeto  á  igual  tipo,  quiere  el 
absurdo,  quiere  el  imposible. 

¿Podia  la  Constitución  haber  dado  al  Congreso  la 
facultad  de  conservar,  de  fijar  el  A^alor  convericioiial 
de  las  mercancías  ó  siquiera  de  la  moneda?  Hacer 
esta  pregunta  es  resolverla,  resolverla  negativamente 
conforme  á  las  teorías  económicas,  por  las  razones 
que  hemos  apenas  indicado:  resolverla  negativamente 
también  conforme  á  nuestro  derecho  constitucional, 
porque  ya  sabemos  que  según  el  art.  117  seria  preci- 
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Ro  que  esa  facultad  de  la  Federación  fuera  expraa^ 
para  que  se  convirtiera  en  la  correlativa  prohibición 
para  los  Estados. 

La  fracción  III  del  art.  111  viene  á  robustecer  es- 
ta conclusión.  Si  los  constituyentes  hubieran  conta- 
do entre  las  condiciones  que  la  moneda  debe  tener 
para  conservar  su  valor  intrínseco,  la  exención  de  to- 
dos los  impuestos  locales  que  pudieran  afectarla  su- 
biendo (j  bajando  su  valor  convmcioJiaJ,  si  tanta  igno- 
rancia en  la  ciencia  económica  los  hubiera  llevado  á 
tan  monstruosa  confusión  de  ideas,  no  se  habrían  con- 
tentado con  enunciar  su  pensamiento  con  estas  senci- 
llas palabras:  «Los  Estados  no  pueden  acuñar  mo- 
neda;» sino  que  habrían  agregado  estas  otras:  «ni  im- 
poner derechos  á  los  metales  preciosos.»  Ellos,  sin 
embargo,  ni  de  lejos  esta  prohibición  establecieron. 
¿Puede  alguien  acusarlos  de  que  no  entendieron  lo 
que  hicieron  al  guardar  profundo  silencio  respecto  de 
la  exención  de  derechos  locales  á  la  moneda,  respecto 
de  las  alteraciones  caprichosas  que  los  Estados  pue- 
den producir  en  su  valor ? 

Los  constituyentes,  necesario  es  repetirlo  esta  y 
oirá  vez,  quisieron  fundar  una  República  federal, 
compuesta  de  Estados  de  verdad  soberanos  en  su  ré- 
gimen interior,  sin  tutor  que  sus  caprichos  califique 
como  íi  ese  tutor  mejor  cuadre,  y  comprendieron  que 
si  á  los  mismos  Estados  so  les  hubiera  prohibido  im- 
poner derechos  íi  la  moneda,  ])or  ser  conveniente  que 
«esa  mercancía  universal  indispensable  para  realizar 
toda  clase  de  transacciones  mercantiles  entre  los  di- 
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ferentes  pueblos  de  la  tierra,  esté  al  akigo  de  nUera- 
ciones  caprichoras  y  sujeta  á  leyes  uniformeF,))  con 
razones  de  igual  peso  se  pretendería  la  misma  exen- 
ción de  derechos  locales  para  el  algodón,  por  ser  la 
materia  prima  más  importante  de  la  industria  manu- 
facturera; pava  las  máquinas  y  sus  productos,  por  la 
necesidad  de  protejer  la  industria  nacional;  para  las 
semillas  y  productos  agrícolas,  para  que  puedan  en- 
trar en  competencia  en  los  mercados  extranjeros  con 
los  de  otros  países,  etc.,  etc.,  etc.;  y  que  así  habrian 
acabado  por  establecer  el  centralismo  hacendario  más 
completo,  dejando  á  los  Estados  soberanos  sin  rentas, 
sin  recursos  para  atender  á  las  necesidades  de  su  ré- 
gimen interior.  No,  en  el  Congreso  constituyente  ja- 
más se  creyó  que  á  los-  Estados  mineros  se  les  pudie- 
ra prohibir  gravar  su  producción  minera  como  no  se 
creyó  que  fuera  posible  establecer  igual  prohibición 
respecto  de  las  producciones  agrícolas  é  industriales 
de  los  Estados  que  las  tienen. 

¿Habrá  necesidad  de  deducir  de  lo  que  dejamos 
expuesto,  que  es  del  todo  falso  que  las  leyeñ  funda- 
mentales del  país  consideran  á  la  moneda  como  una 
mercancía  especialísimii  sujeta  á  las  leyes  uniformes 
federales,  libre  de  todo  impuesto  local?  Dígalo  quien 
quiera  que  á  las  deníDstraciones   de  la  razón  resista. 

El  tercer  considerando  asegura  que  «la  moneda  en 
el  régimen  de  Gobierno  que  tiene  adoptado  la  Repú- 
blica, ha  estado  siempre  sv/eta  en  su  produccio,i,  cir- 
r.uiaciov,  extr  iccion  ó  exportación  á  las  ¡eijes  federa- 
les, y  es  conveniente  que  así  se  verifique  en  interés 
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de  toda  la  República,  que  se  peijudicavia  notablemen- 
te si  á  cada  uno  de  los  Estados  de  la  Federación  fue- 
ra lícito  es'ahUctr  reglas  íohre  su.  producciort ,  circU' 
lacion  y  exportación.)) 

Hasta  hoy  hemos  tenido  ocasión  de  ver  que  la  sen- 
tencia tuvo  que  referirse  á  leyes  fundamp.ntiUs  que 
no  existen,  para  resolver  que  la  moneda  es  una  mer- 
cancía exenta  de  impuestos  locales;  y  ol  consideran- 
do que  nos  ocupa,  nos  persuade  que  la  misma  senten- 
cia no  se  detuvo  ni  ante  la  misma  falsedad  histérica 
para  llegar  á  su  última  preconcebida  conclusión.  In- 
creíble parece  que  en  un  documento  oficial,  en  una 
sentencia  de  la  Suprema  Corte  se  asegure  que  «la 
moneda  ha  estado  siempre  sujeta  en  su  producción, 
circulación  y  extracción  á  las  leyes  federales.»  Esta 
es  una  falsedad  histórica  contra  la  que  protestan  he- 
chos notorios,  palpitantes,  cuya  existencia  no  es  líci- 
to negar.  El  mismo  juicio  de  amparo,  objeto  de  gz- 
ta  cuestión,  ¿no  está  diciendo  en  alta  voz  que  en  Ja- 
lisco la  extracción  de  ia  moneda  no  ha  estado  sujeta 
sí  leyes  federales,  sino  ií  las  locales?  Y  Zacatecas, 
Guanajuato,  Hidalgo,  cuantos  Estados  mineros  tiene 
la  República,  registran  en  sus  leyes,  no  una  sino  mu- 
chas disposiciones,  y  no  de  ayer,  sino  desdo  que  ha 
regido  el  actual  sistema  político  en  la  República,  que 
gríivan  la  ]iroduccion,  la  c'rculacion  y  la  extracción 
de  la  moneda.  Es  esto  tan  obvio,  tan  notorio  en  to- 
do el  país,  que  seria  perder  el  tiempo  referir  una  á 
una  las  leyes  de  Jalisco,  de  Zacatecas,  de  Guanajua- 
to, etc.,  etc.,  que  esos  gravámenes  han  impuesto  y 
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que  prueban  que  siempre  en  el  actual  sistema  políti- 
co, á  la  ley  local  y  no  á  la  federal  es  á  la  que  ha  es- 
tado sujeta  la  moneda  eu  su  producción,  circulación  y 
extracción. 

Y  tanto  en  cierto  lo  que  decimos,  que  la  primera 
disposición  federal  que  ha  querido  quitar  á  los  Es- 
tados su  derecho  para  gravar  los  metales  precioso?, 
declarando  que  ese  derecho  es  exclusivo  de  la  Fede- 
ra,cion,  es  la  sentencia  que  combatimos.  Ella  ha  cau- 
sado profunda  alarma  en  los  Estados  precisamente 
poríjue  introduce  una  novedad  (jue  antes  no  existia; 
ella  ha  desequilibrado  el  ni\  el  entre  el  ingreso  y  el 
egreso  de  sus  presupuestos,  justamente  por(|ue  an- 
tes los  impuestos  que  se  quisieran  hoy  llamar  fede- 
rales, han  sido  solo  locales.  Esa  sentencia  resuel- 
ve y  decreta  que  los  Estados  no  son  competmttíS 
para  cobrar  los  derechos  que  siempre  han  impues- 
to á  los  metales  preciosos:  ¿cómo,  pues,  uno  de  sus 
considerandos  asegura  que  la  ley  federal  ha  regido 
siempre  en  la  contribución  sobre  la  producción,  circu- 
lación y  extracción  de  la  moneda?  ¡Esto  ni  se  expli- 
ca ni  se  concibe!  La  Corte,  que  sabe  que  no  solo  Ja- 
lisco, sino  muchos  Estados  tienen  ya  gravados  en  di- 
versa forma  los  metales  preciosos;  la  Corte,  (lue  qui- 
so promulgar  una  sentencia-decreto  declarando  f[ue 
esto  no  es  lícito,  jamás  debió  haber  fundado  su  sen- 
tencia en  la  aseveración  de  un  hecho,  desmentido  por 
la  misma  resolución  de  la  sentencia. 

Los  considerandos  cuarto  y  quinto  invocan  el  de- 
recho internacional,  y  á  la  conveaioncia,  á  la  posi^ 
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bilidad  dti  celebrar  un  tratado,  saeri6cau  una  facultad 
de  los  Estados,  les  imponen  una  prohibición  que  la 
Constitución  no  ha  decretado.  Cuanto  tenga  de  an- 
ticonstitucional, do  arbitraria  esta  pretensión,  no  ne- 
cesitamos decirlo  después  de  nuestras  anteriores  de- 
mostraciones. No  hablemos  ya  de  la  moneda:  so  tra- 
ta de  una  convención  internacional  telegráfica:  ¿es  es- 
to razón  para  prohibir  á  los  Estados  que  legislen  so- 
bre telégrafos  para  así  evitar  las  alteraciones  capri- 
chosas que  la  jurisprudcníña  telegráfica  de  cada  Esta- 
do pudiera  producir?  Se  prctonile  después  ajustar 
una  convención  con  un  país  vecino,  para  el  comercio 
de  harina,  café,  tabaco,  maiz,  etc.,  etc.;  es  esto  moti- 
vo bastante  para  prohibir  á  los  Estados  que  legislen 
sobre  todos  esos  artículos?  ¿Qué  virtud  tienen  lo.s 
tratados  internacionales  cuyo  solo  nond)re,  cuya  sola 
posibilidad  bastan  á  romper  la  ley  fundamental  de  la 
República,  á  burlar  los  compromisos-  solenuics  del 
pacto  de  alianza  entre  Estados  soberanos  estipulado? 
8i  la  Constitución  es  la  ley  suprema  del  país  á  la  que 
todos  sus  poderes  deben  sujetarse  aun  celebrando  tra- 
tados diplomáticos;  si  éstos,  aun  ya  celebrados,  no 
pueden  ])revalecer  contra  ella;  ¿como  la  posibilidad  de 
ajustar  una  convención  puede  alegarse  como  causa 
para  violar  la  convención  suprema,  la  ley  constitucio- 
nal? ¿Cómo  la  Federación  podria  conceder  al  sobe- 
rano extranjero  lo  que  usurpa  á  los  Estados  sobera- 
nos de  la  Repíáblica?  Si  á  ésta  conviene  celebrar  un 
tratado  que  á  los  Estados  nuevas  prohibiciones  im- 
ponga, antes  de  todo  débese  refüvmar  en  cuanto  á  esq 
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punto  la  Cüüstitucion;  y  los  Estados  en  ello  consenti- 
rán de  seguro,  puesto  que  la  República  no  es  una  en- 
tidad imaginaria,  sino  la  confederación  de  todos  los 
Estados,  y  lo  que  lí  ella  convenga  convendrá  también 
á  éstos.  Así  debiera  en  el  orden  constitucional  pro- 
cederse;  pero  invertir  ese  procedimiento  y  alegar  la 
posibilidad  del  tratado  para  violar  la  Constitución, 
¿podia  ser  aceptable?  ¿Podrá  la  República,  es  decir, 
la  confederación  de  los  Estados,  admitir  las  teorías  de 

la  Corte ?    Que  el  país  lo  resuelva,  supuesto  (]ue 

sobre  la  Suprema  Corte  de  Justicia  está  la  voluntad 
del  soberano,  expresada  en  la  Constitución  de  la  Re- 
pública. 

ARTICULO  V. 

Dijimos  antes  que  este  amparo  ha  ido  muy  más  le- 
jos de  lo  que  los  quejosos  lo  quisieron,  muy  más  le- 
jos de  lo  que  la  más  torcida  interpretación  do  los  tex- 
tos constitucionales  lo  permite,  y  no  debemos  pasar 
adelante  sin  dejar  cumplidamente  probados  nuestros 
asertos. 

Eos  comerciantes  que  pidieron  el  amparo,  preten- 
dieron solo  que  no  se  cobrara  el  derecho  de  1-i  p§ 
de  extracción  á  los  caudales  puestos  en  conducta;  pe- 
ro ni  de  lejos  imaginaron  siquiera  solicitar  la  exención 
de  todo  impuesto  para  las  platas;  y  algunos  de  ellos 
aun  pagaron  expontáneamente  ese  1^  pg  por  caudales 
que  dijeron  no  estaban  destinados  á  la  exportación, 
sino  á  la  circulación  en  el  interior  del  país.   En  el  ex- 
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pediente  consta,  y  esto  lo  sabe  la  Corte,  que  el  Sr. 
Kunhardt  se  encuentra  en  este  caso,  pues  habiendo 
sacado  dos  guia?,  la  una  por  $55,000  para  el  Manza- 
nillo, y  la  otra  de  $10,000  para  Colima,  á  pesar  de 
que  el  juzgado  concedió  el  amparo  por  todos  los  fon- 
dos puestos  en  conducta,  este  señor  pagó  el  impuesto 
por  estos  $10,000.  Hay  más  todavía,  y  esto  es  muy 
digno  de  hacerse  notar:  varios  de  los  comerciantes 
quejosos  que  pidieron  el  amparo  para  las  ^águilas,)) 
no  lo  aceptan  ni  aun  después  de  otorgado  para  la 
«morralla,»  no  solo  porque  esta  clase  de  moneda  nun- 
ca se  export'f,  sino  principalmente  porque  su  extrac- 
ción del  Estado  causa  una  crisis  monetaria  de  fatales 
consecuencias  para  el  comercio.  Jloy  que  «águilas  y 
morralla»  han  salido  del  Estado  libres  de  derechos, 
hoy  que  esa  crisis  tiene  vacias  todas  las  cajas,  para- 
lizadas las  operaciones  mercantiles,  etc.,  etc.;  hoy  han 
tratado  esos  comerciantes  de  que  á  la  «morralla»  se 
le  imponga  un  alto  derecho  de  extracción  que  la  re- 
tenga en  Jalisco.  Estas  eran  las  pretensiones  de  los 
(juejosos,  estas  las  intenciones  que  al  pedir  el  amparo 
los  animaran, 

¿Que  resolvió  la  Corte  en  su  tristemente  celebre 
sentencia?  Que  los  Estados  son  incompetentes  yana 
gravar  la  producción,  circulación  y  extracción  de  la 
moneda:  en  otros  términos,  que  la  plata  y  el  oro,  des- 
de que  las  minas  los  producen  hasta  que  del  país  sa- 
len en  barras,  en  polvo,  en  moneda  ya  sea  de  águila 
ó  de  morralla,  están  exentas  de  todas  las  contribucio- 
nes dQ  los  Est(^(]os,  cualcpiara  que  sea  ^u  denomina* 
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ción  y  cará'ter;  que  un  ramo  de  la  riqueza  nacional, 
y  el  má^.  considerable  en  el  país  de  la?  mina?,  los  pro- 
ductos mineros  no  deben  contribuir  para  los  gastos  de 
los  Estados,  sino  que,  á  semejanza  del  papel  sellado, 
por  ejemplo,  deben  constituir  una  renta  exclusivamen- 
te federal,  pudiendo  el  centro  imponer  cuantas  contri- 
buciones quiera  á  la  prodúcelo??,  circulado >i.  (xírac- 
Clon  y  exportación  de  los  metales  preciosos. 

¿Aceptarán  los  comerciantes  todas  las  cousecuen^ 
cías  que  de  esa  resolución  se  deducen?  ¿Querrán  ellos 
esa  centralización  de  todos  los  impuestos  sobre  la  pla- 
ta y  el  oro,  sabiendo,  tomo  deben  sabep,  que  ello  obli- 
gará á  los  Estados  en  último  análisis,  á  recargar  las 
contribuciones  sobre  la  propiedad,  sobre  la  industria, 
sobre  el  comercio,  siquiera  para  cubrir  el  deficiente  de 

sus  presupuestos? Si  los  productos  mineros  han 

de  e&tar  exentos  de  todo  gravamen,  necesario,  inde- 
clinable es  que  el  peso  de  todos  esos  presupuestos  gra- 
vite sobre  los  valores  que  constituyen  la  riqueza  pú- 
blica y  que  de  esa  exención  no  gozan:  esta  es  una  im- 
periosa exigencia  de  la  vida  misma  de  los  Estados. 
Por  otra  parte,  aquella  centralización  del  impuesto, 
aquella  exclusiva  facultad  á  la  Federación  concedida, 
¿de  qué  servirá  para  quienes  hoy  se  rehusan  á  pagar 
el  1  y  medio  p§  de  extracción,  el  dia  que  el  centro 
nuevas  y  tal  vez  más  pesadas  contribuciones  sobre  los 
metales  preciosos  decrete?  Si  hoy  en  Jalisco  hay  co- 
merciantes que  á  pesar  del  amparo  han  pagado  sus 
derechos  de  conducta  expontáneamente,  si  en  algún 
Estado  de  la  Repúldica  los  iütereí?ados  en  este  negó- 
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elo  lian  preferido  hacer  sus  pagos  lí  solicitar  üii  ampá** 
ro  que  desquiciando  la  hacienda  de  su  Estado,  ohligue 
á  éste  á  decretar  impuestos  (j[ue  lo  libre  de  la  bancar- 
rota, no  es  exagerado  ver  en  esos  hechos  el  primer 
síntoma  que  revclíi  cpie  la  sentencia  de  la  Corte  ha 
perjudicado  los  intereses  mismos  que  al  amparo  se 
noogioron.  Cuando  las  contribuciones  sobre  el  comer- 
cio recargadas  traten  de  restablecer  el  desnivel  que  en 
los  Estados  producirá  la  exención  de  los  metales  pre- 
ciosos de  todo  impuesto  local,  se  patentizará  la  ver- 
dad de  nuestra  predicción. 

Aunque  la  parte  resolutiva  de  la  sentencia  se  refie- 
re solo  al  derecho  de  extracción,  las  razones,  ios  fun- 
damentos que  en  sus  considerandos  expone,  clara  y 
terminantemente  expresan  que  tan  incompetentes  son 
los  Estados  para  imponer  ese  derecho,  como  otro,  cual- 
quiera que  sea  su  denominación  y  carácter,  que  grave 
la  producción,  la  circulación  y  la  extracción  de  los  me- 
tales preciosos,  l)ien  está  que  dando  tormento  ni  art. 
112  se  sostenga  que  llevar  plata  de  Guadalajara  :í 
México  sea  ea;^o77¿ir//;  se  comprende  que  pasando 
esc  texto  por  tal  tormento  se  le  arranque  la  confesión 
d(^  r|ue  á  los  Estados  estií  prohibido  imponer  contri- 
buf'ionos  ó  derecho  en  1m,  cxport,acion  que  se  hace  de 
(¡uadalnjara  á  México.  Bien  est;í  que  metiendo  á 
igual  tortura  á  la  fracción  XXTII  del  art.  72,  texto 
que  para  sufrir  esa  tortura,  no  tiene  más  delito  que 
hablar  de  la  «moneda,»  se  le  ol)lJgue  á  decir  lo  que  no 
dice,  esto  es,  que  «da  moneda  sea  una  mercancía  es- 
pocialísima  sujeta  á  leyes  cspeciah'sp)  ¡ero  todavia  ni 
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esa  torcidísima  interpretación  de  los  teXtoB  constítü" 
Clónales  basta  para  declarar  que  la  producción  y  cir- 
culación do  la  plata  estén  libres  del  impuesto  local. 
Será  ó  no  conveniente   que  se   prohiba  á  los  Estados 
decretar  impuestos  sobre  los  productos  de  las  minas; 
pero  querer  defender  esa  prohibición  con  los  artículos 
citados  de  la  Constitución,  es  burlarse  del  sentido  co- 
mún.    Será  ó  no   conveniente   entrar  en  tratados  in- 
ternacionales para  conservar  fijo  el  valor  de  la  mone- 
da; pero  ni  el  más  poderoso  esfuerzo  de  inteligencia 
podrá  de  eso  inferir   que  aquellos  textos  prohiben  ú 
los  Estados  imponer  contribuciones  sobre  sus  produc- 
tos mineros,  industriales  ó  agrícolas.     Será  ó  no  con- 
A^eniente  el  prohibir  á  la  Federación  el  cobrar  el  dere- 
cho de  exportación  á  la  moneda,  como  muchos  lo  quie- 
ren, citando  gran  copia  de  teorías  económicas;  pero  así 
como  la  Federación  reputaría   una  monstruosidad  sin 
ejemplo  que  del  dereolio  de  exportación   se  le  priva- 
se en  una  sentencia  de  anqiaro,   en  nombre   de^  esas 
teorías  y  citando   cual([uier   artículo   do  la    Constitu- 
ción aun  sin  venir  al   caso,  así  los  Estados  se  quejan 
y  con  razón  de  la  sentencia  de  la  Corte  que  sus  dere- 
chos ha  desconocido,  que  su  soberanía  ha  vulnerado, 
y  esto  sin  más  fundamento  que  otras  teorías  económi- 
cas y  dos  artículos   constitucionales  que  ni  en  su  le- 
tra ni  en  su  espíritu   comprenden  la  producción,  cir- 
culación y  extracción  de  la  moneda.     Cuanto  tiempo 
quisiere,  cuanto  plazo  necesitare,  daríamos  nosotros  al 
defen.-or  de  la  sentencia  para  <iue  nos  cite  un  precep- 

IG 
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to  constitucional  que  prohiba  á  los  Estados  gravar  sus 
productos  minero?. 

Si  la  sentencia  es  vituperable  y  mucho  por  lo  que 
expresa,  digna  es  también  de  censura  por  lo  que  calla 
en  el  caso  especial  del  amparo  de  Jalisco.  Nos  ok- 
plicarenios:  El  juzgado  de  Distrito  de  Guadalajara 
se  cree  investido  de  ampiias  fucultailes  para  suspen- 
der ó  no  el  acto  reclamado,  según  le  parezca  mejor,  y 
usando  de  tales  facultades,  decretó  la  suspensión  del 
cobro  del  1  y  medio  pg  de  la  conducta.  El  Go- 
bierno d3  Jalisco,  que  en  eso  poder  dictatorial  del 
juzgado  vio  una  aberración  incalificable,  dijo  en  su  ofi- 
cio de  22  de  Febrero  á  la  Suprema  Corte  lo  que  co- 
piamos: 

«El  juzgado  de  Distrito  ha  incurrido  en  este  juicio 
en  notoria  responsabilidad  al  mandar  suspender  el  ac- 
to reclamado:  el  pago  de  los  derechos  locales.  La  ley 
de  20  de  Enero  de  1869  dá  al  juez  la  regla  que  debe 
seguir  para  decretar  la  suspensión;  cuando  hubiere  ur- 
gencia notoria,  dice  el  art.  5"  concordante  en  este  pun- 
to con  los  arts.  I]*?  y  6°  Esto  es  natural  y  filosófico: 
no  suspender  el  acto,  cuando  una  vez  consumado  que- 
da irreparable,  seria  burlar  el  objeto  del  amparo;  pe- 
ro suspenderlo  siempre  aunque  no  haya  urgencia  ni 
necesidad,  es  prejuzgar  el  juicio  y  sentenciar  siempre 
contra  la  administración  u  quien  se  supone  culpable 
de  la  violación  de  las  garantías,  cuando  sobre  ello  ño 
hay  todavía  mas  prueba  que  el  dicho  del  actor.  Cree 
el  Gobierno  ocioso  demostrar  que  la  ley  no  da  ampluts 
facultades  al  juez  de  Distrito  para  suspender  ó  uo  el 
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acto  según  sus  simpatírvS  o  antipatías,  sino  que  le  fija 
una  regla  que  no  puede  impunemente  violar,  puesto 
que  el  art.  2o  de  la  misma  ley  determina  que  es  caso 
de  responsabilidad  el  no  decretar  la  suspensioD,  cuan- 
do procede,  ó  el  de  decretarla  cuando  es  improcedente.» 
«El  juez  de  Distrito  que  en  otros  amparos  ha  enten- 
dido que  no  puede  decretar  la  suspensión  á  su  volun- 
tad, en  este  juicio  ha  creído   licito    seguir   el  camino 
contrario  y  no  tiene  empacho  en   declarar  en  su  sen- 
tencia que  (diace  uso  de  li  nmplia  ftcuJiad  que  le  dií 
el  art,  6*?  de  la  ley,»  para  mandar   suspender  el  pago 
de  derechos.     Esta  declaración  oficial  constituye  un 
delito,  porque  es  la  violación   del  art.  5'í',  porque  co- 
mo tal  está  clasificado   en  el  art,   25  de  la  ley  de  20 
de  Enero  de  1869.     Y  castigar   ese  delito  es  necesa- 
rio, siquiera  para  que  ese  juez  no   siga  suspendiendo 
todos  los  actos  de  la  administración,  contra  los  que  los 
enemigos  de  ésta   solicitan  amparo;  siquiera  para  que 
ese  juez  no  se  crea  en  ejercicio  de  su  ministerio  como 
un  dictador  que  ejerce  ampliáis  facullaits.     El  casti- 
go de  este  delito  es  importante  para  precaver   con  la 
pena  que   sufra  el  juez  responsable,  males  de  grave 
trascendencia,» 

«En  su  auto  de  12  de  Enero  en  que  el  juez  decretó 
la  suspensión,  no  creyó  conveniente  indicar  razón  al- 
guna que  fundara  su  providencia.  En  su  sentencia 
definitiva  nos  dice  que  esa  «providencia  es  sobrada- 
mente justa,  porque  evita  lí  los  interesados  el  daño 
irreparable  de  tener  paralizada  y  sin  giro  una  cantidad 
.de  dinero.»     Este  lenguaje,  bueno  en  el  procurador 
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(le  los  quejoso?,  en  el  soeio  do  las  cahas  de  comercio 
que  se  resisten  al  pago,  (^s  la  prueba  nuis  i)erfecta  de 
la  parcialidad  del  juoz.  VA,  (pie  solícito  i>rocur()  que 
los  comerciajiies  no  ])onlieran  el  interés  de  su  di- 
nero, aseguró  (juc  al  Estado  no  se  le  siguó  ningún  per- 
juicio por  el  retardo  en  el  i)ago  de  los  fondos  (lue  le 
pertenecen.  Apenas  se  cree  (pie  un  jue2  se  haya 
permitido  entrar  en  consideraciones  tan  agenas  de  su 
ministerio,  en  consideraciones  tan  notoriamente  ile- 
gales, (pie  anteponen  al  buen  servicio  priblico,  á  la 
buena  administración  fiscal,  á  las  necesidades  del  era- 
rio, el  daño  irreparable  que  unas  cuantas  casas  senti- 
rían si  tuvieran  sin  giro  una  cantidad  de  dinero!» 

Para  sostener  nosotros  que  los  jueces  de  Distrito  no 
tienen  ni  pueden  tener  amplias  facultades  para  sus- 
})ender  ó  no  el  acto  reclamado,  nos  basta  invocar  d 
art.  25  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  ISGO.  ((¡Son  cau- 
sas de  responsabilidad el  decretar  (^  no  la  suspen- 
sión del  acto  reclamado:»  luego,  inferirán  con  nosotros 
todos  los  que  sepan  algo  de  jurisprudencia,  el  juez  so- 
lo puede  decretar  esa  suspensión  en  ciertos  casos,  cuan- 
do sea  procedente,  y  negarla  en  los  demás:  luego  el 
juez  no  tiene  amplias  facultades  para"^  hacer  lo  cjuc  á, 
su  capricho  cuadre.  Creemos  que  solo  desconociendo 
la  fuerza  de  la  lógica  se  puede  negar  la  legitimidad  de 
esas  consecuencias,  consecuencias  que  condenan  la  ab- 
surda teoría  que  sobre  arbitrariedad  judicial  proclamó 
el  juzgado  de  Distrito. 

El  Gobierno  del  Estado  pidió  que  se  Jiiciera  efecti- 
va aquella  responsabilidad   do   (¡uo  habla  el  art.  25: 
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más  aún,  que  se  reprobara  por  la  alta  Corte  eí-a  teo- 
ría que  nunca  jamás  ni  los  jueces  más  ignorantes  n^ 
más  inicuos  se  han  atrevido  á  formular.  ¿Qué  dijo  la 
Corte  sobre  este  punto,  no  ya  para  juzgar  á  un  juez 
culpable,  sino  para  fijar  el  derecho  públiai  de  México 
sobre  una  materia  importantísima  en  las  relaciones  de 
la  justicia  federal  con  la  soberanía  de  los  Estados? 
¿Qué  dijo  la  Corte  para  corregir  un  abuso  que  ni  la  ju- 
risprudencia común  tolera?  Ni  una  palabra.  Y  esa 
absurda  teoría  ha  ya  encontrado  partidarios  en  los  jue- 
ces de  Distrito  de  otro^  Estados,  y  el  silencio  de  la  Cor- 
te que  la  toler¿i,  que  la  consiente,  hará  que  esa  mons- 
truosidad en  el  orden  judicial  tenga  una  vida  legal  en- 
tre nosotros.  Jueces  con  amplias  facultades!  Jueces 
que  pueden,  según  su  capricho,  suspender  los  actos  de 

la  administración  interior  de  los  Estados!!! 

Dijimos  que  la  jurisprudencia  común  no  tolera  esa 
teoría  de  las  amplias  ñicultades  en  los  jueces.  Regis- 
trando las  leyes  (]^ue  desde  los  siglos  háiharos  han  lle- 
gado en  nuestros  códigos  hasta  nosotros,  ninguna  en- 
contramos que  constituya  en  dictadores  a  los  jueces; 
alguna  hay  que  les  da  no  amplias,  sino  limitadas  fa- 
cultades en  ciertos  casos,  como  por  ejemplo,  la  8^,  tít. 
31,  part.  7'-^,  para  aumentar  o  disminuir  la  pena  en 
proporción  de  la  gravedad  del  delito.  Pero  de  esas 
leyes  que  así  permiten  al  arbitrio  judicial  obrar,  á 
la  teoría  do  las  amplias  facuknd'S  para  hacer  ó  no 
á  discreción  algo  que  al  oficio  del  juez  pertenezca,  hay 
un  abismo  que  no  se  puede  medir.  No,  ni  en  tiempo 
de  la  barbarie  d@  los  visigodos  ni  Gn  tiempo  del  abso- 
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lutismo  (le  los  reyes  de  España  era  siquiera  conocida 
esa  teoría.  Reservado  estaba  á  nuestros  dias  de  liber- 
tad, de  democracia,  de  restricción  en  las  facultades  do 
todos  los  poderes  públicos,  proclamar  como  un  prin- 
cipio que  los  jueces  federales  tienen  amplias  faculta- 
debí 

En  la  jurisprudencia  común  hay  también  casos  en 
que  se  trata  de  suspender   6  no  ciertas  providencias, 
cieitos  actos  reclamados,  como  diriamos  hoy;  y  lejos 
de  conceder  para  ello  amplias  faculiades  íi  los  jueces, 
la  ley  y   la  doctrina  han  andado  do  acuerdo,  fijándo- 
les reglas  seguras  para  conceder  o  negar  esa  suspen- 
sión,    i^c  trata,   por  ejemplo,  de  una  apelación  y   se 
disputa  si  ella  debe  ó  no  suspender  hi  ejecución  de  la 
sentencia:  mucho  sobre  esto  lian  escrito  los  prácticos, 
distinguiendo  los  efectos  suspensivo  y  (Jevoiutivo  de 
las  apelaciones,  y  tudos  dan  reglas  ciertas,   todos  fi- 
jan principios  inmutables  que  ({nitan   al  juez  las  am- 
plias fdculKides  para  obrar  en  el  sentido   de  sus  de- 
seos.    Desde  los  casuistas  más  oscuros  hasta  los  pu- 
blicistas más  ilustres,  todos  condenan  á  una  voz  esas 
amplias  facultades  judiciales  que   á  la   índole   de  la 
jurisprudencia  repugnan,   que   con  la  naturaleza  del 
j)oder  judicial  chocan.     8o  decreta  la  ejecución  de  la 
sentencia,  ó  en  otros  términos,   se  concede  la  apela- 
ción en  el  efecto  devolutivo,   cuando  hay  urgcn'ña 
notoria:  se  niega  la  ejecución,   cuando  ningún  perjui- 
cio se   sigue  de  que  las  cosas  permanezcan  en  tal  es- 
tado hasta  la  conclusión  del  juicio  apelatorio.     La  re- 
gla establecida  por  el  gonde  de  la  Cañada  de  pesar  el 
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agravio  respectivo  á  los  litigantes  y  á  la  causa  pú- 
blica, regla  que  es  una  ley  en  el  foro,  prueba  que  ni 
para  conceder  6  negar  la  ejecución  de  una  sentencia 
en  ca.so  de  apelación,  pueden  los  jueces  obrar  discre- 
cionalmente. 

Y  si  aun  en  la  mus  baja  jurisprudencia  seria  un  des- 
propósito  insostenible  la  teoría  de  los  jueces  con  am- 
plias facultades,  ¿podria  ella  ser  una  institución  acep- 
table en  el  derecho  público  de  una  República  demo- 
crática?    Y  si  un  juez  de  lo  civil  cometerla  un  delito 
que  ningún   tribunal  superior  dejarla  impune,  decla- 
rando que  puede  según  su  voluntad  conceder  una  ape- 
lación en  uno  ó  en  ambos  efectos,  ¿podria  lícitamente 
un  juez  de  Distrito  hacer  igual  declaración   para  sus- 
pender ó  no  los  efectos  de  una  ley ?  No,  los  pue- 
blos modernos  que  se   han  dado  constituciones  escri- 
tas precisamente   para  encerrar  en  un  límite  fijo  las 
atribuciones  de  todos  los  poderes  públicos,  incluso  el 
que  mus  ilimitado  parece,   el  legislativo,   no  pueden 
consentir  en  retrogradar  más  allá  de  la  barbarie  acep- 
tando jueces  con  amplias  facultades! 

Nosotros  creemos  que  la  ley  de  20  de  Enero,  como 
el  Gobierno  lo  dice,  fija  al  juez  la  regla  que  debe  se- 
guir para  conceder  ó  no  la  suspensión  del  acto  recla- 
mado: cuando  hay  urgencia  notoria^  cuando  la  con- 
sumación de  ese  acto  es  irreparable,  cuando  las  cosas 
no  pueden  A'olver  después  de  la  sentencia  al  estado 
que  tenían  en  tiempo  de  la  demanda,  entóneos  la  sus- 
pensión es  necesaria -so  pena  de  dejar  burlado  el  jui- 
cio de  amparoj   pero  cuando  esto  no  es  así,  cuando 
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después  ele  pronunciada  la  sentencia  se  pueden  resti- 
tuir las  cosas  al  estado  en  que  antes  se  hallaban, 
cuando  ningún  perjuicio  irrej  arable  se  sigue  al  que- 
joso, entonces  decretar  la  suspensión  es  incurrir  en  la 
responsabilidad  de  que  habla  el  art.  25  de  aquella 
ley.  En  el  caso  de  la  ejecución  de  una  sentencia  do 
muerte,  la  suspensión  es  procedente,  i)orque  la  justi- 
cia federal  no  puede  amparar  á  un  cadáver:  en  el  ca- 
so del  cobro  de  un  impuesto,  la  suspensión  es  arbitra- 
ria y  criminal,  por<[ue  aun  pagado  ese  impuesto,  el 
quejoso  puede  obtener  su  indemnización,  si  el  amparo 
se  le  concede.  Y  si  a([uella  ley  algún  vacío  sobre 
este  punto  tuviera,  él  nunca  se  podria  llenar  con  las 
amplias  facultades  de  los  jueces:  en  último  extremo, 
las  reglas  del  conde  de  la  Cañada,  las  doctrinas  de  los 
inácticos  aphcadas  por  analogía,  servirian  al  juez  de 
guia  para  no  cometer  torpes  arbitrariedades. 

Estas  son  nuestras  opiniones  en  completa  oposición 
con  las  í[ue  la  sentencia,  aunque  no  sea  mas  (pie  con 
su  silencio,  consagra.  Constituimos  con  gusto  juez 
entre  ellas  al  país:  ^\  resolverá  si  en  México  los  jue- 
ces federales  del)en  tener  facultades  amplias,  como 
el  de  este  Distrito  lo  quiero,  i;omo  la  Corte  lo  autori- 
za, ó  si  semejante  pretensión  es  digna  de  la  miís  enér- 
gica reproba<io  1. 
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ARTICULO  VI. 

¿Tendremos  necesidad  de  seña^.ar  después  de  lo  que 
hemos  dicho,  los  peligros  que  al  sistema  federal  ame- 
nazan con  amparos  como  el  concedido  á  los  comercian- 
tes de  Guadalajara,  con  las  teorías  y  doctrinas  que  los 
tribunales  federales  profesan  de  pocos  meses  ahora?  Los 
juzgados  de  Distrito  con  amplias  facultades  para  sus- 
pender los  actos  de  los  Gobiernos  de  los  Estados,  y  la 
Corte  de  Justicia  legislando  en  sus  sentencias,  alteran- 
do á  su  placer  las  facultades  de  la  Federación  y  los  de- 
rechos de  los  Estados,  sobreponiéndose  á  la  Constitu- 
ción, etc.,  etc.,  hacen  imposible,  no  3^a  el  régimen  fe- 
deral, sino  el  (jrden  soci  al  incompatible  con  la  confusión 
de  los  poderes  legislativo  y  judicial,  con  la  posibilidad 
siquiera  de  que  una  sentenciase  convierta  en  ley.    El 
orden  social  no  existe  en  el  país  en  que  los  tribunales 
legislan! 

En  el  amparo  de  Jalisco  que  tanto  nos  ha  ocupa_ 
do,  se  declaro  inconstitucional  una  de  sus  leyes,  la  que 
grava  la  extracción  de  los  metales  preciosos,  conside- 
rándola como  ley  que  invade  la  esfera  del  jiodtr  fede- 
ral, no  porque  haya  un  texto  expreso  en  la  Constitu- 
ción que  determine  que  sea  facultad  de  la  Federación 
imponer  esos  gravámenes,  no  porque  la  ley  fundamen- 
tal que  marca  el  límite  hasta  donde  la  esfera  dt  I  pe- 
der federal  llega  y  en  donde  comienza  la  de  la  sobe- 
ranía de  los  Estados  resuelva  expresame?iíe,  como  fue- 
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ra  nectísariOj  (|uo  toca  al  poder  ieilcral  gravar  los  mé- 
tales precioso^;;  no,  se  hizo  aquella  importante  tícela, 
ración  no  por  esos  motivoF,  sino  porque  ciertas  teorías 
económicas,  ciertas  conveniencias  in'ernacionales  acon- 
sejan que  se  debe  conservar  fijo  el  valor  de  la  mer- 
cancía que  sirve  para  las  transacciones  en  todos  los 
pueblos  de  la  tierra.  Para  quien  quiera  que  entienda 
el  valor  de  las  palabrws,  aunque  de  derecho  conatitu- 
cionid  no  entiend:i,  aquella  ley  de  Jalisco  .condenada 
por  la  Corte,  será  anti-económica,  anti-internacional 
(permítasenos  esta  voz);  pero  no  anticonstitucional, 
puesto  que  ella  choca  con  teorías  económicas  ó  inter- 
nacionales, pero  no  con  preceptos  de  la  Constitución; 
y  todo  aquel  que  en  la  suerte  de  las  instituciones  se 
interese,  y  cualquiera  que  vea  en  su  consolidación  la 
paz  pública  afianzada,  quedará  escandalizado  al  saber 
que  en  una  sentencia,  so  pretexto  de  interpretar  el 
Pacto  federal,  se  adultera  ese  Pacto,  imponiendo  á 
uno  de  los  contrayentes,  á  Jalisco,  obligaciones,  pro- 
hibiciones, no  en  nombre  del  contrato,  sino  por  indica- 
ciones de  sa?ias  teorías  económicas! Pero  si  este 

amparo  de  Jalisco  motivo  justo  de  alarma  ha  sido  pa- 
ra todos  los  Estados,  porque  ('1  ha  revolado  hasta  d(jn- 
de  la  Corte  puede  abusar  de  sus  poderes,  los  otros 
muchos  del  mismo  género  que  después  de  él  han  ve- 
nido conculcando,  no  ya  leyes,  sino  hasta  los  princi- 
pios en  que  el  orden  social  descansa,  han  llenado  de 
seria  inquietud  á  todos  los  amigos  de  la  paz,  á  la  in- 
mensa mayoría  del  país  que  repugna  las  vías  revolu- 
cionarlas á  las  que  la  Corte  se  ha  lanzado,  traspasan- 
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do  con  exceso  el  límite  de  sus  facultades  constitucio- 
nales. 

Poco  tiempo  antes  de  que  la  Suprema  Corte  vul- 
nerara la  soberanía  de  Jalisco,  prohibiéndole  cobrar 
impuestos  sobre  la  plata,  ultrajó  los  derechos  sobera- 
nos de  Sonora,  declarand )  que  los  empleados  federa- 
les á  quienes  ese  Estado  cobraba  el  impuesto,  estaban 
exentos  de  todas  las  contribuciones  locales!  En  ese 
también  célebre  amparo,  se  dijo  que  estas  contribu- 
ciones recaen  sobre  los  sueldos  de  los  empleados,  y  que 
como  solo  el  Congreso  de  la  Union  tiene  facultad  pa- 
ra aumentar  ó  disminuir  esos  sueldos  al  formar  los 
presupuestos,  la  ley  de  Sonora  invade  la  esfera  del 
poder  federal.  Esta  razón,  que  sirve  hasta  para  que 
esos  empleados  no  paguen  sus  deudas,  ¿se  puede  to- 
mar á  lo  serio,  so  puede  discutir  formalmente? 

Portentosa  fuerza  do  lógica  se  necesita  para  deducir 
de  este  precepto  constitucional:  «el  Congreso  formará 
los  presupuestos  de  la  Union,»  esta  consecuencia:  «lue- 
go los  empleados  federales  no  deben  pagar  el  impues- 
to local,  porque  él  altera  los  sueldos  de  los  presupuer- 
tos.» 

Bien  sabemos  nosotros  que  se  ha  «luerido  invocar 
una  sentencia  americana  para  sostener  aquella  decla- 
ración de  la  Corte;  pero  también  sabemos  que  ese  pre- 
cedente no  puede  prevalecer  sobre  el  art.  31,  fracción 
I  de  la  Constitución,  que  obliga  á  todos  los  m^xicanos^ 
aunque  sean  emplt  alo  fedt7^aleF,  a  «contribuir  para  los 
gastos  públicos  de  la  Federación,  dd  Estado  y  muni- 
cipio e:i  que  residan;»  pero  también  sabemos  que  el 
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ai't.  117  (le  nuestra  Constitución,  tan  esencialmente 
diverso  de  la  enmienda  X  de  la  Constitución  america- 
na, deja  entre  nosotros  sin  valor  alguno  la  ejecutoria 
del  país  vecino.  Aquel  artículo  no  d/i  más  facultades 
á  li  Federación  que  las  ((us  exj)''e,si.uieHt''.  le  concede 
la  Constitución:  esta  enmienda  reserv.a  para  los  Esta- 
dos los  poderes  que  no  estén  delegados  á  la  Union. 
En  la  República  mexicana,  á  la  Federación  no  se  le 
P-iedea  dir  facultades  por  interpretación  extensiva  de 
la  ley:  en  los  Kstados-Unidos  la  Union  puede  preten- 
der derechos  que  no  le  estén  expresamente  concedi- 
dos por  la  Constitución.  Esta  radical  diferencia  en- 
tre las  leyes  fundamentales  de  las  dos  Re[)úblicas, 
nunca  es  considerada  por  los  «pie  acjuí  quisieran  nuli- 
ficar la  soberanía  de  los  Estados  á  beneficio  del  poder 
federal   (1). 

Muy  pocos  dias  después  de  fulminado  el  anatema 
de  inconstitucionalidad  soln'c  la  ley  de  Jalisco,  la  Cor- 
te declaró  también  inconstitucionnA  otra  ley  de  Sono- 
ra, que  impuso  el  derecho  llamado  de  consumo  á  los 
efectos  extranjeros,  inconstitucional  porque  invade  la 
esfera  delpoder  federal.  Para  contener  las  tenden- 
cias ccntralizadoras  de  la  Corte,  no  sirvió  de  obstácu- 
lo la  reprobación  solemne  f[ue  el  Congreso  de  la  Union 
habia  hecho  de  una  teoría  que   hoy  profesa  la  Corte: 


(1)  Hú  aquí  el  texto  original  (le  esa  enmienda  X:  "The  jio- 
Avers  not  tlelegated  to  tho  Unitctl-States  by  tlio  Constitution,  not 
proliibitccl  by  it  to  the  States,  are  reserved  to  tlie  States  resjjec- 
tivelcy  or  to  tLc  pcople." 
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que  «el  consumo»  es  un  recargo  de   «la  importación,» 
para  el  efecto  de  reputar   tan  inconstitucional  á  ésta 
como  á  aque';  para  que  este  amparo  se  negara  fué  im- 
potente la  ley  federal  de   31   de  Mayo  de  1872,  que 
derogando  los  arts.  19  y  82  del  Arancel   de  Aduanas 
marítimas,  y  derogándolos  precisamente  porque  ellos 
vulneran  la  soberanía  de  los  Estados,  dejó  á  éstos  en 
posesión  de  su  libertad,   de   su  derecho  para  imponer 
contribuciones  no   sobre  la  importación,  sino  sobre  el 
comercie  interior,  según  explicaban  los  constituyentes 
mismos  la  inteligencia  del  art.  112,  fracción  I  de  la 
Constitución:  todo  fué  débil  ante  aquellas  tendencias. 
Empeñada  la  Corte  en  establecer  su  sistema  económi- 
co de  centralizar  las  rentas,   sobre  la  ruina  de  la  ha- 
cienda de  los  Estados;  empeñada  en  destruir  el  régi- 
men federal  restringiendo  la  soberanía  local  en  todos 
sentidos  y  por  todos  medios;  empeñada  en  hacer  pre- 
valecer sus  propias  opiniones  hasta  sobre  los  precep- 
tos de  la  Constitución,  resolvió  que  Sonora  no  podia 
cobrar  el  derecho  de  consumo,  por  más  que  la  ley  del 
Congreso  de  la  Union,  de   31   de  Mayo  de  1872,  hu- 
biera hecho  una  declaración  diametralmente  contraria. 
Aquella  resolución  de  la  Corte,  si  con  atención  se 
examina,  no  es  en  realidad  sino  la  derogación  de  esta 
ley.     Para  verlo  con  claridad,  basta  conocer  los  mo- 
tivos, el  espíritu,  la  letra  de  ésta.     Los  artículos  del 
arancel,   entendiendo  la  fracción  I  del  art.  112  como 
la  Corte,  prohibían  que  los  Estados  impusieran  dere- 
cho alguno  local,   de  cualquier  nombre  ó  denomina- 
ción, ú  los  efectos  extranjeros,   declarando  que  no  lo 


podían  hacer  siu  consentimiento  del  Congreso  de  la 
Union, 

En  el  debate  parlamentario  se  atacaron  esos  artí- 
culos porque  aquella  fracción  I  habla  solo  de  (dmpor- 
taciones»  y  no  de  derechos  lócale?,  porque  prohibir  á 
los  Estados  imponer  estos  cuando  la  Constitución  ex- 
pre.sameiUe  no  les  prohibe  más  que  imponer  los  maríti- 
mos, es  invadir  sus  derechos  tales  como  el  art.  117  los 
reconoce.  Tal  opinión  íiió  consagrada  i)or  la  Cáma- 
ra y  ella  decreto  derogar  aíjuellos  artículos  del  aran- 
cel. El  Congreso  dijo  en  sustancia,  que  no  se  necesita 
su  permiso  para  (pie  los  Estados  cobren  el  derecho  de 
consumo,  porque  éste  no  es  derecho  marítimo  ni  aun 
llamándolo  «recargo  de  la  importación.»  Pero  la  Coi- 
te  (¿ue  nada  quiere  respetar,  exije  que  el  Congreso  dé 
ese  permiso  expreso  y  ira  cada  Estado,  sin  que  pue- 
da valer  ni  significar  nada  la  declaración  del  legisla- 
dor, de  que  el  permiso  no  es  necesario  por  no  estar 
en  el  caso  del  texto  constitucional.  ¿No  se  ve  ya  el 
choque  entre  la  resolución  de  la  Corte  y  la  declara- 
ción del  Congreso?  ¿No  se  percibe  (jue  los  funda- 
mentos del  amparo  están  en  completa  pugna  con  los 
motivos  de  la  ley? 

Pero  aún  hay  más:  íintes  de  (|ue  el  arancel  se  ex- 
pidiera, los  Estados  estaban  en  posesión  de  su  dere- 
cho para  cobrar  el  consumo,  y  los  artículos  19  y  SI 
quisieron  precisamente  arrebatarles  ese  derecho,  do- 
clarándolo  exclusivo  de  la  Eederacion.  El  Congres) 
tal  cosa  no  permitió,  porque  ello  habria  sido  vulnerar 
la  soberanía  de  los  Estados,  y  derogó  aqwUos  artíci- 
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¡OF,     Kl  menos  eiiteiitlMo  en  juríspruilencm,  deducí* 
ría  de  semejante  derogaeion  esta  consecuencia:  luego 
los  Estados  siguen  en  posesión   de  su  derecho  de  co- 
brar el  consumo;  luego  para  ello  no   necesitan  el  per- 
miso del   Congreso;  pero  los  tribunales  federales,  po- 
niéndose frente  á  frente   del  Congreso,  y  con  una  ló- 
gica por  cierto  muy  especial,  entienden  que   esa  dero- 
gación no  tuvo  más  objeto   «que  dejar  vigente  el  con- 
sumo en  el  distrito  y   territorio  de  Baja  California;» 
y  declaran  que  la  ley  de  31  de  Mayo  no  devolvió  á 
los  Estados  los  derechos  que  los  artículos  del  arancel 
les  negaban,  y   declaran,  en  fin,  que  esa  ley  no  debe 
tener  los  efectos  que  el  legislador  quiso   que  tuviera. 
¿Interpretar  asi  las  leyes,  no  es  nulificarlas?     ¿Qué 
especie  de  confusión  de  ideas  hay  en  todo  esto,  que 
así  confunde  hasta  las  atribuciones  del  Congreso  y  de 
la  Corte?     ¿Cuál  de  los  dos  poderes  suponemos  tiene 
razón  en  esta  contienda,  el  Congreso  que  declara  que 
el  permiso   no  es  necesario   para  cobrar  los  impuestos 
locales  sobre  efectos  extranjeros,   ó  la  Corte  que  lo 
exije;  el  Congreso  que  interpreta  el  texto  constitucio- 
nal como  los  constituyentes  los  entendieron,  ó  la  Cor- 
te que  lo  explica  conforme  á  las  sanas  teorías  econó- 
micas qire  han  de   centralizar  las  rentas  públicas;  el 
Congreso  que  no  quiere  dar  pej' misos  sino  para  impor- 
taciones marítimas,  ó  la  Corte  que  las  reclama  hasta 
para  las  contribuciones  interiores,  porque  «son  en  ul- 
timo análisis  un  recargo  de  la   importación;»  el  Con- 
greso, que  en  respeto  del  art.  117  de  la  ConstitucÍDn 
no  impone  á  los  Estados  sobre  la  prohibición  expr<S(n 
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en  la  ley  fandamental  de  gravar  la  importacioiij  la  tá' 
cita  aconsejada  por  aquellas  teorías  económicas  de 
gravar  con  algún  impuesto  local  á  los  efectos  extran- 
jeros, 6  la  Corte  que  haciendo  pedazos  aquel  artículo 
((uisiera  también  destruir  la  soberanía  de  los  Estados? 
Y  prescindiendo  de  estas  cuestiones,  ¿puede  la  Corto 
hacer  prevalecer  su  autoridad  hasta  sobre  la  signifi- 
cación del  verbo  «derogar,»  entendiendo  como  quiere 
entender  la  ley  de  31  de  Mayo? 

Los  amparos  de  que  hemos  hablado,  sin  hacer  men- 
ción de  otros,  revelaron  al  país  que  en  la  Corte  exis- 
te un  sistema  hacendario  y  [lolítico  preconstituido,  al 
que  se  sacrifican  hasta  los  preceptos  constitucionales. 
La  soberanía  de  los  Estados  parece  á  la  Corte  una 
mala  institución,  y  se  trata  de  minarla  por  su  base: 
¿y  qué  medio  para  ello  mejor  que  centralizar  las  ren- 
tas, que  ir  declarando  que  los  Estados  no  pueden  im- 
poner contribución  alguna  ni  ii  los  empleados  federa- 
les, ni  ú  los  metales  preciosos,  ni  li  las  mercancías  ex- 
tranjeras, para  luego  deducir  de  las  mismas  teorías 
que  ya  conocemos,  que  los  Estados  no  han  de  poder 
ni  imponer  la  contribución  directa  sobre  sus  fincas 
rusticas,  porque  ella  recargaría  el  derecho  de  expor- 
tación que  sus  productos  pagan  cuando  salgan  por  un 

puerto ?     ¿Se  pretende   romper  el  pacto  federal, 

se  quiere  herir  intereses  legítimos,  se  intenta  provo- 
car la  revolución?  La  gran  mayoría  del  país,  ávida 
de  paz,  se  inquieta  con  razón,  viendo  que  estas  gra- 
ves i)erturbaciones  en  el  equilibrio  político  vienen  del 
poder,  cuyo  principal  atributo  es  conservar  ese  equi- 
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librio  entre  las  grandes  y  soberanas  entidades  que  for- 
man la  confederación  mexicana! 

Pero  no  es  esto  todo:  el  escándalo  ha  ido  más  lejos 
aún.  Al  dia  siguiente  de  haber  privado  á  Sonora  de 
una  de  sus  rentas,  del  derecho  de  consumo,  se  conce- 
dió el  tristemente  célebre  amparo  de  Morelos.  ¡El 
amparo  de  Morelos!  ¿Necesitaríamos,  enumerar  to- 
dos los  atentados  que  encierra  eso  que  se  llama  am- 
paro de  Morelos,  compendio  y  resumen  de  las  aberra- 
ciones, de  las  teorías  que  la  Corte  profesa  de  algunos 
meses  á  esta  parte?     ¿Hay  alguien  en  el  país  sí  quien 

la  noticia  de  ese  gran  escúndalo  no  haya  llegado ? 

Una  voz  de  reprobación,  voz  un;ínime,  se  ha  levanta- 
do del  uno  al  otro  extremo  de  la  República  para  es- 
tigmatizar ese  amparo,  para  condenar  las  disolventes 
doctrinas  que  lo  fundan,  para  protestar  contra  él  á 
nombre  de  la  soberanía  de  los  Estados,  de  muerte 
amenazada  por  la  Corte  de  Justicia.  El  Presidente 
de  la  República,  las  Legislaturas  de  los  Estados,  la 
prensa  de  todos  los  colores  políticos,  los  amigos  de 
las  instituciones  federales  han  censurado  con  justicia 
ese  amparo,  más  revolucionario  en  sus  tendencias  y 
fines,  que  un  pronunciamiento.  Todo  el  país  ha  vis- 
to cómo  á  fuerza  de  torturar  la  inteligencia  de  los 
textos  constitucionales,  de  desconocer  los  principios 
mas  triviales  de  jurisprudencia,  de  renegar  de  las  re- 
glas de  la  lógica,  la  Corte  ha  llegado  hasta  el  absur- 
do de  arrancar  sus  rentas  á  los  Estados  para  matar- 
los de  hambre,  de  despojarlos  de  sus  autoridades  pa- 
ra sumirlos  en  la  anarquía!     jY  se  mina  por  su  base 

18 
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el  régimen  í'ederal  en  nombre  de  ía  Constitución  que 
lo  establece  y  garantiza!  Y  la  inconsecuencia  se  lle- 
va hasta  el  extremo  de  declarar  en  una  misma  sen- 
tencia que  la  Corte  es  el  juez  revispr  de  los  actos  de 
los  colegios  electorales,  cuando  se  trata  de  quitar  de 
enmedio  á  una  autoridad  a  quien  la  Corte  odia  y  que 
no  puede  haéer  tal  revisión  cuando  la  cuestión  versa 
sobre  otra  autoridad  tí  quien  ella  tolera!  ¿Hay  algo 
más  digno  de  censura,  de  reprobación,  que  todo  eso? 
¿Hay  algo  más  arbitrario,  más  revolucionario  que  eso 
que  está  hoy  llamándose  amparo  de  Morolos? 

Para  calmar  la  inmensa  alarma  que  él  en  todo  el 
país  produjern,  el  presidente  mismo  de  la  Corte  escri- 
bió un  folleto  en  que  trata  de  justificar  aquel  ampa- 
ro, en  que  expresa  las  razones  que  el  Tribunal  tuvo 
para  otorgarlo  y  en  que  hasta  revela  los  acuerdos  ge- 
neralas por  éste  tenidos,  y  acuerdos  que  serán  la  re- 
gla de  su  conducta  futura.  La  impugnación  de  los 
funestísimos  errores  en  ese  folleto  defendidos,  no  ca- 
be en  los  límites  de  este  artículo:  no  parece  sino  que 
quien  lo  escribió,  ignora  la  letra  y  desconoce  el  espí- 
ritu de  la  Constitución.  Dejemos,  pues,  á  un  lado 
esa  impugnación  y  preguntemos:  ¿cómo  tranquiliza  el 
presidente  de  la  Suprema  Corte  los  ánimos  preocu- 
pados por  el  amparo  de  Morolos,  y  temerosos  de  nue- 
vos abusos  de  este  Tribunal  contra  los  Estados?  Ha- 
ciendo en  último  extremo  esta  promesa:  «Donde  me- 
nos es  de  temerse  el  abuso  de  la  Corte,  es  en  asuntos 
tn  que  ella  misma  se  marca  el  límite  de  que  no  ha  de 
pasar»  (pág.  52  del  folleto);  y  como  en  otro  lugar  se 


139 

nos  dijo,  que  «se  convino  por  acuerda  general  en  que 
la  Corte  podia  explorar  la  legitimidad  de  las  autori- 
dades de  los  Estados,   cuando   funcioneii  con  abierta 
i  ifraccion  de  la  Constitución  federal»  (pág.  lo  de  id.); 
y  como  por  otra  parte  se  asegura  que  los  pueblos  que 
gobiernen  las  autoridades  iiegitimis,  «lejos  que  deban 
mirar  como  un  atentado  cometido  en  perjuicio  de  sus 
derechos  la  intervención  de  una  autoridad  competente 
en  el  examen  de  si  han  sido  respetadas  ó  no  su  propia 
Constitución  y  la  de  la  nación,   deberán  estimar  co- 
mo una  protección  desinteresada  y  eficaz  el  acto  que 
los  resguarda  de  arbitrariedades  y  usurpaciones»  (pág. 
15  de  id);  ya  podemos  comprender  que  la  Corte  se 
erije  no  en  tutor  de  los  pueblos,  no  en  juez  de  las  au- 
toridades arbitrarias,  sino  en  el  patriarca  de  una  tri- 
bu que   concede  su  protección  desinteresada  a  quien 
la  necesita,  sin  más  regla  que  la  conciencia  del  padre 

que  hace  bien  á  sus  hijos  hasta  castigarlos ! 

¿Es  posible  que  esto,  entre  otras  muchísimas  blas- 
femias contra  la  Constitución,  haya  escrito  el  pre^si- 
dente  mismo  de  la  alta  Corte?  ¿Es  posible  creer  que 
se  reclamen  hoy  facultades  discrecionales,  patriarca- 
les para  un  poder  constitucional?  ¿Cabe  en  lo  posi- 
ble decir  en  pleno  siglo  XIX,  que  un  poder  puede 
abusar  menos  cuando  él  se  marca  los  límites  de  sus 
atribuciones ?  ¿Se  podia  nunca  temer  que  la  Cor- 
te creyera  mas  eficaces  á  sus  acuerdos  generales  que 
á  las  leyes  fundamentales   del  país,  para  contenerla 

en  sus  abusos ?    ¿Se  puede  más  renegar  de  todo 

principio  constitución  a  1 ? 
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¿T  el  país  quedará  con  aquellas  promesas  tranqui- 
ló y  satisfecho?  El  pueblo  mexicano  que  no  ha  da- 
do á  la  Corte  esos  poderes  patriarcales,  para  que  le- 
gisle (5  juzgue  sobre  la  tribu  como  lo  entienda  mejor; 
el  pueblo  mexicano  que  no  quiere  que  la  limitación  de 
las  facultades  de  sus  autoridades  se  haga  por  los  acuer- 
dos de  ellas,  sino  que  se  determinen  por  la  ley  funda- 
mental; el  pueblo  mexicano,  (|ue  harto  de  promesas  de 
gobernantes  arl)itrarios,  no  acepta  ya  sino  funcionarios 
esciav')»  de  la  hy;  el  pueblo  mexicano,  lejos  de  tran- 
quilizarse con  esas  promesas,  las  reputa  como  la  prue- 
ba acabada  de  que  la  Corte  se  cree  ilimitada  en  sus 
atribuciones,  dispensada  de  observar  y  guardar  la 
Constitución,  dueña  absoluta  de  los  Estados  para  cons- 
tituirlos en  la  bancarrota  ó  despojarlos  de  sus  autori- 
dades, úrbitra  y  señora  de  los  destinos  de  la  Repú- 
blica. El  folleto  del  presidente  de  la  Corte  no  calma 
la  alarma;  la  aumenta  y  justifica:  no  tranquiliza  los 
ánimos,  prepara  una  situación  anticonstitucional  en 
donde  muera  el  imperio  de  la  ley,  para  reinar  solo  la 
arbitrariedad  y  la  fuerza Todo  lo  que  este  fo- 
lleto dice,  ¿no  vale  más  que  uno,  que  diez  pronuncia- 
mientos para  el  efecto  de  sojuzgar  á  la  ley,  de  tras- 
tornar el  orden? 

¿Se  quieren  más  peligros  para  el  sistema  federal? 
Seamos  mas  exactos  en  nuestros  conceptos:  ¿existe 
por  ventura,  el  sistema  federal  entre  nosotros?  ¿Tie- 
ne garantías  el  orden  público  en  un  país  que  vive  á 
}a  sombra  (le  UQ  podor  cuyos  propios  acuerdos  maf" 
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can  el  límite  de  sus  atribuciones;  de  un  tribunal  que 
destituye  autoridades  supremas  ó  las  declara  legiti- 
mas, según  que  le  place  ó  no  constituirse  en  revisor 
de  los  actos  de  los  colegios  electorales,  de  un  tribu- 
nal que  impone  á  los  Estados  restricciones  que  la 
Constitución  no  expresa,  aunque  esta  declare  que  eso 
no  debe  hacerse;  que  centraliza  la  rentas  públicas  si- 
guiendo sanas  teorías  económicas,  aun  desquiciando 
la  hacienda  local;  que  interpreta  y  aplica  la  ley  fun- 
damental ;í  su  capricho;  que  se  alza  sobre  la  Consti- 
tución misma,  dándose  poderes  ilimitados  hasta  para 
limitarlos  con  sus  acuerdos?  ¿Todo  esto  no  es  emi- 
nentemente subversivo,  esencialmente  revoluciona- 
rio  ? 

Por  una  inmensa  fortuna  para  el  país,  él  no  ha  que- 
rido responder  li  tantas  aberraciones  de  la  Corte  con 
la  revolución:  el  país,  cansado  de  la  guerra  civil,  de- 
sea ansioso  su  progreso  en  la  paz,  y  busca  el  remedio 
de  tan  graves  males  no  en  las  armas,  sino  en  la  ley. 
Grande,  muy  grande  prueba  de  buen  sentido  ha  dado 
México,  tolerando  en  silencio  los  ultrajes  que  i  sus 
leyes  hace  el  poder  mismo  encargado  de  su  observan- 
cia. En  cuanto  á  nosotros  que  creemos  íntimamente 
que  solo  la  revolución,  mal  supremo  de  un  pueblo 
ávido  de  paz,  es  un  mal  de  m;ís  fatales  trascenden- 
cias que  los  abusos  de  la  Corte,  estamos  en  el  deber 
de  manifestar  nuestras  opiniones,  sobre  los  remedios 
que  con  urgencia  demanda  la  difícil  situación  en  que 
ja  Corte  ha  colocado  á  la  República, 
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NOTA. 

Para  mayor  ilustración  do  lo  que  en  este  artículo  liemos  di- 
cho sobre  los  amiiaroa  decretados  contra  el  derecho  de  coimimo, 
y  puesto  que  á  las  doctrinas  americanas  sobre  derecho  constitu- 
cional se  dá  grande  valor  entre  nosotros,  conveniente  nos  parece 
indicar  siquiera  lo  que  la  Eepública  vecina  tiene  establecido  so- 
bre este  ijunto. 

El  art.  112  do  nuestra  Constitución  está  tomado  del  art.  1.  °  , 
B^c.  10  de  la  americana,  y  éste,  en  la  parte  relativa,  dice  así  tex- 
tualmente: "No  state  shall  whithout  tlie  consent  of  the  congress 
lay  any  imports  or  duties  on  itnports  or  exports,  etc."  Y  la  Cor- 
te de  Justicia  tiene  declarado  que  la  palabra  '"imporís,"  significa 
"las  cosas  im^jortadas."'  What  then  are  imports?  The  lexicons 
imform  us  thut  they  are  thingrs  importcdV"  Desde  luego,  ptves, 
so  debe  notar  una  esencial  diferencia  entre  los  preceptos  de  las 
dos  Constituciones:  la  mexicana  restringe  la  prohibición  para 
los  Estados  al  ac/o  de  impor/ar  [esto  siguiíica  la  palabra  importa- 
ción seguu  los  diccionarios  de  la  lengua] :  la  americana  extiende 
la  misma  i)ruhibicion  á  las  cosas  importadas,  aiin  después  del  ac- 
to de  la  importación.  A  pesar  de  esta  enorme  diferencia  entre 
los  dos  textos,  lejos  de  crerse  en  los  Estados-Unidos  q\ie  los  Es- 
tados jamás  pueden  inii)oner  contribuciones  sobre  los  efectos  ex- 
tranjeros ya  inqjortados  al  2)ais,  es  una  teoría  sancionada  por  la 
misma  ('orte  la  de  que  "cuando  el  importador  ha  <)l)rado  de  tal 
suerte  sobre  la  cosa  importada  qne  ésta  haya  llegado  á  incorpo- 
rarse y  mezclarse  con  la  masa  general  de  la  propiedad  en  el  país, 
ella  ha  jjerdido  su  carácter  distintivo  de  "cosa  importada"  y  ha 
quedado  sujeta  al  poder  del  Estado  para  gravarla."  Mientras  las 
cosas  imi)ortadas  conservan  su  i)rimitivo  carácter  do  imiwrta- 
cion,  solo  el  fisco  federal  i)uede  gravarlas,  porque  cuabjuiera 
contribución  del  Estado  recaería  sobre  una  "cosa  im]Jortada,"  lo 
que  está  i)rohibido  por  la  Constitución;  pero  cuando  el  imi)orta- 
dor  ha  vendido  estas  cosas  importadas  ó  las  ha  mezclado  con  la 
l)ropiedad  genenU,  entonces  el  impuesto  local  i)uede  bien  recaer 
sobre  ellas,  "porque  este  impuesto  encuentra  ya  á  esas  cosas  in- 
cori)oradas  con  los  valores  que  constituyen  la  propiedad  general 
dol  Estado."  Sentimos  no  poder  rejiroducir  toda  la  extensa  eje- 
ciitoria  de  la  Corte  americana,  que  fijó  la  interpretación  del  art, 
1.  ^ ,  sec.  10  do  la  Constitución;  (BroMU  v.  Marylaud  12  Wliea* 


ton  Eep.  419) ;  pero  ei-ecmoe  que  las  palabi-as  que  <Je  aquella  íie* 
mos  copiado,  bastarán  pava  unesívo  propósito. 

Efectivamente,  si  ni  en  el  país  en  que  está  prohibido  á  los  Es- 
tados poner  contribuciones  á  las  "cosas  importadas,"  se  las  de- 
clara siempre  y  en  todos  casos  libres  del  gravamen  local,  sino  que 
se  las  sujeta  á  él  hiego  que  se  mezclan  con  la  riqueza  pública  del 
Estado  que  paga  la  contribución,  ¿cómo  en  el  pa's  en  que  la 
prohibición  esti  limitada  al  acto  de  ''importar,"  se  puede  decir 
sin  absurdo,  que  el  efecto  importado  no  pagará  ni  el  impuesto 
que  se  causa  al  tiempo  del  consumo? . . . .  No,  los  americanos  que 
bien  se  han  cuidado  de  jirivar  a  los  Estados  de  sus  rentas,  porque 
son  amigos  sinceros  de  la  sol)eranía  de  estos,  no  han  llegado  con 
su  prohibición  constitucional,  mucho  más  amplia  que  la  nuestra, 
hasta  el  extremo  de  declarar,  como  lo  ha  hecho  la  Corte  de  Justi- 
cia mexicana,  que  los  efectos  extranjeros,  ni  en  el  acto  de  consu- 
mirse, deben  contribuir  para  los  gastos  del  Estado.  Dejamos  que 
el  lector  saque  las  consecuencias  que  se  deducen  de  las  contrarias 
teorías  que  la  Corte  mexicana  y  la  americana  han  establecido  so- 
bre este  punto. 

ARTICULO  \m. 

El  Presidente  ele  la  Suprema  Corte,  en  el  folleto 
que  ha  publicado,  cree  que  «aun  en  la  eventualidad  de 
abusos  de  todo  género,  tan  constantes  y  sistemáticos 
que  acabaran  por  convertir  á  la  Corte  en  poder  usur- 
pador y  tiránico,  abundarían  los  medios  de  contener- 
la en  su  carrera  de  arbitrariedad.  Como  lo  aconseja 
Story  para  caso  semejante,  por  medio  de  enmiendas 
constitucionales  se  podria  cercenar  sus  atribuciones 
hasta  donde  se  estimare  conveniente.  Se  levantarla 
la  opinión  pública  céntralos  escándalos  que  diera.  Se- 
rian desatendidos  los  actos  en  que  fuera  patente  su 
falta  de  atribuciones.  Perderia  su  prestigio  moral  que 
tan  solo  estriba  en  la  rectitud  de  su  conducta  y  la  jus- 
tificación de  sus  fallos.     Ejercería,  en  fin,  una  tiran'a 
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nominal  y  ridicula,  puesto  que  para  sostenerla  care- 
cería (le  los  elementos  de  fuerza  material  j  de  recur- 
sos pecuniarios  sin  los  que  ningún  tirano  se  mantiene.» 
(Págs.  52  y  53,  foU.  cit.)  Veamos  si  esos  medios  se- 
rian eficaces  para  contener  tan  pronto  como  es  nece- 
sario á  la  actual  Corte  en  su  carrera  de  arbitrarieda- 
des, porque  prontos  y  eficaces  medios  son  urgentes 
para  evitar  que  los  Estados  de  la  República  sean  víc- 
timas de  la  aDar(iuía  que  las  ejecutorias  de  la  Corte 
están  ya  produciendo. 

Una  triste  experiencia  tiene  ya  acreditada  la  inefi- 
cacia de  algunos  de  esos  remedios  para  curar  el  pre- 
sente grave  mal.  La  opinioíi  publica  se  ha  levanta- 
do  contia  los  ¿scándalos  ele  la  Corte.-  las  protestas  mas 
expresas  de  los  poderes  más  respetables  del  país,  eco 
fiel  de  esa  opinión,  han  llegado  hasta  ser  el  cruel  vo- 
to de  censura  dado  á  ese  Tribunal.  lia  perdido  su 
prestigio  moral:  en  lugar  de  creer  los  Estados  en  la  jus- 
tificación de  sus  fallos,  justificación  basada  en  la  ley 
fundamental,  temen  la  arbitrariedad  de  sus  sentencias 
en  que  se  destroza  el  pacto  federal Dura,  se- 
vera como  lo  es  la  pena  que  la  opinión  pública  ha  im- 
puesto ú  la  Corte,  ella,  lejos  de  ceder  ante  las  exigen- 
cias de  ésta,  lejos  de  manifestar  arrepentimiento,  urje 
é  insiste,  porf[uc  la  fuerza  federal  vaya  á  ejecutar  la 
grande  inif[uidad  constitucional  contra  Morolos  come- 
tida!  

Después  de  las  enérgicas  manifestaciones  de  la  opi- 
nión pública  por  medio  de  sus  órganos  más  caracteri- 
zados, tiempo  era  ya  de  que  la  Corte  hubiera  vuelto 
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al  orden  constitucional,  declnrando  que  es  incompeten- 
te para  quitar  ú  los  Estados  las  facultades  que  el  art. 
117  les  reserva:  que  en  consecuencia  el  amparo  de 
Morelos  en  que  se  juzgó  de  la  legitimidad  de  sus  po- 
deres, so  pretexto  de  examinar  su  comp'tencia,  y  res- 
tringiendo su  soberanía  local  con  argumentos  de  mi- 
nore ad  majus,  e-i  un  gravísimo  atentado  contra  la 
Constitución:  que  el  amparo  de  Jalisco  en  que  se  ne- 
gó íi  los  Estados  la  facultad  do  gravar  los  metales 
preciosos,  facultad  que  les  está  reservada,  puesto  que 
no  está  concedida  eopresaiiirnte  á  la  Federación,  es 
gravísimo  atentado  contra  la  Constitución:  que  el  am- 
paro <le  Sonora  en  que  se  confunden  los  derechos  lo- 
cales con  los  marítimos,  en  ([ue  :í  aquellos  se  les  llama 
«recargo»  de  estos,  en  que  se  proliibe  á  los  Estados 
decretar  unos  y  otros,  cuando  la  prohibición  constitu- 
cional no  os  expresa  sino   respecto  de  los  marítimos, 

es  gravísimo  atentado  contra  la  Constitución 

Tiempo  era  ya,  decimos,  de  que  la  Corte  hubiera  he- 
cho esas  declaraciones  respetando  la  ley,  acatando  la 
opinión  publica.  Nada  de  esto,  sin  embargo,  ha  suce- 
dido. ¿No  debemos  de  ello  inferir  f|ue  la  represión 
moral,  que  la  censura  pública,  que  los  medios  que  de 
la  opinión  toman  su  fuerza,  son  impotentes  para  con- 
tener las  arbitrariedades  de  la  Corte,  haciéndola  res- 
petar la  Constitución,  para  que  no  siga  dando  como 
facultades  á  la  Federación  lo  que  son  derechos  de  los 

Estados? 

Creen  algunos  que  el  recurso  eficaz  para  poner  tér- 
mino á  la  presente  crisis,  es  uno   de  los  indicados  por 
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el  mismo  rrcsidente  de  la  Corto,  que  Sf  desalieyídan 
los  actos  de  ésta,  en  que  es  patente  su  falta  de  oirdu- 
ciones:  que  se  le  nieguen  los  elemaitos  de  faeiza  ma- 
terial que  U'cesite  para  mantener  su  tiranía.  En  otros 
términos,  que  los  Estados  ultrajados  por  las  ejecuto- 
rias en  que  se  les  quitan  facultades  que  la  Constitu- 
ción les  reserva,  no  obedezcan  esas  ejecutorias:  que  el 
Ejecutivo  de  la  Union  no  facilite  á  la  Corte  los  auxi- 
lios que  necesite  no  para  ejercer  sus  funciones  consti- 
tucionales, sino  para  alterar  á  su  antojo  el  Pacto  fe- 
deral. ¿Es  esto  constitucional?  ¿Producirá  los  bue- 
nos resultados  que  se  desean?  ¿Dará  la  solución  sa- 
ti^factoria  de  las  dificultades  en  que  nos  vemos  en- 
A'ueltos?     Examinémoslo. 

Permitir  que  un  Estado  á  quien  la  Corte  puede  lla- 
mar ajuicio  y  condenar  en  el  caso  de  usurpación  de  las 
facultades  que  la  Constitución  concede  expresamente 
:í  la  Federación,  se  erija  á  su  vez  en  juez  de  la  misma 
Corte  ])ara  calificar  cuándo  es  potente  la  faifa  'le  atri- 
bncí'  tus  de  ésta  y  para  resolver  que  debe  de  atender 
sus  actos,  es  en  nuestro  sentir  un  absurdo  tan  notorio 
que  no  necesita  demostración.  Sujetar  los  actos  del 
juez  á  la  calificación  del  reo,  es  acabar  con  todo  or- 
den judicial. 

Y  á  inconvenientes  igualmente  graves  está  sujeto 
el  medio  de  (|ue  el  Presidente  de  la  República  sea 
quien  desatienda  los  actos  de  la  Corte,  nega'ndole  pa- 
ra la  ejecución  de  sus  fallos  el  auxilio  de  la  fuerza  ar- 
mada. Si  á  aquel  alto  funcionario  fuera  lícito  califi- 
car cuándo  ese  'íribunal  obra  bien  y  cuándo  empaten- 
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te  SU  f  lita  de  atribuciones,  el  poder  judicial  perdería 
por  ello  solo  su  independencia  y  quedaría  subalterna- 
do al  Ejecutivo:  así,  para  evitar  un  mal  grave,  es  cier- 
to, se  causaría  otro  de  muchas  más  funestas  trascen- 
dencias. Todo  esto  por  evidente,  no  necesita  de  prue- 
ba alguna. 

El  ciudadano  Presidente  de  la  República  así  lo  ha 
comprendido  cuando  en  &u  nota  de  28  de  Mayo  próxi- 
mo pasado  á  la  Corte,  después  de  manifestar  su  opinión 
privada  del  todo  desfavorable  al  amparo  de  Morolos, 
asegura  que  «en  ese  caso  ó  en  cualquiera  otro  en  que 
llegue  á  haber  una  resistencia  ilegal  á  la  justicia  de  la 
Union,  dará  los  auxilios  á  que  se  refiere  la  fracción  XII 
delart.  Sodek  Constitución.))  Aunque  ei  ese  amparo 
e^  P'^den'e  la  ful' a  de  ntri'mciones  de  ¿a  Corte  en  sen- 
tir del  Presidente,  él  obedecerá  el  precepto  constitu- 
cional que  le  manda  dar  el  auxilio  de  la  fuerza  para 
la  ejecución  del  fallo:  él  respetará  la  independencia  del 
poder  judicial.  Esta  conducta  extrictamente  consti- 
tucional de  parte  del  Ejecutivo,  no  puede  menos  que 
merecer  el  aplauso  de  todos  los  amigos  de  la  ley. 

Pero  esa  independencia  judicial,  se  nos  dirá,  no  pue- 
de llegar  al  absurdo:  la  Corte  quiere  hoy  establecer 
un  sistema  económico  que  deje  sin  rentas  á  los  Pasta- 
dos, un  sistema  político  que  los  despoje  de  las  facul- 
tades que  el  art.  117  de  la  Constitución  les  reserva: 
quiere  hoy  erigir  la  dictadura  judicial  declarándose 
competente  para  explorar  la  Ilegitimidad  de  todas  las 
autoridades  de  la  República,  de  manera  que  todas  ellas 
(Jepen^^Q  §n  gw  ©xisteneift  4e  un  ffillo  4e  ese  Tribu* 
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nal,  fallo  que  no  serú  mas  que  la  protección  dedn- 
itresada  y  tficuz  contra  /as  arbitrariedades  y  usurpa- 
nones  de  (if/ueUas  autoridades 8i  el  pjjecutivo 

obra  bien,  apoyando  ix  la  Corte  ([ue  tal  hace,  ¿no  hay 
poder  legítimo  sobre  la  tierra  que  esos  atentados  im- 
pida?      Pues  mañana  la  misma  Cofte  decretará 

en  sus  sentencias  que,  según  sus  teorías  polit'cas,  es 
inconveniente  que  en  la  República  los  Estados  sean 
soberanos,  porque  así  sus  Gobernadores,  sus  Legisla- 
turas, llegan  hasta,  la  tiranía  vrespunsablc:  decreta- 
ra (]ue  la  Federación  no  debe  existir;  que  la  Cons- 
titución es  una  ley  anárquica;  que  el  Legislativo  y  el 
Ejecutivo  de  la  Union  le  están  subordinados;  que  ella, 
el  consejo  de  los  diezisi-i",  si  puede  ejercer  una  tira- 
nía irre^j^onsahltí  que  hará  temblar  á  la  República, 
como  V^enecia  temblaba  ante  su  consejo  de  los  diez! 
Y  todo  esto  lo  podrá  hacer  en  sus  ejecutorias  sobre 
amparos'.!!  ¿Esto  no  tiene  remedio?  ¿No  hay  poder 
sobre  la  tierra,  se  vuelve  á  preguntar,  que  estos  atenta- 
dos reprima?  Bien  está  que  contra  una  ejecutoria  no 
haya  recurso;  pero  si  esa  ejecutoria  es  la  sentencia  de 
nmertc  de  las  instituciones,  si  es  la  revolución  que  hace 
retrogradar  al  país  al  tiempo  de  la  barbarie,  ¿todos  los 
poderes  constitucionales  de  la  República  prestan  cie- 
ga obediencia,  absoluta  cooperación  á  esa  ejecutoria 
(juc  sobrepone  un  capricho  de  la  Corte  á  la  Constitu- 
ción?      ¿Es  esto  racional,  posible  siquiera? 

Comprendemos  bien  la  fuerza  de  la  réplica,  diremos 
mas,  tememos  la  posibilidad  de  los  graves  peligros 
que  anuncia:  después  do  los  amparos  de  Morelos,  Ja- 
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lisco  y  Sonora,  después  de  las  revelaciones  del  folle- 
to del  presidente  de  la  Corte,  es  prudente,  es  cuerdo 
temer  esos  peligros.  ¿Cómo  podrán  precaverse?  Con 
desconfianza  vamos  á  manifestar  nuestro  sentir  sobie 
este  delicado  punto. 

Inútil  es  en  la  Constitución  buscar  un  remedio  pa- 
ra una  situación  extraconstitucional.  La  Constitución 
no  creyó  posible  que  el  poder  que  es  «el  guardián  de 
las  instituciones,  el  supremo  moderador  entre  el  poder 
central  y  el  local,»  fuera  tan  lejos  en  el  abuso  de  sus 
atribuciones,  que  llegara  á  esas  aberraciones.  Los  cons- 
tituyentes no  previeron  que  se  operara  en  la  Repúbli- 
ca una  revolución  por  los  medios  mismos  excogitados 
para  evitarla;  previeron,  sí,  el  caso  de  que  «un  tras- 
torno público  estableciera  un  Gobierno  contrario  á  los 
principios  constitucionales,»  y  legitimaron  el  derecho 
de  insurrección  (art.  128).  Pero  aconsejar  como  re- 
medio de  aquella  situación  extraconstitucional,  ese  de- 
recho terrible,  último  recurso  de  los  pueblos  vejados 
por  sus  gobernantes,  ¿no  es  defraudar  todas  las  espe- 
ranzas de  felicidad  y  de  progreso  que  el  pueblo  mexi- 
cano vincula  en  la  paz?  Llamar  á  la  revolución  po- 
pular á  que  contenga  á  la  revolución  que  las  ejecuto- 
rias de  los  amparos  operan,  y  esto  antes  de  apelar  a 
otros  medios  que  á  ambas  revoluciones  hagan  imposi- 
bles, es  traer  sobre  el  país  la  guerra  civil  con  todos 
sus  horrores,  con  todas  sus  calamidades.  Digámoslo 
de  una  vez  y  en  alta  voz:  nosotros  no  creemos  que  lá 
rebelión  contra  la  Suprema  Corte  de  Justicia  sea  la 
solución  de  las  dificultades  de  la  presente  situación. 
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No  hay  en  nuestro  sentir  recurso  alguno  constitu- 
cional que  las  ejecutorias  de  la  Corte  nulifique,  aun- 
que ellas  sean  la  sentencia  de  muerte  de  las  institucio- 
nes. Pero  también,  como  en  nuestro  concepto  seria 
absurdo  r  insensato  que  todos  los  poderes  constitui- 
dos prestaran  ciega  obediencia,  absoluta  cooperación 
á  ejecutorias  de  esa  especie,  creernos  que  para  situa- 
ción tan  extraconstitucional,  se  deberla  buscar  y  apli- 
cir  un  remedio  igualmente  extraconstitucional.  ¿Cuál 
podriíi  ser  él?  Ester:  seria  licito  al  Presidente  de  la 
República  desatender  los  ac/os  de  li  Corle  cuando 
creyera  que  fuera  pat>-nte  la  f ata  de  otnhw-iones  de 
éstn^  y  cuando  la  mayoría  de  las  Legislaturas  de  los 
Estados,  por  lo  menos,  igual  calificación  de  estos  ac- 
tos hiciera.  En  ese  caso,  podria  el  Presidente,  para 
salvar  el  ('irden  constitucional,  para  salvar  la  sobe- 
ranía »le  los  Estados  negar  ai  poder  judicial  los  au- 
xilios ([ue  le  pidiera  para  ejercer  su  tiranía:  en  ese  ca- 
so la  íVaccion  XII  del  ari.  85  de  la  Constitución  no 
seria  el  verdugo  fjue  decapitara  á  la  Constitución  to- 
da: en  ese  caso,  el  poder  judicial  no  quedarla  subordi- 
nado al  Ejecutivo,  sino  que  los  abusos  de  aquel,  in- 
corregibles ante  las  censuras  de  la  opinión  pública,  en- 
contrarían un  iucrte  dique  en  la  decisión  de  la  mayo- 
ría de  los  poderes  constituidos,  más  respetables  del 
país.  El  Presidente  de  la  República  bien  y  constitu- 
cionalmento  ha  obrado  ofreciendo  á  la  Corte  el  auxi- 
lio do  fuerza  armada  on  caso  de  rosistenci.i  al  amparo 
do  Morolos;  poro  si  la  Corto  insistiero  aún  en  seguir 
(l^SQrganiganiÍQ  os©  Est^4Q,  ingivién4osQ  en  eu  r^giinQn 
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interior  hasta  desconocer  ú  su  Gobernador,  ei  Presi- 
dente salvarla  los  priucipioSj  el  orden  constitucional, 
si  fundado  en  las  protestas  y  en  las  manifestaciones 
de  las  Legislaturas,  negara  á  la  Corte  todo  auxilio, 
desentendiera  sus  actos  y  la  dejara  sin  los  elementos 
delafaeizamnttrial,  ejercer  una  tiranía  nomina',  y 
ridicula  que  no  afectarla  el  orden  público.  Solo  con 
estas  limitaciones  aceptamos  nosotros  el  medio  pro- 
puesto por  el  presidente  de  la  Corte,  y  solo  para  si- 
tuaciones violentas,  anómalas,  aconsejaríamos  el  uso 
de  ese  remedio  extraconstltuclonal,  cuya  ventaja  prin- 
cipal sobre  todos  los  inconvenientes  que  pudiera  tener, 
consiste  en  evitar  la  revolución,  la  guerra  civil,  cau- 
sada por  los  abusos  de  uno  de  los  Poderes  supremos 
de  la  República. 

Con  temor  y  desconfianza  estas  indicaciones  he- 
mos hecho:  salir  del  terreno  constitucional  es  siempre 
pehgrosísimo  hasta  para  buscar  soluciones  á  dificul- 
tades que  la  Constitución  no  previo.  ¿Habremos  en 
nuestra  buena  fé  andado  acertados  en  las  opiniones 
que  sobre  este  punto  hemos  emitido?  No  las  defen- 
deremos con  capricho:  las  sometemos  con  gusto  al  jui- 
cio ilustrado  de  la  prensa  de  la  República. 

Pero  hemos  interrumpido  nuestra  tarea  de  exam'- 
nar  la  eficacia  de  los  medios  propuestos  por  el  Presi- 
dente de  la  Corte  para  detener  á  ésta  en  su  carrera 
de  arbitrariedades.  ¿Las  enmiendas  constitucionales 
que  Story  recomienda,  podrian  entre  nosotros  servir 
á  ese  fin?  Esas  enmiendas  que  tienen  que  aceptarse 
por  las  dos  terceras  partes  de  los  diputados  al  Con- 
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greso  de  la  Unioü,  y  aprobarse  por  la  mayoría  de  las 
Legislaturas  de  los  Estados,  son  un  recurso  tardío, 
extemporáneo.  Para  que  cualquiera  reforma  que  se 
proponga  á  la  Constitución  á  ser  ley  llegara,  se  nece- 
sitaria  que  trascurrieran  por  lo  menos  seis  meses.  ¿Y 
qué  baria  la  Corto  en  seis  meses  siguiendo  sus  tt'rías, 
ú  unos  cuantos  dias  le  lian  bastado  para  desorganizar 
tres  Estados,  para  alarmar  ú  todos,  para  crear  una 
situación  insostenible?  ¿Quién  garantizaría  que  la 
paz  se   conservara  en  ese  tiempo,   cuando  la  Corte  á 

grito  berido  á  la  revolución  está  llamando ? 

Pero  aun  bay  otra  consideración  decisiva  sobre  es- 
te punto.  Los  artículos  de  la  Constitución  que  la 
Corte  ba  conculcado  con  los  amparos  de  que  nos  he- 
mos ocupado,  no  necesitan  reforma  ni  explicación:  sus 
preceptos  son  claros,  terminantes,  3-  ni  el  sofisma  pue- 
de oscurecerlos  con  la  duda .  Y  si  esos  preceptos  ban 
sido  desobedecidos,  atropellados,  no  sabemos  por  qué 
sus  reformas  que  apenas  serian  tan  explícitas  como 
ellos,  podrian  ser  respetadas.  Los  artí(;nlos  72  y  117 
de  la  Constitución,  determinan  los  límites  de  las  dos 
soberanías,  que  en  el  régimen  federal  deben  funcio- 
nar sin  invadir  la  una  la  esfera  de  la  otra,  sin  cho- 
ques ni  colisiones  mutuas.  Todas  las  facidfadcs  qur 
(xpresnmeiile  no  están  concedidas  á  la  Frdtracimí, 
'p'rtenertn  de  pleno  dcrecJio  á  ¡os  Estados.  ¿May  al- 
gún texto  constitucional  expreso  que  autorice  á  al- 
gún poder  federal  á  explorar  la  legitimidad  de  las 
autond'jdes  de  los  Miados!'  No.  lluego  no  se  puede 
nunca,  ni  con  ningún  pretexto,  ni  haciendo  argunieu^ 


loR  (le  minore  ad  m  'jus,  despojar  ;i  los  Kstados  de  la 
facuUad  que  les  está  reservad  l  de  resolver  todas  las 
cuestiones  que  se  susciten  sobre  la  legitimidad  de  sus 
poderes.     ¿Ha}-  algún  texto  expreso  en  la  ley  funda- 
mental, que  proliiba  ú  los  Estados  imponer  contribu- 
ciones sobre  la  producción,   circulación  y  extracción 
de  los  metales  preciosos?  Xo.  J^iUego  decretar  en  una 
sentencia  esa   nueva  prohibición,  aunque  sea  en  nom- 
bre de  las  mejores  teorías  económicas,  es  dar  á  la  Fe- 
deración un  dereelin   qne  no   tiene,  es  usurpar  á  los 
Estados  una   de  las  facultades  que  les  están  reserva" 
das.     (".Hay  al,aun  fevfo  expreso  que  mande  que  no  se 
colire   derecho   alguno  (i  las  naercancías  extranjeras 
.queso  hayan  nacionalizado  en  el  país,  que  circulen 
en  su  comercio  interior?   No.    Luego  la  sentencia  que 
se  funda  en  el  argumento   i\o  que   el  consumo   es  un 
recargo  de  la  importación,  en  la  interpretación  exten- 
siva del  art.  112  de  la  Constitución  para  comprender 
á  los  derechos  locales  en  la  f>ro]iihicion  fx¡nesa  de  los 
marítimos,   constituye  la   usurpación  de    una  facul- 
tad que  por  no  estar  expresamente  otorga<la  á  la  Fe- 
deración, se  entiende  reservada  á  los  Estados.     ¿Hay 
algo  más  claro  que  aquellos  preceptos  constituciona- 
les, mus  lógico  que  estas  deducciones?     ¿Cómo   pu- 
dien.  reforma  alguna,  prohibir  más   categóricamente 
que  el  art.  117.  el  quitar  facultades   á  los   p]stados 
para  darlas  ú  la  Federación,  interpretando  extensiva- 
mente los  textos  constitucionales?     Si  la  Corte  sigue 
creyendo  (pie  la  soberanía  local  es  germen   fecundo 
de  males  para  el  país,    si  haciéndose  eco   de  los  ene- 
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niígos  del  léglmen  federal,  ve  cu  cada  Legíslaturri 
una  tiranía  fre^ponsahlc,  en  cada  Gobernador  un 
mandarín  arbitrario,  y  juzga  que  el  remedio  de  esos 
males  es  que  ella  dispense  su  protecciu7i  dtísmteresa- 
da  y  eficaz  cowra  hi^  mnrjjacionesi  y  nrhitrariedadcf^; 
y  si  además  de  todo  esto  se  proclama  ilimitada  en 
sus  atribuciones,  de  tal  modo  que  sus  abusos  no  ten- 
gan más  limite  que  sus  propios  acuerdos;  ninguna 
enmienda  constitucional  sobre  aquellos  artículos,  im- 
pedirá que  la  Corte  consume  su  obra  de  destruc- 
don  del  sistema  federal. 

No:  las  enmiendas  constitucionales  de  los  artículos 
72, 101  y  117,  ni  se  necesitan  ni  nos  servirían  de  na- 
da. Cuando  la  Corte  no  quiere  reconocer  la  verdad 
constitucional  de  que  los  Estados  son  soberanos  en  su 
régimen  interior,  sin  más  limitaciones  (^ue  las  que 
ellos  mismos  se  impusieron  para  otorgarlas  como  fa- 
cultades expresas  á  la  Federación;  (^uando  la  Corte 
cree  llenar  un  deber  destituyendo  á  un  Gobernador 
aunque  ])ara  hacerlo  se  necesite  matar  los  principios 
on  que  descansa  nuestra  organización  i)olítica;  cuando 
ve  con  desprecio  la  teoría  de  los  listados  soberanos  y 
se  erije  en  tutor  del  país,  para  corregir  los  abusos  de 
esos  soberanos;  no  es  posible  que  reforma  alguna  al- 
cance á  impedir  que  se  sigan  otorgando  amparos  co- 
mo los  de  Morolos,  Jalisco  y  Sonora.  Story  estuvo 
muy  lejos  de  creer  posible  lo  (pie  entre  nosotros  está 
pasando:  si  hubiera  previsto  que  la  Corte  de  Justicia 
se  convirtiera  en  el  enemigo  del  régimen  federal,  de 
seguro  que  habria  creído  que  algo  más  eficaz  que  las 
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enmiendas  constitucionales,  se  necesitaba  para  salvar 

las  instituciones. 

Creemos  haber  demostrado  que  ninguno  de  los  me- 
dios indicados  por  el  presidente  de  la  Corte  tiene  la 
eficacia  necesaria  para  dar  pronta  y  constitucional  so- 
lución á  las  dificultades  en  que  la  República  se  halla 
eivueltn.  Reservamos  para  otro  articulo  el  examen 
di  otros  recursos  que  alcancen  ese  fin,  dando  garan- 
tías positivas  para  el  porvenir. 

ARTICTLO  YIII. 

Declara  el  art.  103  de  la  Constituciün  (jue:  «los  in- 
dividuos de  la   Suprema  Curte  de  Justicia son 

responsables por  los  delitos,   faltas  ú  omisiones 

en  que  incurran  en  el  ejercicio  de  su  encargo;»  y  pre- 
viene, en  el  art.  105,  ({ue  de  esa  clase  de  delitos  «co- 
nocerán, el  Congreso  como  jurado  de  acusación  y  la 
Suprema  Corte  de  Justicia  como  jurado  de  senten- 
cia.» Consecuente  con  esos  preceptos  la  ley  de  vein- 
te de  Enero  de  1869,  determina  cómo  podrá  exigirse 
la  responsabilidad  de  los  magistrados  en  los  juicios  de 
amparo,  y  las  penas  en  que  ellos  incurren.  Creemos 
nosotros  que  en  la  fiel  observancia  de  esas  leyes  so 
encuentra  el  medio  eficaz  para  contener  á  la  Corte  en 
su  carrera  de  arbitrariedad;  creemos  que  si  hasta  hoy 
la  impunidad  más  completa  ha  alentado  los  abusos 
que  nos  han  traido  á  una  situación  tan  violenta,  el  se- 
guro castigo  de  los  culpables  evitará  nuevos  atenta- 
dos; creemos  que  si  han  podido  despreciar  las  protes- 
ií\$  de  las  Legislaturas,  las  censuras  de  la  opinión  pú- 
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blicfl,  con  igual  desprecio  nu  podran  ver:e  las  penas 
tic  la  ley. 

Sabemos  bien  (juc  el  rccui^o  ([ur  nosotros  propone- 
mos ebtá  sujeto  ;í  giaM's  dilieullades,  y  tanto  lo  sa- 
bemos, que  vamos  ú  [nucurav  dar  solución  á  éstas,  no 
y.i  [tara  recomendar  nuestras  [)ro[iias  opiniones,  sino 
para  llenar  v\  delier  que  nos  hemos  inqiuesto  do  se- 
ñalar los  remedios  legales  tpie  en  nuoslro  concepto 
se  deben  adoptar  para,  <(U(;  no  se  sigan  concediendo 
ami»a.ros  eon  maniliesta  violación  de  la  ley  í'imda- 
Uícntal. 

Eh  una  doctrina  constitueional  entoramentí!  conlbr- 
mcí  con  la  índole  de  nuestras  instituciones,  ])or  más 
([uc  })arezca  chocar  do  lleno  con  el  precepto  del  art. 
Iü3  que  hemos  copiado,  la  de  <(ue  la  alta  Corte  no 
puede  i^QV  ju'ticiahl-i  cuando  talla  en  negocios  do  am- 
paro, cuando  decide  como  interprete  supremo  del  Cú- 
diuro  Tundamental  sobre  la  constitucionalidad  de  las 
\oye?.  Esa  doctrina  es  una  oxigénela  imperiosa  de  la 
íilosofía  de  nuestro  derecho  público;  es  el  poderoso 
inquebrantable  dique  ante  el  «pie  se  estrellan  las  usur- 
l)acioncs  más  temibles  en  el  régimen  federal,  las  de 
la  Cámara  de  hi  Union,  usurpaciones  que  pcrturba- 
rian  la  armonía  de  las  funciones  de  los  poderes  todos 
de  la  Confederación;  es  el  regulador  en  todos  los  mo- 
vimientos de  la  conq)licada  nnuiuina  que  constituye 
nuestro  sistema  político,  moderador  que  impide  las 
colisiones  entre  la  soberanía  federal  y  la  local,  que 
inu)idc  que  la  Federación  degenere  en  anarquía. 

No  se  necesitaba  ser  muy  previsor,  cuando  el  ré- 
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gimeu  federal  se  establera,  para  temer  que  los  ma- 
yores peligros  contra  la  soberanía  local  debían  venir 
del  Congreso  general.  Poder  supremo  de  la  Union, 
irresponsable  en  sus  votos  y  resoluciones,  dueño  de 
todas  las  fuerzas  de  la  República  y  deseoso  como  to- 
do poder  de  ensanchar  el  círculo  de  sus  atribuciones, 
bien  podia  con  sus  leyes  y  decretos  ir  invadiendo  la 
esfera  de  la  soberanía  de  los  Estados  hasta  reducirla 
a'  la  nada,  hasta  dar  muerte  á  las  instituciones.  El 
Congreso  de  la  Union,  si  estorbo  legal  en  sus  usurpa- 
ciones no  tuviera,  si  en  otro  poder  igualmente  rcspe- 
tíiblc  no  reconociera  al  guardián  del  Pacto  Federal 
que  no  permite  esas  usurpaciones,  podria  ir  arrogán- 
dose una  á  una  las  facultades  de  los  Estados  hasta 
dejarlos  sin  soberanía  y  sin  vida.  Fué,  en  verdad, 
un  pensamiento  que  recomienda  la  sabiduría  de  nues- 
tros constituyentes,  ñicultar  a  la  Suprema  Corte  para 
conocer  de  los  amparos  «por  leyes  6  actos  de  la  autori- 
dad federal  que  vulneren  6  restrinjan  la  soberanía  de 
los  Estados.»  Esa  sola  facultad  basta,  en  efecto,  pa- 
ra mantener  el  e(]uilibrio  entre  los  poderes  federales 
y  locales,  sin  que  aquellos  puedan  venir  ú  usurpar  las 
atribuciones  de  éstos;  y  altísima  prerogativa  fué 
con  ella  concedida  á  la  Corte,  la  de  conservar  la  ar- 
monía en  las  funciones  de  las  soberaneas  federal  y  lo- 
cal, la  de  evitar  las  colisiones  de  los  poderes  que  se 
podian  encontrar  girando  en  la  misma  órbita,  la  de 
garantizar  el  orden  público,  regulando  los  movimien- 
tos de  nuestra  organización  política.  La  Corte,  con 
esa  sola  facultad  constitucional,   no  dejará  al  Congrc- 
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so  de  la  Union  invadir  la  soberanía  de  los  Estados, 
no  permitirá  que  los  más  débiles  sucumban  ante  el 
más  fuerte. 

Una  vez  investida  la  Corte  de  ese  altísimo  poder, 
los  más  graves  peligros  que  amenazaran  al  régimen 
federal  estaban  conjurados.  .Vsí  lo  creyeron  los  cons- 
tituyentes. Si  en  un  dia  nefasto  el  Congreso  general 
quisiera  arrogarse  la  facultad  de  revisar  los  títulos  de 
legitimidad  de  las  autoridades  de  los  Estados,  la  Cor- 
te se  apresurarla  luego  á  declarar  anticonstitucional 
h  hy  6  acto  en  (]ue  a(|ucl  atentado  se  decretara:  si 
en  otro  dia  aciago  también  [tara  el  régimen  federal,  el 
mismo  Congreso  reclamara  como  facultad  suya  la  de 
iínponer  contribuciones  sobre  los  metales  preciosos,  la 
Corte  no  tardaría  en  resolver  que  esa  facultad  no  con- 
cedida expresamente  á  la  Federación,  pertenece  á  los 
p]stados:  si  el  repetido  Congreso  se  permitiera  prohi- 
bir íí  estos  gravar  las  mercancías  extranjeras,  la  Cor- 
te levantaría  luego  su  autorizada  voz  para  reprobar 
una  prohibición  ((uc  la  Constitución  no  impone,  que 
restrinjo  la  soberanía  local.  Tal  fué  el  sistema  que 
los  autores  de  la  ley  fundamental  establecieron,  cre- 
yendo que  él  bastaría  á  impedir  las  usurpaciones  fe- 
derales sobre  la  soberunía  local.  Pero  lo  ([ue  ellos 
no  creyeron  ni  pudieron  prever,  fué  que  el  mismo 
poder  á  quien  confiaran  la  delicadísima  misión  de  evi- 
tar esas  usurpaciones,  fuera  v\  (]ue  las  viniera  á  co- 
meter! Tan  grande  aberración  excedic)  á  la  previsión 
de  los  constituyentes!!! 

Ahora  bien,  si  conforme  li  luicstro  sistema  pojíti- 
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Ca,  si  conforme  ¡í  la  índole  de  nuestras  institiiclondíj 
toca  á  la  Corte  de  Justicia  obligar  al  Congreso  de  la 
Union  á  respetar  la  Constitución  la  soberanía  local, 
y  nulificar  sus  leyes  anticonstitucionales  ú  fuerza  de 
conceder  amparos  contra  ellas;  soria  el  mayor  de  los 
absurdos,  seria  un  monstruoso  contrasentido  que  el 
Congreso  pudiera  erigirse  en  juez  de  la  Corte  para  juz- 
garla por  actos  de  esa  clase,  para  declararla  culpable 
porque  ella  bu]>iera  concedido  al¿'un  amparo  contra  una 
ley  del  Congreso.  Y  á  este  absurdo  en  el  orden  ju- 
dicial respondería  otro  en  el  orden  político:  roto  el  di- 
que único  que  las  usurpaciones  <lel  Congreso  puede 
contener,  la  soberanía  tle  los  Estados,  la  Constitución 
toda  quedaria  sin  garantía  alguna.  A  la  armonía  en 
el  régimen  federal,  el  capriclio  de  un  Congreso  podia 
sustituir  el  caos.  La  Constitución,  que  quiere  esta- 
tablecer  el  orden  organizando  los  poderes  públicos,  no 
habria  alcanzado  más  que  á  producir  la  anarquía. 

Nos  olvidaríamos  por  completo  del  propósito  con 
que  lioy  escribimos,  si  además  dt^  las  indicaciones  que 
hemos  hecho,  quisiéramos  ex[)oner  todas  las  razones 
que  demuestran  que  la  Corte  de  Justicia  no  es,  no 
puede  ser  justiciable  cuando  decido  sobre  la  consti- 
tucionalidad  de  las  leyes,  T'ara  nuestro  objeto,  para 
hacer  ver  las  graves  dificultades  á  que  está  sujeto  el 
recurso  de  responsabilidad  contra  los  magistrados  <mi 
los  negocios  de  amparo,  basta  lo  qae  hemos  dicho. 
Ahora  incíimbenos  la  tarea  de  dar  solución  ;í  esas  di- 
ficultades. 

Si  bien  aquella  do  trina  cuyos  solidos  fiuidamentos 
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hemos  indicado,  debe  aceptarse  so  itcna  de  hacer  im- 
posibles nuestras  instituciones,  ella  no  puede  ser  tan 
amplia  que  consngre  el  absurdo,  ni  tan  general  ([ue  r.o 
t?iiga  excepción.  8i  la  irrcsponFal)ilidad  de  los  nia- 
glslrados  en  los  juicios  de  amparo  fuera  tan  compleia 
f[ue  ellos  pudieran  impunemente  hasta  revelarse  con- 
tra la  Constitución  y  declararse  poder  usurpador  y  tirá- 
nico, al  pueblo  no  rpiedr.ria  otro  recurso  para  re[>riniir 
esos  crímenes  que  el  do  la  insurrección;  y  si  la  ley  obli- 
gara :í  todos  los  po(leres  constituidos  -Á  tolerar  en  silen- 
cio esas  nrbitrariedades.  mas  aun,  á  respetnrbis,  :í  pres- 
tir los  auxilios  de  Inerza  necesarios  jtara  llevarlos  ú 
ejecución,  esa  ley  seria  la  más  monstruosa  que  se  pu- 
diera imaginar.  La  doctrina  á  que  aludimos  supone  que 
la  Corte  juz^a  en  los  anqjuros;  que  examina  la  confor- 
midad «'» inconformidad  de  los  actos  reclamados  con  un 
texto  dado  de  la  Constitución;  qiu»  interpreta  el  pacto 
federal,  de  manera  de  hacer  (pie  cada  contrayente  per- 
manezca con  los  derechos  y  o])ligaciones  en  él  extipula- 
dos;  que  ella,  la  Corte,  respeta  la  Constitucioíi,  sin  ar- 
rogarse atribuciones  que  ésta  no  les  dá,  &c.,  &c.,  &c.; 
])ero  si  en  lugar  de  todo  eso  la  Corte  Igi  Ja;  si  con- 
dena á  los  actos  reclamados  en  nombre  de  íeoríjs  rpie 
cree  sanas,  y  no  porque  choquen  con  texto  alguno  de 
la  ley  fundamental;  si  ípiita  á  los  Estados  facultades 
que  ésta  les  reserva  para  darlas  á  la  Federación,  ;í 
quien  no  pueden  competirle  ])orque  no  le  están  con- 
cedidas rxpresameiite;  si  sostiene  y  asegura  que  sus 
]ivopio>  ocnerdns  marcan  el  Ihniic  di  (](,ii(lc  no  puede 
pasar,  et  •.,  etc.,  etc.;  el  abuso  están  deforme,  la  aber- 
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ración  va  tan  lejos,  que  ariuella  doctrina  no  puede  te- 
ner aplicación.  Declarar  irresponsables  ú  magistrados 
que  tal  hacen,  es  consagrar  la  anarquía,  es  desquiciar 
de  un  solo  golpe  todo  el  drden  constitucional;  es  pro- 
clamar que  el  pueblo  no  debe  ya  esperar  justicia  de 
sus  leyes,  de  sus  autoridades,  sino  que  la  debe  buscar 
en  la  fuerza  y  en  las  armas! 

Para  no  llegar  íí  extremo  tan  peligroso,  es  preciso, 
os  legal,  es  bígico,  establecer  esta  excepción  de  la  re- 
gla general:  los  magistrados  de  la  Corte  serán  respon- 
sables aun  conociendo  de  recursos  de  amparo,  cuando 
sus  fallos  importen  una  violación  clara  de  algún  texto 
constitucional,  cuando  cometan  algún  atentado  seme- 
jante á  los  amparos  de  Morolos,  Jalisco  y  Sonora.  Es- 
ta excepción  debe  ser  tanto  más  aceptable,-  tanto  más 
admisible  entre  nosotros,  cuanto  que  ella  está  expre- 
samente apoyada  en  el  art.  103  déla  Constitución, 
precepto  que  como  lo  hemos  visto  declara  responsa- 
bles á  los  individuos  do  la  Suprema  Corte,  por  los  de- 
litos, faltas  u  omisiones  on  que  incurran  en  el  ejerci- 
cio de  su  encargo,  sin  excluir  los  negocios  de  amparo. 
Cumpliendo,  pues,  con  el  mandato  litoral  de  la  ley,  la 
responsabilidad  de  los  magistrados  en  los  casos  que 
indicamos,  puedo  y  debe  hacerse  efectiva.  Si  alguna 
reforma  constitucional  se  necesita,  si  alguna  explica, 
cion  merece  el  art.  103,  esto  debe  servir  para  consa- 
grar la  doctrina  general  que  hemos  defendido,  no  pa- 
ra establecer  la  excepción  (|ue  padece  en  amparos  tan 
monstruosos  como  los  que  hemos  estado  mencionando. 

El  temor  de  la  pena  que  la  ley  fulminara  contra  los 
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magistrados  re.«poiisableí-',  seria  un  eficaz  correctivo 
contra  los  abusos  constantes  y  sistemáticos  de  la  Cor- 
te: así  ella  no  llegaría  ú  convertirse  en  poder  usurpa- 
dor y  anúrr(uico:  así  la  predisposición  contra  la  sobe- 
ranía local,  predisposición  engendrada  por  el  miedo  do 
ver  en  cada  Legislatura,  en  cada  Gobernador  una  t¡- 
raiiin  'irreípnnsohle,  no  prevalecería  sobre  el  precepto 
constitucional  ([ue  crió  Estados  soberanos  en  su  régi- 
men interior:  así  no  se  rebuscarían  teoría?,  no  se  alte- 
raría el  sentido  de  las  palabras,  no  se  pondría  en  tor- 
tura la  Idgion,  buscando  con  todo  eso  medios  de  elu- 
dir los  mandatos  de  la  Constitución.     Si  las  prc testas 

de  las   Legislaturas,   si  In   reprobación  del  Supremo 
Magistrado  de  la  República   de  los  actos  de  la  Corte, 
aquella  eficacia  no  han  tenido,   la  inmediatd  se  par  li- 
ción d-i  su  encardo  de  los  magistrados   que  repugnan 
aún,  que  tienen  horror  al  régimen  federal  (es  preciso 
por  fin  decir  la  verdad,  revelar  el  secreto  de  los  am- 
paros que  estamos  combatiendo);  esa  inmediata  sepn- 
rarAon^   decimos,   serú  una  garantía  positiva  para  el 
porvenir.     La  pena  y  solo  la  pena  pueda  ya,  en  con- 
cepto nuestro,  romper,  ese  fatal  sistema  de  centrafiza- 
cíon  que  la  Corte  se  empeña  en  levantar  sobre  las  rui- 
nas del  sistema  federal:  solo  así  se  conjurará  la  anar- 
([uía  que  esos  rudos  golpes  á  la  Constitución  que  se 
están  llamando  amparo-,  están  causando  en  el  país: 
solo  así  se  evitará  que  el  pueblo   se  haga  justicia  por 
su  mano,  haciendo  respetar  la  ley  que  establece  el  ré- 
gimen federal,  contra  funcionarios  que  temen  la  tira- 
rá i  de  las  soberanías  locales.     En  nuestro  sistema, 
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una  sesión  del  gran  juvaclo  será  bastante  á  conjurar  la 
revolución, 

Todavia  no  está  libre  de  otros  inconvenientes  igual- 
mente graves  el  recurso  de  responsabilidad  contra  los 
magistrados  de  la  Corte  en  los  juicios  de  amparo,  con- 
tra ese  recurso  que  nosotros  tanto  recomendamos.  Si 
la  Corte  toda,  si  al  meaos  su  mayoría  delinque,  y  ma- 
3^oría  cuando  menos  se  necesita  para  formar  sentencia 
en  negocios  fallados  en  acuerdo  fAtikO,  y  si  es  decla- 
rada culpable  por  el  jurado  de  acusación  (el  Congre- 
so), ¿quién  formará  el  jurado  de  sentencia  en  los  tér- 
minos que  lo  dispone  el  art.  lUÓ  de  la  Constitución? 
Si  toda  la  Corte  o  su  mayoría  queda  inniediatam-7iít' 
separada  de  su  encargo,  ¿quién  seguirá  administrando 
la  justicia  federal?  Como  se  ve,  no  tratamos  de  de- 
bilitar la  fuerza  de  las  réplicas  que  á  nuestras  opinio- 
nes se  hicieran. 

Debemos  confesar  que  sobre  este  punto  hay  un  la- 
mentable vacío  en  la  Constitución:  no  hay  Tribunal 
que  juzgue  á  la  Suprema  Corte  cuando  ella  en  masa 
o  siquiera  en  mayoría  delinca  y  sea  declarada  culpa- 
ble por  el  Congreso.  Los  constituyentes  no  creyeron 
posible  que  ese  caso  llegara,  y  .sin  embargo  él  ha  lle- 
gado ya!  Las  reformas  votadas  ídtimameute  por  el 
Congreso  de  la  Union  que  hacen  del  Senado  el  jara- 
do  de  sentencia  que  imponga  á  la  Corte  las  penas  do 
la  ley,  resuelven  en  parte  la  dificultad:  pero  dejan  sin 
solución  este  otro  problema:  condenada  toda  la  Corte 
u  al  menos  su  mayoría,  ¿quién  sigue  adininistrandq  la 
justipiq-  fe4er{^|?    Se  í?\]spftiK|o  ésta  h.ast^  h  m^y^ 
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elecciüD? Toca  al  poder  constituyente  de  la  Re- 
pública dar  respuesta  á  esas  preguntas. 

Para  no  salimos  del  límite  que  nos  hemos  propues- 
to, ocupándonos  de  cuestiones  extrañas  á  él,  vamos 
á  procurar  satisfacer  aquellas  réplicas  que  se  nos  pu- 
dieran hacer;  vamos  á  proponer  el  medio  sencillo  y 
enteramente  constitucional  de  escapar  de  aquellas  se- 
rias dificultades.  El  remedio  es  éste:  reformar  el 
art.  15  de  la  ley  de  20  de  Enero  de  1869:  en  lugar 
de  que  la  Corte  toda  en  acuerdo  pleno  conozca  de  la 
última  instancia  cu  los  juicios  de  amparo,  sistema 
que  conduce  ciertamente  al  escollo  de  quo  algún  dia 
la  República  se  encontrara  sin  Supremo  Poder  judicial, 
porque  el  hubiera  sido  declarado  culpable,  se  debe- 
rían turnar  esos  negocios  como  cualesquiera  otros,  en- 
tre las  salas  do  aquel  Tribunal,  y  cada  una  de  esas 
salas  haria  lo  que  hoy  solo  al  aaierd/  pleno  está  re- 
servado. De  esta  manera,  aunque  toda  una  sala  in- 
curriera en  responsabilidad,  no  quedaria  incompleto  el 
quorum  de  la  Corte,  no  seria  posible  la  acefalia  judi- 
cial. La  dificultad  quedarla  con  esto  evitada  y  el  es- 
collo salvado,  líjate  medio  que  nosotros  proponemos 
tendría  adenrás  otras  vcntnjas  recomendadas  por  la 
economía  del  despacho  del  Triliunal:  no  (jueremos  ha- 
blar de  ellas,  porque  importantes  como  son,  desapa- 
recen ante  la  magnitud  de  las  cuestiones  constitucio- 
nales que  estamos  analizando. 

Y  esta  solución  que  presentamos  nos  parece  tanto 
más  satisfactoria,  cuanto  que,  según  creemos,  si  los 
constituyentes  no  establecieron  un  tribunal  quo  j  uz . 
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gara  á  la  Corte,  fué  porque  no  creyeron  posible  que 
haciendo   su  despacho  en  salas,  toda  ella  ó  al  menos 
su  mayoría  delinquiera  en  un  solo  acto,  de  tal  modo 
que  un  solo  delito  de  ese  Tribunal,  produjera  la  ace- 
falla  del  poder  judicial  federal.     Los  constituyentes 
crejí-eron  que  la   Corte  tenia  que  ejercer  sus  principa- 
les atribuciones  en  salas,  y  no  en  aciierd')  pleno,  y 
siendo  esto  así,  se  concibe  que  el  delito  hasta  en  toda 
una  sala,  ni  deja  á  ésta  sin  juez,   ni  á  la  República 
sin  tribunales.     Pero  sea  de  esto  lo  que  fuere,  no  se 
puede  negar  la  posibilidad   de  que  la  mayoria  de  la 
Corte  se  encuentre  alguna  vez  declarada  culpable,  ya 
por  un  solo  acto  tenido  en  acuerda  pleno  y  común  á 
varios  magistrados  ó  por  diversos  actos  pasados  en  el 
despacho  de  cada  sala.     Para  evitar  hasta  esa  posibi- 
lidad que  pondría  á  la  República  en  grave  embarazo, 
nosotros  aconsejariamos  que  por  medio  de  una  adi- 
ción constitucional  no   solo  se  señalara  á  la  Corte  un 
juez  extraño  á  ella,  como  ya  se  ha  hecho,  sino  que  se 
determinara  qu6  funcionarios  entran  luego   á  reem- 
plazar lí  los  culpables  que  deben  separarse  inmediata- 
mente de  su  encargo.     Solo  ad  podria  evitarse  el  pe- 
ligro de  que  algún  dia  no  hubiera  Suprema  Corte  de 
Justicia  en  la  República,     Muy  al  paso  hacemos  es- 
tas reflexiones  que  nos  parecen  importantes:   no  las 
profundizamos,  porque  esto  es  extraño  á  nuestro  ac- 
tual propósito,   limitado  solo  a  demostrar,  como  cree- 
mos haberlo  hecho,   que  la  reforma  del  art.  15  de  la 
ley  de  20  de  Enero  en  el  sentido   que  hemos  indica- 
do, basta  para  hac3r  efectiva  la  responsabilidad  en 
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que  incurren  los  magistrados  en  los  juicios  de  ampa- 
ro, sin  correr  el  riesgo  6  de  no  hallar  tribunal  para 
esos  reos,  ó  de  dejar  acéfalo  el  Supremo  Poder  ju- 
dicial. 

Eq  manifiesta  contradicción  ha  incurrido  aque'la 
le\^  declarando  responsables  á  los  magistrados  (art. 
IV  y  20),  cuando  según  sus  propias  prescripciones  no 
puede  haber  tribunal  que  esa  responsabilidad  haga 
efectiva.  Porque  si  los  juicios  de  amparo  se  han  de 
resolveren  ar.ucrdo  plen'.  (art.  15),  la  sentencia  no 
puede  ser  constituida  sino  cuando  menos  por  la  ma- 
yoría de  los  votos  de  todos  los  ministros;  y  si  esos 
votos  importan  una  reFpmwihíliddi  por  la  que  el  con- 
greso declare  culpable  á  la  mayoría  de  la  Corte,  es- 
ta no  podria  funcionar  con  una  simple  minoría.  ¿Po- 
dría esa  minoría  erigirse  en  el  jurado  de  sentencia  de 
que  habla  el  art.  105  de  la  Constitución?  Esto  seria 
monstruoso.  Y  si  la  sentencia  se  habia  votado  por 
uuanimid'i't,  si  todos  los  magistrados  estuvieren  de- 
clarados culpables,  entonces  ni  admitiendo  esa  mons- 
truosidad el  jurado  podria  existir!  ¿Hablar  de  res- 
ponsabilidad y  no  establecer  juez  que  la  exija,  no  es 
contradicción?  Tan  grave  falta  en  la  ley,  falta  que 
convierte  en  sarcasmo  esa  responsabilidad  de  que  ha- 
bla, ha  consagrado  la  impunidad  más  absoluta  de  los 
magistrados  en  los  negocios  de  amparo,  impunidad 
para  todos  los  crímenes,  impunidad  hasta  para  aten- 
tar sistemáticamente  contra  la  Constitución,  con  el 
deseo  de  sustituir  al  rcgin)en  que  elU  e-stablece,  otrp 
fs^  (jqe  no  \\\^^  'iranxii  irxe'pQísahlen,  sino  nrQ¡€Q% 
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cinn  desintere.^ada  ron/ra  fm  orbit  aridades '■ 

La  reforma  del  art.  15  de  la  ley  de  Enero,  es  una 
necesidad  apremiante:  por  honra  de  México  no  debo 
existir  una  ley  que  sola  elude  los  fines  (pie  ella  pro- 
clama: el  castigo  de  los  magistrados  culpables. 

Para  que  el  sistema  que  recomendamos  como  el 
más  eficaz  remedio  legal  contra  los  nl>usos  de  la  Cor- 
te, produzca  todos  sus  result.jlos,  soiia  aun  preciso 
hacer  otras  modificaciones  a  osa  ley  de  Enero.  Ke- 
servamos  para  otro  artículo  el  ocuparnos  de  esta  ma- 
teria. 

ARTICULO  IX. 

En  la  S('r¡e  de  artículos  (|ue  hemos  estado  escri- 
biendo, hemos  procurado  patentizar  los  grandes  abu- 
sos que  los  Tribunales  Federales  están  cometiendo  en 
lo  que  hoy  se  llama  «amparo, w  con  infracción  notoria 
de  los  preceptos  constitucionales  y  hasta  con  despre- 
cio de  los  principios  más  rudimentales  de  la  jurispru- 
dencia. Aunque  estos  principios  no  necesitan  de  nin- 
guna declaración  legal  para  ser  sagrados;  aunque  la 
fuerza  y  vigor  de  las  prescripciones  constitucionales 
no  pueden  depender  de  los  mandatos  de  una  ley  se- 
cundaria; aquellos  abusos  ;í  tanto  se  han  atrevido  ya, 
que  es  conveniente,  necesario  poner  á  esos  principios, 
á  esos  preceptos,  bajo  la  protección  eficaz  de  la  san- 
ción penal  de  una  ley  severa.  En  los  tiempos  qu3 
corren,  vale  más  que  ésta  diga  lo  que  en  buena  juris- 
prudencia se  reputaría  inútil,  pero  que  daría  garan- 
tías de  buena  administración  de  justicia,  que  seguir 
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temientlo  más  y  más  arbitrariedades,  que  no  tarde  se 
invocarán  como  precedentes  que  «fijan  el  derecho  pú- 
blico de  México.»  alegándolos  quizá  contra  la  Consti- 
tución mií-ma. 

En  uno  de  nuestros  artículos  anteriores  combati- 
mos la  absurda,  la  barbara  teoría  de  las  awp'tas  fu- 
mitades  judicia/cs,  y  probamos  que  lejos  de  autori- 
zarla la  ley  orgánica  de  los  artículos  101  y  102  de 
la  Constitución,  l.i  condena  expresamente  declarando 
que  es  raso  de  icsponsabilidod  decretar  la  suspensión 
del  acto  reclamado,  cuando  es  i?nprocedentf.  y  el  no 
decretarla  en  caso  contrario.  Pero  supuesto  que  es^ 
precepto  no  se  obedece;  supuesto  que  la  Corte  esa  des- 
übedienria  consiente  y  aprueba;  supuesto  que  poco 
falta  ya  para  que  sea  una  máxima  de  nuestro  derecho 
público,  la  de  que  los  jueces  de  Distrito  tienen  amplias 
facultadlas  para  suspender  ó  no  el  acto  reclamado,  se- 
gún que  crean  ó  no  conveniente  trastornar  el  régi- 
men interior  de  los  Estados,  es  iirociso,  es  urgente 
sancionar  con  una  pena  severa  ese  precepto, 

Y  para  evitar  toda  duda,  toda  cavilación,  lodo  so- 
fisma que  diera  :í  los  Tribunales  Federales  el  poder 
dictatorial  que  se  han  arrogado  sobre  las  autoridades 
■le  lo3  Estados,  seria  tamliion  conveniente  que  la  lev 
fijara  con  precisión  las  regiíis  ípie  determinen  cuándo 
se  debe  decretar  la  suspensión  del  acto  reclamado  y 
cuándo  esa  suspensión  es  improcedente.  Siempre  que 
sea  irreparahU  el  perjuicio  que  al  quejoso  se  siga  en 
su  honra,  en  su  vida,  en  sus  intereses,  etc.;  siempre 
qué  las  cosas  no  puedan  volver  después  de  la  senten- 
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fia  ni  estado  que  íeniaii  antes  de  la  demanda;  siem- 
pre que  la  violation  de  la  garantía  se  consume  de 
tal  modo,  (|ue  solo  suspendiendo  el  acío  re.'.lamado, 
el  amparo  tenga  materia  sobre  f[ue  recaer,  y  la  sen- 
tencia puede  hacerse  efectiva,  habrá  méritos  para  de- 
cretar esa  suspensión,  l-'ii  todos  los  otros  casos  en 
que  nf>  liay  urgajicia,  en  que  no  hay  conmmadon  ir- 
reparnbl",  en  que  la  sentenc^ia  encuentra  materia  pa- 
ra su  ejecución,  la  suspensión  debe  considerarse  como 
motivo  de  responsabilidad.  Siendo  esta  la  regla  y 
aquella  la  excepción,  sujetando  a  ellas  á  los  Tribuna- 
les Federales,  sujetándolos  en  último  extremo  á  las 
doctrinas  que  la  jurisprudencia  común  enseña  para 
casos  análogos,  ya  no  volverla  un  jaez  á  profanar  su 
noble  oficio  proclamándose  dictador  con  amplias  fa- 
cultades. 

Las  teorías  que  recomendamos  para  que  la  ley  las 
consagre,  bastan  en  nuestro  sentir  á  resolver  los  ca- 
sos que  en  la  práctica  se  presenten.  Se  condena  un 
hombre  á  muerte:  pide  amparo  (mando  va  á  ser  ejecu- 
tada la  pcnn.  ;.Quien  no  vé  que  la  suspensión  es  pro- 
cedente, porriue  la  ('(nií^ii marión  del  acto  reclamado 
es  irreparable,  por([ue  la  sentencia  de  amparo  no  puQ- 
de  hacerse  efectiva  en  un  cadáver?  Se  manda  azo- 
tar á  un  ciudadano.  ¿Habrá  quién  no  vea  que  la  in- 
famia que  esa  pena  imprime,  se  gralja  con  caracteres 
indelebles  que  ninguna  sentenc'a  puede  borrar?  Pues 
la  suspensión  será  también  procedente.  Estos  y  otros 
análogos  son  los  casos  de  excepción.  Pero  se  exije 
á  un  contribuyente    que  pngue  un  impuesto;  ;,porque 
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{nde  la  suspensión  del  coLro,  í^c  ha  Je  conceder  éstaf 
¿Pues  que,  el  erario  f'iie  (ísc  impuesto  percibe,  no  po- 
drá indemnizar  en  caso  de  amparo  al  f[uejoso?  ¿No 
podrá  ejecutarse  la  sentencia  (pie  el  amparo  otorgue? 
¡FA  pago  del  impuesto  fpieda  elevado  á  la  categoría 
d)  aquellos  hechos  que,  como  la  innerle,  son  irrepa- 
rables   ?      Dcci'elar  en  este  caso  la   suspensión, 

seria  en  consecuencia  iucunircn  refi»onsa1jilidad.  Se 
pide  ami)aro  y  suspensión  del  acto  contra  la  urden 
de  una  autoridad  que  ol>liga  á  una  persona  á  prestar 
trabajos  contra  su  voluntad,  que  destina  al  servicio 
militar  á  esa  persona.  ¿Cómo  ha  de  proceder  la  sus- 
pensión, si  la  sentencia  que  otorgue  el  amparo  en- 
cuentra materia  de  ejecución,  si  el  quejoso  puede  sa- 
lir del  cuartel,  si  la  consumación  del  acto  reclamado 
no  es  irreparable?  Estos  y  los  á  ellos  semejantes, 
son  los  casos  rpie  constituyen  la  regla  general.  Pero 
regla  y  excepción  con  toda  claridad  en  la  le}-  deben 
consignarse,  sancionándolas  con  el  rigor  de  una  pena 
(pie  no  puíMla  burlarse.  Solo  asi  se  rcconffuistará  el 
imperio  de  les  |)rincipios,  hoy  ultrajados,  que  conde- 
nan la  dictadura  judicial;  solo  así  se  emancipará  la 
soberanía  de  los  Estados  y  de  la  Federación  misma, 
do  los  jueces  de  Distrito,  l^a.  trascendental  im])ortan- 
cia  de  estas  declaraciones  en  la  ley  de  amparos  se  re- 
comienda por  sí  sola:  de  sobra  estaría  cuanto  nosotros 
dijéramos  en  su  favor. 

Se  han  sostenido  teorías  tan  anticonstiíucionales 
sobre  los  juicios  de  amparo;  el  abuso  que  de  esta  sa- 
bia institución  se  ha  hecho,  ha  producido  ideas  tan  er- 
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ro'neas  sobre  la  misión  de  los  Tribunales  Federales  al 
conocer  de  esos  recargos  establecidos  solo  para  asegu- 
rar la  inviolablUd-íd  de  la  am^Utiiciv,   que   es  ya 
una  imperiosa  nec3sidad  de  la  República  el  que  la  ley- 
misma  ce   encargue  de   definir  l.i  naturaleza  y  obielo 
del  juicio  do  amparo,  revindicando  asi  la  autoridad  de 
los  principios  que  hasta  hoy  se  han  desconocido.     La 
ley  debiera   declarar  que   ese  juicio   no  tiene  mas  íin 
que   resolver  sí  el   acto  reclamado  choca  ú  no  con  al- 
giui  texto  dado  de  la  Constitución,  debiendo  tal  reso- 
lución ser   la  consecuencia  lógica  del  precepto   de  ete 
texto  y  de  lo  alegado  y  probado   en  autos:  debiera  la 
ley  declarar  «{ue  los   Tribunales  Federales  no  pueden 
fundar  sus  fallos   ni  en  teoría?,  ni  en  conveniencias 
filosóficas,  políticas,  económicas  ó  internacionales;  teo- 
rías que  solo  al  legislador  es  dado  atender  para  modi- 
ficar ó  derogar  la  ley;  sino  solo  y  exclusivamente  en 
las   prescripciones   constituci( males:   debiera   declarar 
que  esos  Tribunales  no  pueden  en  sus   sentencias  juz- 
ovír  de  la  Conüitwioví,  sino  solo  juzgar  según  la  Cons- 
ütiu-ion   el  acto   reclamado   para  absolverlo   ó  conde- 
narlo,  según  (juc   choque   ó  no  con  ella.     Así  no  se 
seguiría  creyendo   ([ue  el  amparo   a^  \xx\  juicio  políti- 
co en  que  se  legisla  según  los  intereses  de  actualidad; 
en  que  se  resuelve  lo  conveniente,  de  un  modo  hoy  y 
de  otro  luailana,  según  que  las  vicisitudes  de  la  políti- 
ca lo  exijan:  en  que  se  consultan  las  conveniencias  del 
momento,   no  los  preceptos  fijos  de  la  ley:  así  el  jui- 
cio  de  amparo   volvería  á  ser  lo  que  la  Constitución 
qaiere  que  sea^  un  pricedtmienio  jurídicj  cuyo  fia 
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$ea  la  justicia,  la  conformidad  del  acto  reclamado  con 
un  texto  constitucional;  cuyo  objeto  eea  no  violar  la 
Constitución  en  nombre  de  teorías,  yino  asegurar  esa 
inviolabilidad  aun  de  parte  de  los  más  altos  poderes 
de  la  República.  Así  la  política  con  sus  veleidades, 
dejaria  el  lagar  í{uc  ha  usurpado  á  la  justicia;  así  de- 
feapareceria  c^a  lamentable  contradicción  que  en  las 
ejecutorias  sobre  amparos  se  nota:  así  la  Corte,  de- 
jando de  ser  [lolítica  para  ser  jusUi,  no  volveria  á 
ofrecer  su  prolccclon  ih^íidcrc^adi  contra  h.s  ti.mi-' 
paciones  (la  autoridades  üe¡iif¿m.(is,  sino  (|ue  cjcrceria 
la  rnátí  elevada,  la.  njiis  noble  miíiion  que  la  Constitu- 
ción le  confia:  ser  el  guardián  de  las  instituciones;  no 
permitir  quo  ninguna  autoridad  del  país  violo  las  ga- 
rantías individúale.-;  ser  el  moderador  supremo  ipie 
regule  las  funciones  de  las  soberanías  federal  y  local, 
impidiendo  que  afpiclla  restrinja  las  atribuciones  en 
esta,  ó  que  ésta  invada  las  facultades  <le  a(]uclla;  im- 
pidiendo la  anarquía,  el  desconcierto  que  la  colisión 
de  ambas  [uuducc. 

El  art.  117  de  la  Constitución  reserva  á  los  Yj^ld- 
dos  las  facultades  que  no  est;ín  c¿i'/)resa7ncíUe  conce- 
didas i'i  la  Federación.  De  nada  lia  servido  la  clari- 
dad de  este  prcee[)to  para  contener  el  poder  usurpa- 
dor de  la  l'^ederacion,  seamos  más  exactos,  para  con- 
tener el  desarrollo  del  sistema  centralizador  que  la 
Corte  reputa  mejor  (jue  d  régimen  federal  constitu- 
cional. Ese  precepto  lia  sido  impotente  para  evitar 
que  ciertas  teorías  cconümicas,  ciertas  convenioncias 
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internacionales  lo  sojuzguen  y  lo  desprecien:  el  odio 
á  las  tiranías  irresponsable  i,  á  las  usw  p  acionera  d 
las  arbitrarle  iade^,  el  miedo  al  sistema  federal  quis 
cria  tantos  soberanos,  han  influido  m-ás  en  el  ánimo 
de  los  magistrados  de  la  Corte,  que  la  obligación  de 
obedecer  aquella  ley.  Ni  es  aqui  el  lugar  de  defen- 
der el  régimen  feder-al,  ni  él  necesita  de  nuestra  de- 
fensa: él  está  consignado  en  la  ley  y  él  debe  respe- 
tarse aún  venciendo  ese  odio,  ese  miedo.  Pero  su- 
puesto que  por  desgracia  aquel  arl.  117  está  relega- 
do al  olvido,  al  desprecio,  es  necesario  que  una  pena, 
pena  severa,  venga  á  sacionarlo  garantizando  su  ob- 
servancia. Para  este  efecto,  La  ley  debcria  declarar 
que  está  prohibido  á  los  Tribunales  Federales  otorgar 
á  la  Federación  facultad  alguna  que  no  lo  esté  ex- 
presaiiieidc  concedida  i)or  la  Oonstituciou,  o  negar  á 
los  Estados  derechos  que  el  art .  117  les  reserva;  sin 
(jue  para  eludir  esa  prohibición  valgan  inducciones, 
ni  argumentos,  ni  tcorias,  con  el  rtn  de  interpretar 
los  textos  constitucionales  en  el  sentido  de  dar  á  la 
Federación  subre  ana  fucit/lades  ejcpresas  reconocidas 
eu  la  l'iy,  las  tácitas  ({ue  do  esa  interpretación  se 
quieran  deducir,  puesto  que  tal  interpretación  (juila- 
ria  á  los  Estados  las  facultades  que  les  están  reserva- 
das. Estas  declaraciones,  sancionadas  penalmente  de 
un  modo  severo,  restablecerian  el  imperio  del  artículo 
constitucional;  y  cuando  él  esté  eu  vigor,  de  seguro 
que  no  se  concederán  ya  amparos  eu  que  so  destitu- 
yan autoridades  que  no  sean  comjjetentes  porque  son 
tlegíttmay,  amparos  en  que  se  decretan  para  los  Es- 
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tados  prohibiciones  tiuevas  que  la  Constitución  no  ex- 
presa: amparos  en  que  sistemúticamente  se  ataca  á  la 
soberan'a  de  los  Estados;  amparos,  en  ün,  como  los 
de  Morelos,  Jalisco  3^  Sonora. 

La  diputación  de  Morelos  presento  al  Congreso  de 
la  Union  un  proyecto  de  ley  para  que  se  determine 
que  el  poder  federal  no  puede  juzgar  de  la  legitimi- 
dad de  las  autoridades  de  los  Pastados.  El  presiden- 
te de  la  Suprema  Corte,  en  el  folleto  de  que  tantas 
veces  hemos  hablado,  con  una  serie  de  raciocinios  que 
no  queremos  calificar,  pero  que  son  contraproducen- 
tes á  su  intención,  cumo  sin  gran  dificultad  se  nota, 
invoca  ese  hecho  en  favor  del  célebre  amparo  de  Mo~ 
reíos,  asegurando  ([uu  él  prueba  (jue  cuando  menos 
hay  duda  sobre  esta  grave  materia,  y  fundando  la 
iompdaiicía  de  la  Corte  para  fallar  el  amparo  en  esa 
diult.  (Juanto  tengan  estos  raciocinios  de  censurables 
en  un  juez,  lo  ha  manifestado  ya  el  Sr.  l*érez  Gallar- 
do en  el  folleto  que  ha  publicado.  Nosotros  solo  di- 
remos, que  en  nuestra  opinión,  esa  defensa  del  anq)a- 
r(j  es  uno  de  los  cargos  mas  graves  que  pueden  hacer- 
se al  Tribunal  que  fundó  su  conq)ctencia  en  una  dv- 
d".  En  cuanto  á  la  inciativa  do  la  diputación  de  jMo- 
relos,  creemos  que  ella  ni  prueba  esa  duda  ni  alcanza 
los  fines  que  sus  autores  se  propusieron.  Si  sin  ha- 
blar de  otros  preceptos  constitucionales  el  art.  117  re- 
serva á  los  Estados  la  facultad  de  decidir  las  cuestio- 
nes ([ue  se  susciten  sobre  la  legitimidad  de  sus  auto- 
ridades, puesto  que  la  Constitución  no  la  concede  ex- 
premmcaie  ú  la  Federación,  solo  queriendo  se  puede 
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íliular  'Á  quién  corresponde  esa  facultad;  y  sí  aquel 
precepto  constitucional  ñi^  desol)odecido  notoriamen- 
te en  ese  amparo,  no  ha}"  motivo  para  esperar  <(uo 
fuera  respetada  una  ley  secundaria,  de  circunstancias, 
que  el  mismo  mandato  contenga.  Esa  iniciativa  for- 
mulada en  medio  del  estupor  que  la  a])erraeion  de  la 
Corte  causara,  se  limita  ¡í  un  caso  particular  de  viola- 
ción del  art.  117,  y  no  tiene  saneion  penal  alguna. 
;,No  seria  más  eficaz  que  ella,  la  que  abarcara  todos 
los  casos  en  que  (^1  puede  ser  infringido,  la  f(ue  castiga- 
ra con  una  fuerte  pena  esos  delito 3.'  ¿No  seria  m^á 
eficaz  que  ella  la  que  declarara  delito,  infracción  de 
ese  articulo,  todas  las  inducciones,  todos  los  argumen- 
tos, todas  las  teorías,  todas  las  conveniencias,  y  has- 
ta todas  las  dudas  que  se  puedan  invocar  para  dar  u 
la  Federación  las  facultades  que  no  le  están  concedi- 
das expresamente,  para  quitar  á  los  Estados  los  dere- 
chos que  les  están  reservados?  El  proyecto  de  ley 
presentado  al  Congreso  será,  sin  sanción  penal,  débil 
barrera  que  no  contendrá  las  arl»¡trariedades  de  la 
Corte:  las  modificaciones  que  nosotros  proponemos, 
arrancarán  de  cuajo  las  tentativas  de  estar  restringien- 
do la  soberanía  loeal,  de  estar  á  discreción  quitando 
dereehos  á  los  Estados,  y  dando  facultades  á  la  Fede- 
laíion.  La  severidad  de  una  pena  ineludible,  lo  re- 
petimos, es  la  única  garantía  positiva  para  el  porve- 
nir, contra  los  atentados  que  contra  la  Constitueion 
se  están  cometiendo.  Nos  tomamos  la  libertad  de  so- 
mater  estas  indicaciones  á  la  ilustrada  diputación  de 
Morelos:  si  tiene  á  bien  patrocinarla^  con  ru  voz  y  con 


sil  voto  en  la  Cámara  federal,  y  esta  se  digna  acep* 
tarlas  sancionándolas  romo  ley,  estamos  seguros  de 
que  los  Kstados  no  lomoráii  ya  por  su  soberanía  y 
existoncin. 

La  ley  de  20  do  Enero  de  1809  declara  vigente,  en 
lo  que  no  se  oponga  á  la  Constitución,  el  decreto  espa- 
ñol de  24  de  Marzo  de  181l>  para  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  los  magistrados  culpables.  ¿Necesita- 
remos poner  en  evidencia  el  anacronismo  que  esa  cita 
expresa,  la  discordancia  entre  dos  leyes  en  tan  diverso 
espíritu  inspiradas,  expresión  de  necesidades  de  dos 
pueblos,  de  dos  épocas,  de  dos  gobiernos  tan  distintos? 
¿,Qué  hay  de  común  entre  aquel  decreto  español  y  nues- 
tra Constitución  de  1857?  ¿Cómo  las  prescripciones  de 
aquel  pueden  amoldarse  á  los  altos  fines  de  ésta?  La 
penalidad  que  contra  los  magistrados  se  establezca, 
debe  estar  enteramente  adaptada  á  nuestra  ley  fun- 
damental, dfbe  ser  la  satisfacción  de  nuestras  actua- 
les necesidades,  el  correctivo  de  los  presentes  abusos, 
la  sanción  de  la  inviolabilidad  constitucional,  lagaran- 
li;i  011  él  porvenir  de  la  linneza  de  las  instituciones, 
la  sí^guridad  do  que  la  Corte  no  podrá  convertirse  en 
poder  usurpador  y  tiránico.  Déjese  á  la  ley  españo- 
i;i  sepultada,  en  los  archivos;  ella  jamás  tuvo  la  pre- 
Icnsiou  de  ser  la.  última  garantía  de  todo  el  érden  cons- 
lihiclonal  de  una  República  federal,  y  crié.se  un  sis- 
j.Mii.i  de  peiiíis  (pie  esa,  gravísima  indicación  satisfaga. 
Dispensarse  el  legislador  d(í  (istablecer  una  penalidad 
((ue  todas  epas  ctmdicioiies  llene,  es  sancionar  la  im- 
punidad que  está  desquiciandu   el  régimen  federal,  es 
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poner  en  ridículo  la  ley  que  cria  reí-ponsahdidades  y 
^[ue  las  hace  efímera?,  es  burlarse  de  la  justicia. 

Hablar  de  otra  clase  ele  abusos,  los  que  en  los  am- 
paros por  violación  de  garantía  individual  se  come- 
ten, y  apuntar  los  remedios  que  para  corregirlos  de- 
bieran adoptarse,  seria  extender  mu}^  considerablemen- 
te los  limites  de  nuestro  trabajo.  Y  esos  abusos  son 
ya  tan  capitales,  que  de  verdad,  remedio  y  pronto  ne- 
cesitan. Siüruiendo  el  cómodo  sistema  de  llamar  vio- 
lacion  de  garantía  individual  a  todo  lo  que  á  un  que- 
joso molesta,  se  han  extendido  esos  amparos  muy  más 
allá  del  límite  que  su  propia  naturaleza  les  marca. 
Se  han  confundido  los  derechos  del  hombre,  objeto 
de  las  instituciones  sociales  que  la  Constitución  garan- 
tiza, con  los  derechos  políticos  que  las  leyes  secunda- 
rias definen:  se  ha  pretendido  ver  violación  de  garan- 
tías en  la  infracción  de  las  Constituciones  de  los  Es- 
tados y  hasta  en  la  modificación,  en  la  derogación  de 
algunas  leyes  de  inferior  gerarquía,  como  las  que  de- 
terminan la  elección  de  municipio,  las  que  ordenan  el 
pago  de  un  impuesto,  etc.;  se  ha  pretendido  que  el 
amparo  llegue  hasta  suspender  el  efecto  general  de 
una  ley,  so  pretexto  de  solo  así  asegurar  la  garantía 
violada;  se  piden  amparos  contra  las  contribuciones, 
porque  atacan  la  propiedad,  contra  los  contratos  que 
no  se  quieren  cumplir,  porque  son  la  perdida  de  la  li- 
bertad del  hombre,  etc.,  etc.,  etc.  Todos  esos  y  mas 
errores  que  en  periódicos,  folletos,  alegatos,  senten- 
cias, etc.,  han  encontrado  apoyo,  hacen  del  amparo 
la  institución  mas  monstruosa  y  anárquica  de  que 
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